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INICIATIVAS 
 

DE LAS DIPUTADAS MARÍA TERESA LÓPEZ 

PÉREZ, VERÓNICA RAMOS CRUZ Y KATIA 

ALEJANDRA CASTILLO LOZANO CON PROYECTO 

DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA 

DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL 

DEL TRABAJO Y LA LEY DEL INSTITUTO DEL 

FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS 

TRABAJADORES 

 

Las suscritas, diputadas María Teresa López 

Pérez, Verónica Ramos Cruz y Katia Alejandra 

Castillo Lozano de la LXIV Legislatura del 

Honorable Congreso de la Unión, con 

fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, 

fracción II, y 72 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y 77 del Reglamento 

de la Cámara de Diputados, someten a 

consideración del Pleno de esta soberanía el 

presente proyecto de decreto que reforma y 

adiciona la Ley Federal del Trabajo y la Ley del 

Instituto Nacional del Fondo Nacional de la 

Vivienda para los Trabajadores, con base en la 

siguiente: 

 

Exposición de motivos 

 

El trabajo doméstico que por sus características 

sociales, es una actividad considerada 

primordialmente para mujeres, circunda varias 

formas de discriminación, además de los 

contextos sociales, familiares, económicas y 

culturales, propiamente al referirnos a situaciones 

sobre derechos humanos de las mujeres, que ante 

el establecimiento de organismos encargados de 

su protección y defensa, aunado a los 

movimientos de la sociedad civil organizada 

toman un auge, que trae como consecuencia el 

empoderamiento de grupos social e 

históricamente segregados, como es el de las 

mujeres.1 

                                                 
1 Cámara de Diputados, CELIG, Trabajadoras del 

hogar, Panorama general y Cifras, México, 2019. 

Las condiciones laborales de las y los 

trabajadores del hogar o domésticos presentan 

una precariedad derivada de las adversas 

condiciones que se generan por la naturaleza de 

su función, ya que al no laborar para una unidad 

económica no producen riqueza y no pueden 

gozar de los derechos, como el reparto de 

utilidades entre otros.  

 

La Ley Federal del Trabajo en su artículo 331 

define a los trabajadores domésticos como los 

que prestan los servicios de aseo, asistencia y 

demás propios o inherentes al hogar de una 

persona o familia.  

 

La necesidad de regular las relaciones de trabajo 

de los trabajadores domésticos surgió como un 

imperativo en el marco del constitucionalismo 

social del que México fue pionero en el orbe.  

 

En este tenor, la iniciativa por la que se formuló 

la Ley Federal del Trabajo vigente de 1970 

determinaba el carácter especial de los 

trabajadores domésticos, la cual aducía que  

 
“las modificaciones que se hacen al capítulo de la 

Legislación vigente tienen por objeto dar a estos 

trabajadores el rango que les corresponde en la 

vida social: la denominación de domésticos, que es 

una supervivencia de su condición al margen de las 

leyes, se substituye por la de "trabajadores 

domésticos", pues es indudable que estamos en 

presencia de auténticos trabajadores, tal como lo 

dispone el artículo 123, apartado "A" de nuestra 

Constitución. En consecuencia, de la misma manera 

que se habla de los trabajadores deportistas, 

artistas, etc., se juzgó conveniente darles la 

denominación que constitucionalmente les 

corresponda. 

 

Después de definir a los trabajadores domésticos, 

como aquéllos que prestan los servicios de aseo, 

asistencia y demás propios o inherentes al hogar de 

una persona o familia, el artículo 332 excluye a los 

trabajadores que prestan servicios semejantes en 

hoteles, casas de asistencia, restaurantes, 

hospitales, internados y otros establecimientos 

análogos y a los porteros y veladores tanto de los 

establecimientos mencionados o de los edificios de 

departamentos y oficinas…Las disposiciones más 

importantes, que ya se encuentran en la Ley en 

vigor, son las siguientes: los trabajadores 

domésticos deberán disfrutar de reposos suficientes 
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para tomar sus alimentos y de un descanso durante 

la noche que corresponda a las exigencias del 

sueño. El salario, de conformidad con lo dispuesto 

en la Ley vigente, deberá fijarse por las Comisiones 

Regionales como salario mínimo, profesional, a 

cuyo efecto se tomarán en consideración las zonas 

económicas en que se hubiese dividido la República 

por la Comisión Nacional, pero las Comisiones 

Regionales podrán hacer dentro de ellas las 

subdivisiones que juzguen conveniente. 

 

Se conservan las normas que contienen las 

obligaciones del patrón y del trabajador doméstico 

y se determinan las reglas para la rescisión y 

terminación de las relaciones de trabajo”. 

 

En este sentido, a lo largo del periodo histórico 

del México posrevolucionario, los trabajadores 

domésticos han figurado en el derecho laboral, 

pero debe reconocerse que los accesos a sus 

derechos aún conservan muchas limitaciones, en 

buena medida por su exclusión en el sentido de 

encontrarse en la categoría de los trabajos 

especiales. 

 

De acuerdo con el INEGI, en México, según la 

Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 

(ENOE), para el primer trimestre de 2017, hay 2 

480 466 personas ocupadas en trabajo doméstico 

remunerado, cifra que representa 4.8% del total 

de ocupados, y nueve de cada 10 son 

mujeres.2Las trabajadoras del hogar han sido 

históricamente objeto de discriminación 

estructural. Esto se debe a que enfrentan 

obstáculos para ejercer sus derechos a partir, 

sobre todo, de la naturaleza misma del tipo de 

empleo. La mayor parte de la sociedad no 

considera al trabajo del hogar como una 

ocupación “real”, sino como parte de las 

actividades “normales” o “naturales” de las 

mujeres. Por ello, éste es un sector 

particularmente invisible y estigmatizado. Las 

condiciones que las trabajadoras del hogar 

enfrentan en el empleo son difíciles. Nuestras 

leyes permiten que trabajen jornadas hasta de 

doce horas sin derechos laborales ni seguridad 

social, sin contrato, sin garantías de pensión y sin 

                                                 
2 Consultado en 

http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/aproposito/2017/do

mestico2017_Nal.pdf  

posibilidad de ahorro, entre otras. Esta situación 

interactúa, además, con la diversidad de arreglos 

laborales (“de planta”, por días, por horas, 

eventuales). Ante la ausencia de normas que 

garanticen sus derechos, las trabajadoras del 

hogar se encuentran en una grave situación de 

vulnerabilidad.3 

 

De esta manera el trabajo doméstico representa la 

actividad a la que se dedican más de millón y 

medio de mujeres. Esta labor es definida como el 

conjunto de actividades que se realizan en todos 

los hogares de manera cotidiana y que garantizan 

el bienestar y el desarrollo de los integrantes de la 

familia. Este tipo de trabajo contempla 

actividades para el mantenimiento del hogar, 

tales como la elaboración de alimentos, cuidados 

de higiene, cuidado de la salud, atención a niños 

y niñas y a personas enfermas y ancianas. Todas 

estas actividades trascienden en el equilibrio 

emocional-afectivo, así como en la socialización 

de los individuos. 

 

También a nivel global, se observa que, en ambos 

grupos, se reduce en los extremos del periodo, 

casi en el mismo número de puntos porcentuales, 

los valores para quienes perciben menos de dos 

salarios mínimos, pasando de 54 a 37% para la 

población total ocupada, y de 88 a 68% para 

quienes se ocupan en trabajo doméstico. En el 

siguiente gráfico se observan igualmente los 

valores porcentuales de quienes reciben menos de 

dos salarios mínimos en uno y otro grupo en 

relación con el sexo. A este respecto, destaca una 

mayor reducción en puntos porcentuales (20) en 

el grupo de mujeres ocupadas en trabajo 

doméstico respecto al total de mujeres en la 

población ocupada total (14 puntos porcentuales). 
4 

 

 

 

 

 

                                                 
3 Cámara de Diputados, CELIG, Trabajadoras del 

hogar, Idem. 
4 Idem. 

http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/aproposito/2017/domestico2017_Nal.pdf
http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/aproposito/2017/domestico2017_Nal.pdf
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Gráfica 6. Porcentajes de población total ocupada y población ocupada en trabajo 
doméstico por ingresos de menos de dos salarios mínimos y sexo, 2000-2015*
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Esta iniciativa propone establecer básicamente 

los derechos de las y los trabajadores domésticos 

para la cotizar en el Instituto del Fondo Nacional 

de la Vivienda para los Trabajadores, el tiempo 

de su jornada laboral y descansos especiales, toda 

vez que, en el caso de su derecho a la seguridad 

social ha sido atendido por las sendas iniciativas 

presentadas en la presente Legislatura por las 

diputadas Lorena Villavicencio Ayala y Anilú 

Ingram Vallines. 

 

La iniciativa que se propone en esta ocasión 

atiende a la reivindicación del respeto a los 

derechos humanos de los trabajadores 

domésticos, puntualizando la obligación de los 

patrones de otorgar y recibir un trato digno que 

debe imperar en una relación laboral, luchando en 

contra de la discriminación y el abuso en todas 

sus formas. Por ello, se pretende establecer como 

obligación el respeto a sus derechos humanos que 

versan sobre su identidad cultural. De la misma 

manera se establece la obligación al patrón de 

abstenerse de todo maltrato físico, verbal y 

emocional que atente contra su dignidad como 

persona. 

 

Otro aspecto importante que se pretende regular, 

es el de la prestación de servicio por hora; ello en 

atención a la utilidad requerida del servicio, ya 

que puede considerarse que el trabajador o 

trabajadora doméstica realice su labor en un 

tiempo convenido, por lo cual se propone que en 

esta modalidad serán determinadas por medio de 

un contrato. Lo anterior se propone como una 

medida compensatoria para que las y los 

trabajadores domésticos puedan acudir entre otras 

cosas, a capacitarse, iniciar, continuar y concluir 

su educación básica en algún centro educativo 

oficial. Otro motivo por el cual se plantea esa 

modalidad en la jornada del trabajo, es de que 

unos trabajadores pueden laborar para otro 

patrón, ya que la dinámica económica, ha 

provocado que los servicios para el trabajo en los 

hogares sean recurrentes no solo para las familias 

de mayor nivel económico, sino de otras personas 

con ingresos cercanos a la media e incluso por 

debajo de esta. El trabajo por hora nunca podrá 

pagarse en menor cantidad que la establecida 

para el salario mínimo, por ello se precisa en esta 

propuesta que el acuerdo fijado deberá 

establecerse sin perjuicio de las demás 

condiciones y prestaciones que conceda esta Ley, 

es decir, cuando un trabajador o una trabajadora 

pacte laborar una hora, el pago por su servicio no 

podrá ser inferior al del salario mínimo para una 

jornada laboral completa. 

 

Asimismo, se propone establecer permiso laboral 

por duelo consistentes en días de permiso 

pagados cuando un hijo, los padres o el cónyuge 

del trabajador fallece, teniendo derecho a este 

tipo de permiso todos los trabajadores y 

trabajadoras que, al momento de la muerte de un 

hijo, de uno de sus padres o de su cónyuge, estén 

con contrato a plazo fijo o indefinido, sin 

importar el tiempo que lleven desempeñándose 

en el lugar. 

 

Por otra parte, se propone plasmar el derecho que 

tiene que ver con los gastos funerarios del 

trabajador, en donde en caso de muerte el patrón 
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estará obligado a pagar el costo de traslado de los 

restos mortales a el lugar de origen, atendiendo a 

las costumbres culturales de la etnia a la que 

pertenezca el trabajador. 

 

En cuanto a la obligación de los patrones a 

proporcionar vivienda, se propone que el 

trabajador doméstico por ministerio de ley pueda 

cotizar en el Infonavit para poder tener derecho a 

un crédito hipotecario, toda vez de que en la 

actualidad muchos trabajadores domésticos 

realizan sus labores sin habitar en las viviendas 

de sus patrones, por lo que, al enterar las cuotas 

al instituto, los patrones podrán cumplir con el 

mandato constitucional de proporcionar vivienda.  

 

No se omite mencionar, que, si bien es cierto que 

ya la misma ley establece la obligación del patrón 

de proporcionar vivienda, no menos cierto es que 

en la fracción XII del artículo 123 de nuestro 

código fundamental, se establece el cumplimiento 

de esta obligación mediante las aportaciones 

patronales al fondo nacional de vivienda, por lo 

que la propuesta no contraviene la Carta Magna.  

 

No se omite proponer en esta iniciativa, un 

artículo transitorio para que el Infonavit cuente 

con un tiempo de gracia para que diseñe un 

instrumento administrativo que facilite el pago de 

las aportaciones de los patrones para el fondo de 

vivienda, ya que ello ayudará en gran medida a 

cumplir con la obligación impuestas al patrón, lo 

cual no deberá verse como una carga 

administrativa a las personas que contratan los 

servicios para el hogar, sino como una 

contribución a la justicia social en la que las y los 

trabajadores domésticos alcancen su anhelo de 

poseer un patrimonio propio que puedan heredar 

a sus hijos. 

 

Si bien es cierto que el Infonavit ha 

implementado programas piloto para atender la 

demanda a una vivienda digna para los 

trabajadores domésticos, no menos cierto es que 

este derecho debe plasmarse en la ley para que no 

quede a la discreción de la administración del 

instituto de poderse suprimir en cualquier 

momento.   

Por lo expuesto, se somete a consideración de la 

asamblea la presente iniciativa con proyecto de: 

 

Decreto 

 

Se reforma el artículo 146; se adiciona un 

párrafo segundo al artículo 331; se adiciona 

un párrafo segundo al artículo 333; se reforma 

la fracción II y se adiciona la fracción IV al 

artículo 337; se reforma el artículo 339 de la 

Ley Federal del Trabajo y se adiciona el 

artículo 29 Quintus a la Ley del Instituto del 

Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajadores. 

 

Primero. Se reforma el artículo 146; se adiciona 

un párrafo segundo al artículo 331; se adiciona un 

párrafo segundo al artículo 333; se reforma la 

fracción II y se adiciona la fracción IV al artículo 

337; y se reforma el artículo 339 de la Ley 

Federal del Trabajo, para quedar como sigue: 

 

Artículo 146. Los patrones estarán obligados a 

pagar las aportaciones a que se refiere el 

artículo 136 de esta ley por lo que toca a los 

trabajadores domésticos. 

 

Artículo 331. ... 

 

Las condiciones de trabajo de estos 

trabajadores se regirán por lo dispuesto en el 

artículo 17 debiendo hacerse constar por 

escrito como lo disponen los artículos 24 y 25 

de esta ley. 

 

Artículo 333… 

 

En caso de muerte de cónyuge, padre o madre 

e hijo, el trabajador contará con permiso de 

tres días.  

 

Artículo 336. ... 

 

El trabajador y el patrón fijarán la duración 

de la jornada de trabajo, sin que pueda 

exceder la máxima que fija esta ley, 

estableciendo el acuerdo en el contrato 

respectivo sin perjuicio de las demás 
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condiciones y prestaciones que conceda esta 

Ley.  

 

Artículo 337.-  Los patrones tienen las 

obligaciones especiales siguientes: 

 

I. ... 

 

II. Proporcionar al trabajador habitación 

cómoda e higiénica, alimentación sana y 

suficiente y condiciones de trabajo que aseguren 

la vida y la salud. El patrón podrá cumplir con 

la obligación de proporcionar habitación 

cómoda e higiénica pagando las aportaciones a 

las que se refiere el artículo 136 de esta Ley;  

 

III. … 

 

IV. Respetar la identidad cultural del 

trabajador doméstico indígena, su lengua, sus 

costumbres, su ropa, su participación en 

actividades comunitarias. 

 

Artículo 339. En caso de muerte del trabajador el 

patrón sufragará los gastos del sepelio y, en su 

caso cubrirá el costo del traslado de sus restos 

mortales a su lugar de origen. 

 

Segundo. Se adiciona el artículo 29 Quintus a la 

Ley del Instituto del Fondo Nacional de la 

Vivienda para los Trabajadores para queda como 

sigue: 

 

Artículo 29 Quintus. 

 

Es obligación del patrón pagar las 

aportaciones por cada trabajador doméstico a 

los que se refiere el artículo 331 de la Ley 

Federal del Trabajo mientras exista la relación 

laboral y subsistirá hasta que se presente el 

aviso de baja correspondiente.  

 

El patrón deberá expedir y entregar, semanal 

o quincenalmente, a cada trabajador 

doméstico constancia escrita del número de 

días trabajados y del salario percibido, 

conforme a los períodos de pago establecidos, 

tratándose de patrones que contraten 

permanentemente o esporádicamente a dichos 

trabajadores. 

 

Transitorios 

 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al 

día siguiente de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

 

Segundo. El Instituto del Fondo Nacional de la 

Vivienda para los Trabajadores contará con 

noventa días a partir de la entrada en vigor del 

presente decreto para instrumentar un mecanismo 

para el cumplimiento del párrafo segundo del 

artículo 29 quintus de la Ley del Instituto del 

Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajadores de este decreto. 

 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a 

28 de febrero de 2019 

 

Dip. María Teresa López Pérez 

Dip. Verónica Ramos Cruz 

Dip. Katia Alejandra Castillo Lozano 

 

 

 
 

 

DEL DIP. ALEJANDRO CARVAJAL HIDALGO CON 

PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA EL 

ARTÍCULO 71 DE LA LEY DEL INSTITUTO DEL 

FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS 

TRABAJADORES 

 

El que suscribe, Alejandro Carvajal Hidalgo, 

diputado federal de la LXIV Legislatura de la 

Cámara de Diputados del Honorable Congreso de 

la Unión, integrante del Grupo Parlamentario 

Morena, con fundamento en lo dispuesto por el 

artículo 71, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; así 

como en los artículos 6, fracción I, 77 y 78, del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta 
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a consideración de esta Honorable Asamblea la 

presente iniciativa con proyecto de decreto que 

adiciona un párrafo segundo, al artículo 71 de la 

Ley del Infonavit, al tenor de lo siguiente:  

 

Exposición de motivos 

 

En el artículo 71 de la Ley del Infonavit, se 

establece que el Instituto llevará a cabo la 

recuperación de los créditos que hubiera otorgado 

partiendo de un esquema de cobranza social 

aprobado por el Consejo de Administración: 

 
“Artículo 71.- Con el objeto de preservar y 

fortalecer el ahorro de los derechohabientes 

depositado en su subcuenta de vivienda y 

atendiendo los balances necesarios que su naturaleza 

social exige, el Instituto brindará opciones que 

ayuden a los acreditados a conservar su patrimonio, 

por lo que el Instituto llevará a cabo la recuperación 

de los créditos que hubiera otorgado partiendo de un 

esquema de cobranza social aprobado por el 

Consejo de Administración.” 

 

Dicho Consejo de Administración, a través de su 

Estatuto Orgánico donde se definen las facultades 

y responsabilidades del instituto, se desprende el 

artículo 46, fracción XIII, el cual establece que se 

podrá hacer contrataciones externas y de 

proveedores de servicios, como a la letra indica:  

 
“XIII. Gestionar ante la Subdirección General de 

Administración y Recursos Humanos, en el ámbito 

de su competencia, la contratación de asesores 

externos y proveedores de servicios para el mejor 

cumplimiento de sus funciones.”  

En este sentido, el Instituto emite los Lineamientos 

de Servicio en Materia de Cobranza de Crédito en 

donde se establecen las prácticas de cobranza, 

haciendo énfasis en el reconocimiento en todo 

momento de los derechos fundamentales de los 

acreditados, a quienes se les tiene que proporcionar 

un trato digno y respetoso. “Estos lineamientos 

establecen las conductas que debemos practicar en 

el cumplimiento de nuestras responsabilidades de 

cobranza y en estricto apego al Código de Ética del 

INFONAVIT, así como en el Modelo de Cobranza 

Social del organismo.”1  

                                                 
1 INFONAVIT. (2019). Lineamientos de Servicio en 

Materia de Cobranza de Créditos. México, CDMX 

Recuperado el 22 de febrero de 2019 de 

https://portalmx.infonavit.org.mx/wps/wcm/connect/141b4b

Según datos del periódico El Universal, el 

Infonavit señaló que de 2014 a 2018, los 

despachos de cobranza llevaron a juicio masivo a 

259 mil 906 casos de cartera vencida. El 

encargado de la subdirección de Cartera del 

instituto subrayó que en los estados de Nayarit y 

Coahuila se detectaron créditos que provenían de 

distintas jurisdicciones, estados donde se fueron a 

juicio masivo 30 mil y 100 mil créditos 

respectivamente, desde el año de 2014, señalando 

que “se carece de controles suficientes para 

vigilar el actuar de los despachos de cobranza"2.  

 

Es indispensable que el Instituto garantice y 

vigile los despachos de cobranza, para el buen 

cumplimiento de los antes mencionados 

Lineamientos de Servicio en Materia de 

Cobranza de Crédito ya que, actualmente la 

manera en que participan los despachos en las 

labores de recuperación de cartera son 

inadecuadas; con un trato intimidatorio, 

violentando el esquema de cobranza social que 

rige al instituto “se abstendrán de realizar 

cualquier acto u omisión que contravenga el 

esquema de cobranza social que rige al 

INFOVANIT, de los cuales se mencionan entre 

otros, de manera enunciativa más no limitativa, 

el uso de la violencia o la intimidación de forma 

personal o a través de cualquier medio para 

requerir el pago.”3; sin posibilidad de poder 

consultar el estatus de su asunto, con el fin de 

poder asesorarse y recibir una segunda opinión 

que pueda ayudar al acreditado a mejorar la 

condición en la que se encuentra; sin una actitud 

negociadora, a pesar de que el apartado 

Conductas Adecuadas en el inciso C de los 

reiterados lineamientos donde se estipula asumir 

una actitud negociadora, los cuales a la letra cito:  

 

                                                                                 
00-4524-4da7-be22-

f3da6e62b8d6/Lineamientos_de_cobranza.pdf?MOD=AJP

ERES&CVID=mmCFxqF 
2 Cantera, S. (2019). Infonavit pondrá a revisión los 

despachos de cobranza. México, CDMX 

Recuperado el 22 de febrero de 2019 de 

https://www.eluniversal.com.mx/cartera/negocios/infonavit

-pondra-revision-los-despachos-de-cobranza 
3 INFONAVIT. Op. cit., p. 3. 

https://portalmx.infonavit.org.mx/wps/wcm/connect/141b4b00-4524-4da7-be22-f3da6e62b8d6/Lineamientos_de_cobranza.pdf?MOD=AJPERES&CVID=mmCFxqF
https://portalmx.infonavit.org.mx/wps/wcm/connect/141b4b00-4524-4da7-be22-f3da6e62b8d6/Lineamientos_de_cobranza.pdf?MOD=AJPERES&CVID=mmCFxqF
https://portalmx.infonavit.org.mx/wps/wcm/connect/141b4b00-4524-4da7-be22-f3da6e62b8d6/Lineamientos_de_cobranza.pdf?MOD=AJPERES&CVID=mmCFxqF
https://portalmx.infonavit.org.mx/wps/wcm/connect/141b4b00-4524-4da7-be22-f3da6e62b8d6/Lineamientos_de_cobranza.pdf?MOD=AJPERES&CVID=mmCFxqF
https://www.eluniversal.com.mx/cartera/negocios/infonavit-pondra-revision-los-despachos-de-cobranza
https://www.eluniversal.com.mx/cartera/negocios/infonavit-pondra-revision-los-despachos-de-cobranza
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C. Asumir una actitud negociadora para el pago de 

las deudas y no adoptar una conducta prepotente 

con intenciones de molestar y/o amenazar a los 

acreditados o a las personas que atiendan tu 

llamada telefónica o tu visita.   

 

El trato intimidatorio van en contra de la dignidad 

de la persona humana, atentando al artículo1° de 

la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, donde en su párrafo quinto se señala 

que queda prohibida toda discriminación 

motivada por origen étnico o nacional, el género, 

la edad, las discapacidades, la condición social, 

las condiciones de salud, la religión, las 

opiniones, las preferencias sexuales, el estado 

civil o cualquier otra que atente contra la 

dignidad humana y tenga por objeto anular o 

menoscabar los derechos y libertades de las 

personas. Todas las personas gozarán de los 

derechos humanos reconocidos en ella y en los 

tratados internacionales de los que el Estado 

mexicano sea parte, y que las normas relativas a 

los derechos humanos se interpretarán de 

conformidad con dicha Carta Magna y con los 

tratados internacionales de la materia, 

favoreciendo en todo tiempo a las personas la 

protección más amplia. Esos derechos son 

universales, inalienables, irrenunciables, 

imprescriptibles e indivisibles; su origen no es el 

Estado o las leyes, decretos o títulos, sino la 

propia naturaleza o dignidad de la persona 

humana; por lo que, el trato que proporcionan los 

despachos debe garantizar el respeto a la 

dignidad de la persona. 

 

Con la presente iniciativa se plantea el siguiente 

objetivo: no vulnerar el ejercicio de los derechos 

de los acreditados, bajo la premisa de que los 

despachos de cobranza al participar en las labores 

de recuperación de cartera, garanticen un trato 

digno y respetuoso, reconociendo en todo 

momento los derechos fundamentales de los 

acreditados y en estricto a pego al Código de 

Ética y el Modelo de Cobranza Social del propio 

organismo. 

 

Para que mi propuesta sea más entendible, se 

muestra el siguiente cuadro comparativo: 

LEY DEL INSTITUTO DEL FONDO 

NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS 

TRABAJADORES 
LEY ACTUAL PROPUESTA: 

Artículo 71.- Con el 

objeto de preservar y 

fortalecer el ahorro de 

los derechohabientes 

depositado en su 

subcuenta de vivienda y 

atendiendo los balances 

necesarios que su 

naturaleza social exige, 

el Instituto brindará 

opciones que ayuden a 

los acreditados a 

conservar su 

patrimonio, por lo que 

el Instituto llevará a 

cabo la recuperación de 

los créditos que hubiera 

otorgado partiendo de 

un esquema de 

cobranza social 

aprobado por el 

Consejo de 

Administración. 

Artículo 71.- Con el 

objeto de preservar y 

fortalecer el ahorro de 

los derechohabientes 

depositado en su 

subcuenta de vivienda y 

atendiendo los balances 

necesarios que su 

naturaleza social exige, 

el Instituto brindará 

opciones que ayuden a 

los acreditados a 

conservar su 

patrimonio, por lo que 

el Instituto llevará a 

cabo la recuperación de 

los créditos que hubiera 

otorgado partiendo de 

un esquema de 

cobranza social 

aprobado por el 

Consejo de 

Administración.                                    

 

El esquema de cobranza 

al que se refiere el 

párrafo anterior deberá 

establecer el 

mecanismo de 

verificación para los 

despachos de cobranza 

al participar en las 

labores de recuperación 

de cartera, garantizando 

a los acreditados un 

trato digno y 

respetuoso, 

reconociendo en todo 

momento sus derechos 

fundamentales y en 

estricto apego al 

Código de Ética y el 

Modelo de Cobranza 

Social del organismo.  
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Por lo antes expuesto y fundado, el suscrito 

legislador, somete a su consideración la 

siguiente: 

 

Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona 

un párrafo segundo al artículo 71 de la Ley del 

Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para 

los Trabajadores.  

 

Artículo 71. - Con el objeto de preservar y 

fortalecer el ahorro de los derechohabientes 

depositado en su subcuenta de vivienda y 

atendiendo los balances necesarios que su 

naturaleza social exige, el Instituto brindará 

opciones que ayuden a los acreditados a 

conservar su patrimonio, por lo que el Instituto 

llevará a cabo la recuperación de los créditos que 

hubiera otorgado partiendo de un esquema de 

cobranza social aprobado por el Consejo de 

Administración. 

 

El esquema de cobranza al que se refiere el 

párrafo anterior deberá establecer el mecanismo 

de verificación para los despachos de cobranza al 

participar en las labores de recuperación de 

cartera, garantizando a los acreditados un trato 

digno y respetuoso, reconociendo en todo 

momento sus derechos fundamentales y en 

estricto apego al Código de Ética y el modelo de 

cobranza social del organismo.  

 

Transitorio 

 

Único. - El presente decreto entrará en vigor el 

día siguiente al de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación.  

 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a 

28 de febrero de 2019 

 

Dip. Alejandro Carvajal Hidalgo 

 

 

 
 

 

DEL DIP. DAVID BAUTISTA RIVERA CON 

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA LAS 

FRACCIONES XII Y XV DEL ARTÍCULO 122 DE LA 

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE LAS 

NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 

 

Quien suscribe, diputado David Bautista Rivera, 

integrante del Grupo Parlamentario de Morena de 

la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados 

del Honorable Congreso de la Unión, con 

fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, 

fracción II, y 72, inciso h), de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, así 

como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, y demás 

relativos, somete a consideración de esta 

asamblea la presente iniciativa con proyecto de 

decreto, al tenor de la siguiente: 

 

Exposición de motivos 

 

El derecho de los niños, niñas y adolescentes a la 

educación gratuita, obligatoria y de calidad es un 

aspecto fundamental para el desarrollo de nuestro 

país; se han alcanzado importantes logros en los 

últimos años, tal es el caso de la cobertura en 

educación primaria, que ha llegado a ser casi 

universal. Sin embargo, existe aún un tema 

pendiente de pugnar en relación a la asistencia 

irregular, deserción y el abandono escolar.  

 

La Administración del Presidente Andrés Manuel 

López Obrador se ha planteado como prioridad 

del sexenio el combate al abandono escolar a 

través de becas; desde el Poder Legislativo se 

pretende que esta contienda sea integral y se 

complemente con acciones afirmativas como 

apoyo psicológico o tutorías, en coordinación con 

las instancias que integran el Sistema Nacional de 

Protección Integral de Niñas, Niños y 

Adolescentes. 

 

Planteamiento del problema 

 

Actualmente se cuenta con importantes avances 

en la producción de datos estadísticos del sistema 

educativo, ejemplo de ello es la implementación 

anual de la prueba ENLACE, que brinda a la 
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ciudadanía en general un sistema de medición y 

diagnóstico sobre el desempeño escolar, como a 

través de la información generada por el Sistema 

Nacional de Información Educativa. 

 

Dicho Sistema brinda información de inicio de 

cursos proporciona datos sobre los estudiantes 

por grado, edad y sexo; personal por función y 

sexo; grupos por grado, y utilización de aulas. La 

información se agrega por escuelas, localidad, 

municipio, entidad federativa, tipo de 

sostenimiento (público y privado) y modalidad 

educativa. La estadística de fin de cursos permite 

conocer la dinámica agregada de los procesos 

escolares: inscripción total, número de 

estudiantes al final de cursos, abandono escolar y 

reprobación.  

 

La Dirección General de Planeación, 

Programación y Estadística Educativa de la 

Subsecretaría de Planeación, Evaluación y 

Coordinación elabora cuadros, publicaciones y 

consultas que contienen las cifras más relevantes 

del Sistema Educativo Nacional, donde se 

identifican las características cuantitativas, mas 

no el dato de las causas del ausentismo, abandono 

y deserción escolar. 

 

El abandono es uno de los principales problemas 

para garantizar que todos los jóvenes concluyan 

la educación obligatoria, de manera específica es 

en la educación media superior donde poco más 

de 15% de los alumnos deja sus estudios. Cabe 

destacar que en este tipo educativo es donde en 

menor medida se ha reducido el fenómeno, pues 

en el ciclo escolar 2001-2002 la tasa de abandono 

fue de 16.9%1. 

 

La estadística educativa proveniente del Formato 

9112 es la base para conocer cuántas niñas, niños 

                                                 
1 INEE (2018) Schmelkes del Valle, S. y Zorrilla 

Fierro, M. (coord.), La Educación Obligatoria en 

México. Informe 2018, p. 129  
2  El F-911 consiste en bases de datos conformadas 

por medio de registros administrativos que 

contienen la información de todas las escuelas del 

país (censo de escuelas). Todos los centros 

escolares están obligados a proporcionar la 

y adolescentes se encuentran en la escuela y en 

qué niveles educativos. El Censo y las encuestas, 

identifican la condición de asistencia escolar de 

acuerdo con las características individuales, del 

hogar y de los contextos socioeconómicos en que 

viven las niñas, niños y adolescentes fuera de la 

escuela.3 Aunque ambas fuentes se 

complementan, ofrecen un panorama parcial de la 

situación de los niños que no asisten a la escuela 

o que están en riesgo de abandonarla. 

 

El uso del F-911 como fuente oficial ha recibido 

una serie de críticas sobre la calidad de su 

información. Los principales señalamientos 

refieren a que:  

 

• No da cuenta de las altas y bajas de los 

alumnos inscritos, lo que tiende a inflar la 

matrícula escolar;  

• No toma en cuenta la existencia de la 

múltiple inscripción de alumnos en las 

escuelas, lo que causa el mismo efecto 

inflacionario;  

• Tampoco considera que los formatos son 

demasiado complejos y debe llenarlos 

personal familiarizado con el sistema, lo 

cual muchas veces no sucede, y como 

consecuencia hay cierta falta de precisión 

en las cifras proporcionadas; 

• Si se considera que la asignación de 

presupuesto a las escuelas está en función 

de la matrícula escolar, podría concluirse 

que este factor determina en cierto grado la 

alteración de datos relativos4. 

                                                                                 
información solicitada por la SEP, tanto al inicio 

como al fin de cada ciclo escolar, siguiendo una 

logística de captura que involucra tanto a las 

autoridades escolares como a los directivos de la 

educación de los estados y la propia SEP. Así es 

como se generan las estadísticas educativas para 

dar cuenta de la educación en el país y proveer la 

información necesaria para diseñar políticas 

educativas. 
3 UNICEF (2016), Niñas y niños fuera de la escuela. 

México. 
4 INEE (2015), Terrazas González, Gerardo H.; 

Soriano Montero, Margarito y Robles Vásquez, 

Héctor V. Calidad de la estadística educativa: 

CEMABE y F-911. 
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En este contexto, contar con bases de datos 

completas “ayuda a responder con mayor certeza 

preguntas relativas al sector educativo tales 

como: ¿cuántos niños y jóvenes están fuera de la 

escuela?, ¿quiénes son los que no asisten?, 

¿cuántos y quiénes están en riesgo de abandonar 

la escuela?, ¿cuáles son las razones del abandono 

temprano?, y ¿qué obstáculos impiden el acceso 

oportuno, la permanencia y el tránsito escolar 

exitoso?”5. La respuesta a estas cuestiones nos 

resulta de gran relevancia, ya que contar con 

dicha información ayuda a determinar acciones 

que contribuyan a la defensa de los derechos de 

las niñas, niños y adolescentes. 

 

Para este efecto, se cuenta con la Procuraduría 

Federal de Protección de Niñas, Niños y 

Adolescentes y las procuradurías de protección 

de niñas, niños y adolescentes de cada entidad 

federativa, que están facultadas para recabar 

datos y dar parte de las condiciones que propician 

la deserción escolar, complementando así el 

Sistema de Información Educativa. 

 

Argumento que lo sustenta 

 

Con base en datos transversales del Formato 911, 

se observa que la mayor deserción ocurre en la 

EMS, donde alrededor de 15 alumnos de cada 

100 que estuvieron inscritos al inicio del ciclo 

escolar 2015-2016 ya no se matricularon en el 

ciclo 2016-2017; sigue la secundaria, con 4.4%. 

En el caso de la educación primaria los alumnos 

prácticamente no abandonan sus estudios: menos 

de 1 alumno de cada 100 que se encontraba 

inscrito al inicio del ciclo escolar mencionado. 

 

 
Gráfica 1. Tasa de abandono y eficiencia terminal por 

nivel o tipo educativo (2001-2002, 2007-2008, 2013-2014 

y 2015-2016). 

 

                                                 
5 Ídem, p. 10. 

 
 

De acuerdo con un estudio de la UNICEF6, donde 

se analizan las dimensiones de las niñas, niños y 

adolescentes fuera de la escuela, se observa la 

magnitud del fenómeno de la exclusión y señala 

que en 2015 había cerca de cuatro millones de 

niñas, niños y adolescentes fuera de la escuela.  

 

Sin diferencias significativas de sexo, los 

porcentajes más altos de exclusión se presentan 

en los extremos del sistema educativo; por un 

lado, en el primer año de preescolar, 19% de 

niños y niñas no asisten a la escuela; por otro, en 

el tercer grado de la educación media superior, 

36% no lo hace.  

 

Estos niveles son de reciente obligatoriedad y 

uno de los principales retos es precisamente 

aumentar la cobertura. No obstante, como se ha 

demostrado, existen aún niños y niñas en edad de 

cursar primaria y secundaria que están fuera de la 

escuela, por lo que se vulnera su derecho humano 

y fundamental a la educación. 

 
Gráfica 2. Porcentaje de asistencia de niñas y niños 

fuera 

 

                                                 
6 UNICEF (2016), Niñas y Niños Fuera de la 

Escuela. México.  
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FUENTE: UNICEF, (2016) Niñas y niños fuera de la 

escuela. México. Elaborado con base en INEGI (2015), 

Encuesta Intercensal. 

 

El artículo 4° de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos señala que “en todas 

las decisiones y actuaciones del Estado se velará 

y cumplirá con el principio del interés superior de 

la niñez, garantizando de manera plena sus 

derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a 

la satisfacción de sus necesidades de 

alimentación, salud, educación y sano 

esparcimiento para su desarrollo integral. Este 

principio deberá guiar el diseño, ejecución, 

seguimiento y evaluación de las políticas públicas 

dirigidas a la niñez”. 

 

De igual manera, la Carta Magna en su artículo 

73, fracción XXIX-P. decreta el “expedir leyes 

que establezcan la concurrencia de la Federación, 

las entidades federativas, los Municipios y, en su 

caso, las demarcaciones territoriales de la Ciudad 

de México, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, en materia de derechos de niñas, 

niños y adolescentes, velando en todo momento 

por el interés superior de los mismos y 

cumpliendo con los tratados internacionales de la 

materia de los que México sea parte”. 

 

El presente proyecto busca reformar dos 

fracciones del artículo 122 de la Ley General de 

los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes 

con el fin de garantizar la identificación de causas 

que vulneran el derecho a la educación, 

específicamente en los casos de ausentismo y 

deserción escolar, a fin de complementar el 

Sistema de Información Educativa en 

coadyuvancia con la Procuraduría Federal de 

Protección de Niñas, Niños y Adolescentes y las 

procuradurías de protección de niñas, niños y 

adolescentes de cada entidad federativa. 

 

En el Presupuesto de Egresos de la Federación 

para el ejercicio fiscal 2019 aprobado en este 

recinto, se asignaron recursos para la atención de 

niñas, niños y adolescentes en los ramos de 

Gobernación y Salud, así como en la Comisión 

Nacional de Derechos Humanos. 

 

 

Ramo Denominación Monto 

(pesos) 
 

04 

Gobernación 

 

Coordinación con las 

instancias que integran 

el Sistema Nacional de 

Protección Integral de 

Niñas, Niños y 

Adolescentes 

 

$ 52,428,788 

12  

Salud 
Protección y restitución de 

los derechos de las niñas, 

niños y adolescentes 

 

$ 67,747,618 

35  

Comisión 

Nacional de 

los 

Derechos 

Humanos 

Atender asuntos 

relacionados con niñas, 

niños y adolescentes 

 

$ 7,702,202 

 
Fuente: elaboración propia con base en PEF 2019 
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El Programa Presupuestal E041 Protección y 

Restitución de Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes es el responsable de la atención, 

protección y restitución de los derechos de niñas, 

niños y adolescentes mediante la emisión y 

seguimiento de las medidas de protección integral 

y restitución de los derechos, representaciones 

jurídicas, asistencias y asesorías jurídicas, 

atención a reportes de maltrato infantil, 

regularizaciones jurídicas por albergados en 

centros de asistencia social dependientes del 

SNDIF, establecimiento de mecanismos para la 

autorización, registro, certificación y supervisión 

de centros de asistencia social y procesos de 

adopción, a través de la Procuraduría Federal de 

Protección de Niñas, Niños y Adolescentes y su 

ámbito de competencia en apego a la Ley General 

de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. 

 

De lo anterior tenemos que, la Procuraduría 

Federal de Protección de Niñas, Niños y 

Adolescentes y las correspondientes en las 

entidades federativas, cuentan con presupuesto 

federal para dar cumplimiento a sus atribuciones 

y para contemplar dentro de ellas la realización 

de estudios e investigaciones para identificar las 

causas que vulneran el derecho de niñas, niños y 

adolescentes. 

 

Con la finalidad de aportar información para el 

proceso de dictamen se adjunta el siguiente 

cuadro comparativo: 

 

Legislación actual Texto propuesto 
Artículo 122. Las 

Procuradurías de 

Protección señaladas en el 

artículo anterior, en sus 

ámbitos de competencia, 

tendrán las atribuciones 

siguientes: 

 

…  

 

I al XI. 

 

 

XII. Proporcionar 

información para integrar y 

sistematizar el Registro 

Artículo 122. Las 

Procuradurías de 

Protección señaladas en el 

artículo anterior, en sus 

ámbitos de competencia, 

tendrán las atribuciones 

siguientes: 

 

…  

 

I al XI. 

 

 

XII. Proporcionar 

información para integrar y 

sistematizar el Registro 

Nacional de Centros de 

Asistencia Social; 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

XIII al XIV.   

 

 

 

XV. Realizar y promover 

estudios e investigaciones 

para fortalecer las acciones 

a favor de la atención, 

defensa y protección de 

niñas, niños y adolescentes, 

con el fin de difundirlos 

entre las autoridades 

competentes y los sectores 

público, social y privado 

para su incorporación en 

los programas respectivos, 

y 

 

 

… 

 

XVI. 

Nacional de Centros de 

Asistencia Social y el 

Sistema Nacional de 

Información Educativa, 

de conformidad con el 

artículo 57, fracción 

XXII7 de la presente Ley 

para los casos de 

asistencia irregular, 

deserción  y abandono 

escolar; 

 

 

XIII al XIV.   

 

 

XV. Realizar y promover 

estudios e investigaciones 

para identificar las causas 

que vulneran el derecho 

de niñas, niños y 

adolescentes; fortalecer las 

acciones a favor de su 

atención, defensa y 

protección, con el fin de 

difundirlos entre las 

autoridades competentes y 

los sectores público, social 

y privado para su 

incorporación en los 

programas respectivos, y 

 

… 

 

XVI. 

                                                 
7 Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y 

Adolescentes. Artículo 57, fracción XXII. Establecer 

mecanismos para que las autoridades educativas, 

escolares y los particulares con autorización o 

reconocimiento de validez oficial de estudios, 

notifiquen a la Procuraduría de Protección 

correspondiente, los casos de asistencia irregular, 

abandono o deserción escolar que se identifiquen 

respecto de los alumnos que cursen educación 

básica y media superior en los centros educativos.  

Ante dicha notificación será aplicable el 

procedimiento establecido en el artículo 123 de la 

presente Ley, y en su caso, la activación de las 

instancias jurisdiccionales necesarias a fin de 

garantizar los derechos de las niñas, niños y 

adolescentes.  

En caso contrario, se estará a lo dispuesto en el 

Capítulo Único del Título Sexto de la Ley, con 

independencia de aquellas conductas que pudieran 

ser consideradas como delitos conforme a la 

normatividad en la materia. 
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Fundamento legal 

 

Por lo anteriormente expuesto, fundado y 

motivado y con base en lo dispuesto en los 

artículos 71, fracción II, y 72, inciso h), de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 

1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados quien suscribe somete a consideración 

de esta soberanía el siguiente: 

 

Decreto 

 

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma 

las fracciones XII y XV del artículo 122 de la 

Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños 

y Adolescentes 

 

Texto normativo propuesto 

 

Artículo Único. Se reforman las fracciones XII y 

XV del artículo 122 de la Ley General de los 

Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. 

 

Artículo 122. Las Procuradurías de Protección 

señaladas en el artículo anterior, en sus ámbitos 

de competencia, tendrán las atribuciones 

siguientes: 

…  

 

I al XI. 

… 

 

XII. Proporcionar información para integrar y 

sistematizar el Registro Nacional de Centros de 

Asistencia Social y el Sistema Nacional de 

Información Educativa, de conformidad con el 

artículo 57, fracción XXII de la presente Ley; 

 

XIII al XIV.   

 

 

XV. Realizar y promover estudios e 

investigaciones para identificar las causas que 

vulneran el derecho de niñas, niños y 

adolescentes; fortalecer las acciones a favor de 

su atención, defensa y protección, con el fin de 

difundirlos entre las autoridades competentes y 

los sectores público, social y privado para su 

incorporación en los programas respectivos, y 

… 

 

XVI.  

 

… 

 

Transitorios 

 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 

día siguiente al de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

 

Segundo. Los instrumentos normativos que 

derivan de la presente Ley, así como los que 

integran el Sistema Nacional de Información 

Educativa deberán adecuarse al presente decreto. 

 

 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a 

28 de febrero de 2019 

 

Diputado David Bautista Rivera. 

 

 

 
 

 

DEL DIP. MIGUEL ÁNGEL JÁUREGUI MONTES 

DE OCA CON PROYECTO DE DECRETO QUE 

REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES 

DE LA LEY GENERAL DE EDUCACIÓN 

 

El suscrito, Miguel Ángel Jáuregui Montes de 

Oca, diputado federal integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena a la LXIV Legislatura 

de la Cámara de Diputados del Honorable 

Congreso de la Unión, con fundamento en lo 

dispuesto el artículo 71 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos y en 

los artículos 77 y 78 del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, somete a la consideración 

de esta asamblea la siguiente iniciativa con 

proyecto de Decreto por el que se reforman y 

adicionan diversas disposiciones de la Ley 
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General de Educación, de acuerdo con la 

siguiente: 

 

Exposición de motivos 

 

En la actualidad, ser demócrata es lo 

políticamente correcto, lo socialmente aceptado y 

hasta un distintivo de honor político que se toma 

como bandera de lucha política. Creemos en la 

democracia, en sus valores, en sus instituciones, 

en los derechos humanos y en todo aquello que 

tiene que ver con dicho concepto. ¿Pero 

realmente los mexicanos sabemos lo que es y lo 

que implica la democracia? ¿Actuamos como 

demócratas? ¿Entendemos a cabalidad lo que es 

la democracia? ¿Estamos impregnados de los 

valores de la democracia o sólo son un slogan 

más de la televisión? 

 

Alexis de Tocqueville, en su libro La 

Democracia en América, resaltó que los 

estadounidenses hacían de la democracia una 

forma de vida. Y que, como forma de 

organización social, estaba presente en sus 

instituciones, en sus costumbres y que había 

permeado hasta lo más hondo de las prácticas 

privadas de los ciudadanos. Ellos se dieron 

cuenta que, sin conciencia ni sentido de 

pertenencia a una comunidad política, la 

democracia no es posible. Entendieron que la 

democracia se sustenta en la responsabilidad que 

tienen los ciudadanos de su gobierno y de las 

decisiones que éste llega a tomar, ya que eran 

ellos quienes elegían a quienes formaban al 

gobierno. 

 

Pero esto no es el caso de México. Nuestra 

historia se ha caracterizado por el autoritarismo y 

todos los antivalores que ello conlleva. Hoy en 

día se dice que la sociedad mexicana es una 

sociedad democrática. ¿Pero en qué nos 

fundamentamos para hacer tal afirmación? Si 

bien es cierto que en la actualidad hay cosas que 

han mejorado de forma sustantiva en lo que a la 

forma de elegir representantes se refiere, también 

es cierto que la manera en que entendemos al 

poder y la relación entre gobernantes y 

gobernados es prácticamente la misma, es decir, 

nuestra cultura política sigue siendo la misma en 

amplios sectores de la población. Para entender 

esto es necesario precisar lo que entendemos por 

cultura política: 

 
Los valores, concepciones y actitudes que se 

orientan hacia el ámbito específicamente político, es 

decir, el conjunto de elementos que configuran la 

percepción subjetiva que tiene una población 

respecto del poder, se denomina cultura política. En 

última instancia, el referente central de la cultura 

política es el conjunto de relaciones de dominación 

y de sujeción, esto es, las relaciones de poder y de 

autoridad que son los ejes alrededor de los cuales 

se estructura la vida política. Es el imaginario 

colectivo construido en torno a los asuntos del 

poder, la influencia, la autoridad, y su contraparte, 

la sujeción, el sometimiento, la obediencia y, por 

supuesto, la resistencia y la rebelión. Así, la 

pregunta sobre la cultura política pretende indagar 

como percibe una población el universo de 

relaciones que tienen que ver con el ejercicio del 

mandato y la obediencia, y cómo las asume, qué 

tipo de actitudes y expectativas provoca, y de qué 

manera éstas tienen un impacto sobre el universo 

político1. 

 

Si la percepción que tiene la población respecto 

del poder es la cultura política ¿Qué clase de 

cultura política tenemos en México? ¿Cuál es la 

percepción que tenemos de los políticos, de los 

partidos, de las autoridades y de las instituciones 

en general? En el caso concreto de nuestro 

sistema político, podemos decir que se ha 

caracterizado por un conjunto de símbolos, 

normas, creencias, costumbres, mitos, ritos, 

antivalores, concepciones y actitudes frente a las 

estructuras del poder político y ante las 

autoridades que han encabezado a esas 

estructuras. Sin embargo, ¿cuáles son esas 

características específicas que han caracterizado a 

México en materia de cultura política? 

 

Han existido símbolos de la cultura política en 

México que se convirtieron en casi míticos, como 

lo es toda la parafernalia que ha rodeado al poder 

político; ha habido normas o reglas no escritas 

del sistema político mexicano y del régimen 

                                                 
1 Peschard, Jacqueline. La Cultura Política 

Democrática, Cuadernos de Divulgación de la 

Cultura Democrática, no. 2, IFE, México, 2001. 
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político que han servido para el encubrimiento y 

la complicidad por el uso abusivo del poder para 

enriquecerse al amparo del poder público; ha 

habido creencias sobre el todopoderoso orden 

jerárquico donde el de “arriba”, ya sea el 

presidente, el senador, el diputado, el secretario 

de estado, el gobernador, etc., todo lo puede y 

todo lo soluciona con tan sólo ordenarlo; ha 

habido costumbres tan arraigas y tan difíciles de 

desprender que hoy día muchas se mantienen, 

tales como el nepotismo, el compadrazgo, la 

amistad cómplice por encima de las capacidades 

y la ética pública, el tráfico de influencias y el 

conflicto de intereses no declarado, entre otras; 

ha habido rituales y ceremonias tan 

característicos de la cultura política mexicana 

tales como la excesiva “formalidad” que cae en el 

servilismo de los súbditos ante el Tlatoani, en la 

cortesanía de querer quedar bien siempre con “el 

jefe”. 

 

No debemos olvidar la concepción o la 

evaluación que hacemos de las estructuras 

políticas y de quienes las integran. Cada vez que 

nos preguntan cómo vemos al sistema político 

siempre aparecen conceptos como deshonestidad, 

corrupción, simulación, falta de credibilidad, 

mentira constante, desconfianza, abuso de poder, 

clientelismo, corporativismo, nula 

representatividad y un sinfín de epítetos 

negativos que es la forma en que las personas ven 

al sistema en su conjunto. De lo anterior se 

desprenden un conjunto de actitudes y 

comportamientos de las personas frente a las 

estructuras del sistema político que refleja una 

total falta de respeto hacia las instituciones y 

hacia la autoridad en general. 

 

En este sentido, debemos tomar en cuenta que la 

desconfianza en las instituciones no es culpa de la 

democracia por sí misma, sino del manejo 

ineficiente y corrupto que han hecho algunas 

personas que están dentro de las instituciones. 

Lamentablemente, el mal manejo de nuestras 

instituciones hace que la población perciba a la 

democracia como un sistema de gobierno que en 

ocasiones es injusto y que no resuelve las 

demandas más apremiantes de la gente. 

La corrupción y la impunidad se han vuelto parte 

integrante de la cultura política de los mexicanos. 

Y a consecuencia de esto, tal parece que la 

población confía cada vez menos en las 

instituciones. 

 

Para combatir las prácticas políticas 

anteriormente expuestas y la forma en que 

percibimos al sistema y al régimen político en su 

conjunto, es necesario que construyamos 

ciudadanía en su más amplio sentido. Es claro 

que la ciudadanía se construye a través de 

instituciones, pero sobre todo de la práctica diaria 

de ciertos valores que tienen que ver con la 

democracia.  

 

La democracia en la actualidad es ante todo un 

método, una forma de organización, un conjunto 

de procedimientos para formar gobiernos y para 

autorizar determinadas políticas. Pero este 

método presupone un conjunto de valores éticos 

y políticos que lo hacen deseable y justificable a 

sus alternativas históricas, como han sido el 

autoritarismo o la dictadura. Pero más allá de una 

democracia procedimental, debemos construir 

una democracia sustancial, de valores y de 

prácticas cotidianas en nuestras formas de 

organización social. Y para construir dicha 

democracia, requerimos mecanismos 

institucionales para fomentar, difundir y 

transmitir cultura política democrática. 

Invariablemente es la educación el mejor 

vehículo de transmisión de los valores 

democráticos, la educación es el motor más 

importante de desarrollo de las capacidades y de 

la potencialidad de los seres humanos. Sin duda, 

para que una sociedad se convierta en una 

estructura política, social, cultural, económica y 

de cualquier otra índole, requiere 

indispensablemente de altos índices de educación 

en sus distintos niveles, ya que estos tienen como 

objetivo promover la ética, los valores de la vida 

personal y la vida en comunidad. En el caso del 

nivel primaria establece que las niñas y niños: 

 
Se formen éticamente mediante el conocimiento de 

sus derechos y deberes, y la práctica de valores en 
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su vida personal, en sus relaciones con los demás y 

como integrantes de la comunidad nacional2. 

 

Para el caso del nivel secundaria, se establece que 

se debe: 
Profundizar y sistematizar la formación de los 

estudiantes en Historia, Geografía y Civismo, con el 

objetivo de que adquieran elementos para entender 

los procesos de desarrollo de las culturas humanas; 

desarrollar en los educandos una visión general del 

mundo contemporáneo y de la interdependencia 

creciente entre sus partes; inducir su participación 

en relaciones sociales regidas por los valores de la 

legalidad, el respeto a los derechos, la 

responsabilidad personal y el aprecio y defensa de 

la soberanía nacional3. 

 

Siguiendo con lo que establece el propio Sistema 

Educativo Nacional, estamos convencidos que, 

para alcanzar dichos objetivos se requiere del 

aparato institucional y legal que representa la 

Secretaría de Educación Pública, para que sea a 

través de ella, de sus planes y programas de 

estudio, se dé fomento y difusión de la cultura 

política democrática, de la construcción de 

ciudadanía y de la participación ciudadana. 

 

Único. - Decreto por el que se reforman diversos 

artículos de la Ley General de Educación para 

quedar como sigue:  

 

Único. - Se reforma la fracción V del artículo 7; 

se reforma la fracción I del artículo 8 para quedar 

como sigue: 

 

Artículo 7… 

 

I al IV… 

 

V. - Infundir y promover el conocimiento y la 

práctica constante de la democracia, a través de 

programas diseñados con base en cursos, talleres, 

seminarios, conferencias, coloquios, actividades 

lúdicas o cualquier otro método adecuado para el 

                                                 
2 
https://www.sep.gob.mx/work/models/sep1/Resource

/1447/1/images/sistemaedumex09_01.pdf 
3 

https://www.sep.gob.mx/work/models/sep1/Resource

/1447/1/images/sistemaedumex09_01.pdf 

cumplimiento de dicho fin, como la forma de 

gobierno y organización social y política que 

permite a todos participar de forma igualitaria en 

la toma de decisiones de los asuntos públicos. 

Dicha labor se llevará a cabo a través de los 

distintos niveles del Sistema Educativo Nacional, 

en coordinación con los órdenes de gobierno 

federal, local y municipal, desde el ámbito de las 

competencias de cada uno de ellos. 

 

VI al XVI… 

 

Artículo 8… 

 

I. Será democrático, entendiéndose por 

democracia no solamente una estructura jurídica 

y un régimen político, sino como un sistema de 

vida fundado en el constante mejoramiento 

económico, social y cultural del pueblo; aunado a 

ello y para hacer que la democracia sea 

interiorizada y aprendida como sistema de vida, 

se precisa que el constante mejoramiento 

económico, social y cultural del pueblo, requiere 

de un proceso constante de construcción de 

ciudadanía por parte del Estado y todos aquellos 

entes públicos que forman parte de él, 

especialmente del Sistema Educativo Nacional, 

que incorporará en sus planes y programas de 

estudios, materias relacionadas con la enseñanza, 

difusión y promoción de la cultura política 

democrática y de los distintos tipos de 

ciudadanía, así como de valores cívicos y sociales 

que promuevan la paz, el respeto, la sana 

convivencia entre las personas, la negociación 

como forma de solución de conflictos y el 

cuidado del medio ambiente.    

 

II al IV… 

Transitorio 

 

Primero. - El presente Decreto entra en vigor al 

día siguiente de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro a 28 de febrero 

de 2019 

 

Dip. Miguel Ángel Jáuregui Montes de Oca 



Enlace Parlamentario 19  

 

Jueves 28 de febrero de 2019 

DE LA DIP. CLAUDIA PÉREZ RODRÍGUEZ CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

MODIFICA EL ARTÍCULO 4, FRACCIÓN III DE LA 

LEY DE FOMENTO PARA LA LECTURA Y EL 

LIBRO 

 

La proponente, Claudia Pérez Rodríguez, 

diputada a la LXlV Legislatura de la Honorable 

Cámara de Diputados, integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena, con fundamento en lo 

dispuesto en el artículo 71, fracción ll, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y los artículos 6, numeral l, fracción l; 

77 y 78, numeral 3, del Reglamento de la Cámara 

de Diputados, somete a consideración de esta 

soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de 

decreto por el que se modifica el artículo 4, 

fracción III de la  Ley de Fomento para la Lectura 

y el Libro, al tenor de la siguiente: 

 

Exposición de Motivos 

Actualmente el uso de las Tecnologías de la 

Información y la Comunicación (TIC) ha 

transformado nuestras vidas de una forma radical, 

cambiando la manera en la que realizamos 

muchas de nuestras actividades cotidianas. Uno 

de los aspectos en los que más ha impactado, es 

la dinámica en la que obtenemos información, a 

tal grado que muchas investigaciones catalogan 

esta época como la “era digital”. 

 

Durante siglos, el acercamiento limitado a los 

libros, ha implicado una barrera para la 

alfabetización, causando así, enormes brechas de 

quien tiene la posibilidad de obtener un mayor 

grado académico a razón de su capacidad 

económica sobre los menos favorecidos en este 

aspecto.  

 

En este sentido, uno de los campos más 

importantes donde se ve el efecto de la evolución 

de las tecnologías es en la literatura, donde el 

acceso a textos es más sencillo que nunca antes, 

particularmente en lo relativo a libros. Ahora, 

nuevas plataformas hacen posible obtenerlos de 

manera simple, rápida y económica, con ayuda de 

dispositivos móviles, que hoy en día están al 

alcance de gran parte de la población, a tal grado, 

que año tras año incrementan los usuarios con 

acceso a internet y smartphones en nuestro país. 

Tan sólo entre el 2016 y 2017, el número de 

usuarios de celulares inteligentes, paso de 60.6 

millones de personas a 64.7 millones, lo que 

implica un incremento con proyecciones de 

crecimiento a futuro, donde en pocos años se 

espera que la cobertura sea prácticamente 

universal, con cifras proporcionados por INEGI1.  

 

Por otro lado, de acuerdo con datos de la 

UNICEF, las personas en comunidades pobres no 

cuentan con suficiente material de lectura 

actualizado, ni espacios designados para que se 

lleven a cabo actividades que fomenten dicha 

actividad. 

 

Con relación en este aspecto, la misma 

investigación señala que la clase media tiene en 

promedio una cifra de 13 libros por cada niño, 

mientras que los niños en situación de pobreza la 

proporción cambia radicalmente, teniendo 1 libro 

por cada 300 niños. Demostrando así, la 

desigualdad de oportunidades y la exclusión 

social que no hemos podido revertir usando los 

métodos tradicionales ni los establecidos en el 

ámbito académico convencional.  

 

Esta problemática podría empezar a resolverse 

con la implementación de diversas herramientas 

digitales que nos permitan aumentar la 

distribución de contenidos de una manera más 

rápida, económica y que responde a necesidades 

de tiempos modernos, donde las nuevas 

generaciones se encuentran más familiarizadas 

con el mundo virtual y su uso en múltiples 

aspectos de la vida, ya que es utilizado desde 

fines de entretenimiento, educativos, laborales y 

prácticamente se han vuelto instrumentos 

indispensables para realizar muchas actividades 

cotidianas.  

 

                                                 
1 http://www.ift.org.mx/comunicacion-y-

medios/comunicados-ift/es/en-mexico-713-millones-

de-usuarios-de-internet-y-174-millones-de-hogares-

con-conexion-este-servicio 
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Además, estas acciones nos permitirán alcanzar 

nuestras metas y objetivos a largo plazo como 

nación, entre las que se encuentran los temas de 

inclusión y equidad contenidos en la agenda 2030 

de la ONU2, siendo los recursos tecnológicos uno 

de los más prácticos a implementar para 

conseguir estos fines, ya que la coyuntura entre 

políticas de gobierno, reducción de costos en 

servicios de telefonía y dispositivos, junto con la 

demanda y aceptación de estos aparatos por parte 

de la población, representan una oportunidad 

única para la utilización de plataformas que 

revolucionen la manera de combinar esfuerzos 

para construir una sociedad más empoderada, 

justa y con educación para todos.  

 

En este sentido, las TIC son instrumentos 

poderosos que permiten a los niños desarrollar 

habilidades en el mundo digital, que más tarde 

servirán en su desarrollo adulto y les permitirán 

encontrar mejores trabajos y ser más 

competitivos, además de garantizar el ejercicio de 

los derechos de la infancia en materia de 

comunicación, como los contenidos en el artículo 

13 y 17 de la Convención sobre los Derechos del 

Niño3, en lo concerniente al acceso a la 

información de diferentes fuentes, incluyendo el 

internet, e incluso el artículo 12, que hace 

mención a la libertad de expresión y la habilidad 

de crear sus propias opiniones.  

 

En esta dirección, podemos observar la 

importancia de crear una legislación de avanzada 

que permita la introducción de las TIC dentro de 

nuestro esquema educativo y cultural, al resultar 

innegable el impacto positivo que esto puede 

traer en el desarrollo de las nuevas generaciones e 

incluso, en el presente, ya que su implementación 

es prácticamente inmediata y con accesibilidad 

instantánea.  

 

México no debe ser renuente a realizar apuestas 

por los avances tecnológicos que han estado 

                                                 
2 http://www.onu.org.mx/agenda-2030/ 
3 3 

https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages

/crc.aspx 

transformando al mundo de una manera muy 

rápida, donde otros países han aprovechado estos 

elementos para potencializar el efecto que traen 

en su crecimiento.  

 

En el caso de Chile, la Dirección de Bibliotecas, 

Archivos y Museos ya en el 2015 había 

desarrollo una aplicación para disponer de ocho  

mil títulos de forma gratuita en consideración a la 

creciente demanda de usuarios digitales, con la 

finalidad de acercar la lectura a todos los 

chilenos, dentro y fuera de sus fronteras, 

realizando esfuerzos anuales para aumentar el 

volumen de títulos disponibles en la plataforma 

que desarrollaron en el sitio www.bpdigital.cl, 

pasando de 3,500 títulos en un principio a más 

del doble para esa fecha.  

 

En nuestro país, uno de los avances más 

significativos en materia legislativa, ha sido la 

creación de la Ley de Fomento a la Lectura y el 

Libro, publicada el 24 de julio de 2008, sin 

embargo, es necesario realizar actualizaciones en 

el marco normativo, en consideración a que tiene 

más de diez años su publicación y figuras 

relacionadas con los avances tecnológicos, no 

han sido contempladas.  

 

Pero hay que considerar que el marco jurídico no 

resulta suficiente para materializar los resultados 

que pretendemos alcanzar con este tipo de 

normas, que, si bien abonan a la construcción de 

herramientas que fomenten la lectura entre la 

población, requieren de políticas focalizadas e 

instituciones que velen por el cumplimiento de lo 

que dispone la normatividad. 

 

Dicho lo anterior, es posible afirmar que México, 

no cuenta con dependencias sólidas que estén 

realizando acciones específicas para impulsar el 

uso de libros virtuales. Una de las principales 

instituciones que busca implementar la lectura a 

través de documentos electrónicos digitales, es la 

Cámara Nacional de la Industria Editorial 

Mexicana, a partir de los procesos de promoción 

de lecturas y escrituras, entre otros temas. 
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Sin embargo, necesitamos apoyar, impulsando y 

unificando esfuerzos de los proyectos que ya 

tenemos en marcha y combinarlos con las ideas y 

soluciones que aportan en esta temática, tanto de 

iniciativa privada como del sector gubernamental. 

Por citar algunos ejemplos, podemos mencionar 

la Biblioteca Virtual de México que se creó como 

una plataforma que daba respuesta a las 

necesidades de los nuevos usuarios que en ese 

entonces requerían materiales en formato digital, 

pero ahora, resulta insuficiente ante el incremento 

de la penetración de estas herramientas virtuales 

y la masificación en el acceso a estas tecnologías.  

 

Debemos considerar, además, que la producción 

y venta de libros físicos en 2017 vislumbró una 

reducción en las ventas, equivalente al 2.2% 

respecto al año anterior, aunado a que desde 2013 

comenzó un declive significante, traducido en 

más de 11 millones de libros que se dejaron de 

comercializar, de acuerdo con datos de Cámara 

Nacional de la Industria Editorial Mexicana. 

 

Por lo contrario, la misma organización señala 

que la venta de formatos digitales continúa 

creciendo y para el mismo año, se registró un 

considerable aumento del 21% en el negocio de 

los libros electrónicos4. 

 

Habría que enfatizar en que los nuevos lectores 

están adecuados a las plataformas digitales, tanto 

para comunicarse, socializar y, por supuesto, 

realizar actividades académicas y laborales, 

donde la practicidad y la adquisición de formatos 

de manera instantánea son fundamentales. Ante 

el presente panorama es que se requiere de una 

nueva concepción de los canales de lectura y 

espacios diseñados para tal propósito, puesto que 

los recintos que típicamente han sido destinados 

para dicho fin, están cediendo terreno a las 

nuevas tecnologías. 

 

                                                 
4 

https://www.eleconomista.com.mx/arteseideas/Cae-

produccion-y-venta-de-libros-en-Mexico--

20181127-0094.html 

Por lo cual es necesario crear espacios digitales 

de lectura, donde los ciudadanos obtengan de 

manera inmediata y a bajo costo (incluso de 

manera gratuita), los libros que les sean 

necesarios para llevar a cabo sus actividades 

laborales, académicas e incluso de recreación, 

fomentando así que la cultura llegue a todo el 

territorio nacional y, por consiguiente, a gran 

parte de la población mexicana, aunado a que se 

va a contribuir con la actualización y 

profesionalización del personal bibliotecario de 

nuestro país.  

 

Al momento de dotar con acervos digitales a la 

red de bibliotecas, se reducirá la brecha 

socioeconómica de las personas que aún no 

tienen acceso a estos materiales. 

 

Otro punto importante es la conectividad que se 

puede establecer entre las distintas instituciones 

encargadas de fomentar la lectura, ya que, al estar 

los formatos disponibles en cualquier momento y 

lugar, bastará con una solicitud para que el libro 

que sea requerido llegue a su destinatario final, 

dejando en el olvido las largas jornadas de espera 

que representa el intentar adquirir los ejemplares 

que no se encuentren disponibles en ese instante. 

 

Esta problemática ya había sido visibilizada por 

diversas organizaciones  como el Colegio 

Nacional de Bibliotecarios, la Asociación 

Mexicana de Bibliotecarios y el Consejo 

Nacional para Asuntos Bibliotecarios de las 

Instituciones de Educación Superior, mismas que 

turnaron un posicionamiento conjunto al titular 

del Poder Ejecutivo,  la Cámara de Diputados y 

otras instituciones de gobierno, donde se subraya 

la necesidad de trabajar en los ordenamientos que 

actualmente rigen a las bibliotecas del país, con 

la firme intención de que dichos establecimientos 

cumplan con su función social, cultural y 

educativa, respaldadas en una legislación 

eficiente en la materia.5 

 

                                                 
5 http://www.cnb.org.mx/index.php/noticias/86-

pronunciamientoconjunto 

https://www.eleconomista.com.mx/arteseideas/Cae-produccion-y-venta-de-libros-en-Mexico--20181127-0094.html
https://www.eleconomista.com.mx/arteseideas/Cae-produccion-y-venta-de-libros-en-Mexico--20181127-0094.html
https://www.eleconomista.com.mx/arteseideas/Cae-produccion-y-venta-de-libros-en-Mexico--20181127-0094.html
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Es por lo anterior y en respuesta a una justa 

demanda por parte de organizaciones 

especializadas en el ramo bibliotecario, que 

resulta necesario legislar para beneficio de los 

mexicanos, con miras a fomentar la lectura en 

formatos accesibles a la mayoría de la población, 

de manera inmediata y ágil, integrando también 

una amplia gama de títulos que, de otra forma, 

sería sumamente complicado poner a disposición 

de los lectores. 

 

En este contexto, esta iniciativa también 

contribuirá con la Estrategia Nacional de Lectura6 

que está impulsando el gobierno de México, la 

cual contempla diversas actividades que buscan 

fomentar el hábito de la lectura, abonando en el 

apartado de construcción de bibliotecas y nuevos 

espacios destinados a estas acciones, sin el costo 

que implicaría, por lo tanto es una excelente 

opción para llegar a estas metas.  

 

En este aspecto, se propone hacer la siguiente 

modificación al artículo 4° fracción III, de la Ley 

de Fomento para la Lectura y el Libro, para 

quedar como sigue: 

 
LEY DE FOMENTO 

PARA LA LECTURA 

 Y EL LIBRO 

LEY DE FOMENTO 

PARA LA LECTURA 

Y EL LIBRO 

(PROPUESTA DE 

MODIFICACIÓN) 
 

Artículo 4.- La presente 

Ley tiene por objeto: 

 

I a II… 

 

III. Fomentar y apoyar el 

establecimiento y 

desarrollo de librerías, 

bibliotecas y otros 

espacios públicos y 

privados para la lectura y 

difusión del libro; 

 

 

IV a VIII… 

Artículo 4.- La presente 

Ley tiene por objeto: 

 

I a II… 

 

III. Fomentar y apoyar el 

establecimiento y 

desarrollo de librerías, 

plataformas digitales, 
bibliotecas y otros 

espacios públicos y 

privados para la lectura y 

difusión del libro; 

 

IV a VIII… 

 

                                                 
6 

https://lopezobrador.org.mx/2019/01/27/presidente-

amlo-presenta-estrategia-nacional-de-lectura/ 

Por lo tanto, esta iniciativa, es una solución 

efectiva y precisa a los tiempos modernos que 

demandan el uso de nuevas tecnologías en los 

mecanismos educativos y los medios a través de 

los cuales obtenemos información. Por lo tanto, 

someto a consideración de esta asamblea el 

presente: 

Decreto 

 

Por el que se modifica el artículo 4, fracción III, 

de la Ley de Fomento para la Lectura y el Libro, 

para quedar como sigue: 

 

Artículo 4.- La presente Ley tiene por objeto: 

 

I al II… 

 

III. Fomentar y apoyar el establecimiento y 

desarrollo de librerías, plataformas digitales, 

bibliotecas y otros espacios públicos y privados 

para la lectura y difusión del libro; 

 

IV al VIII… 

 

Transitorio 

 

Único. - El presente decreto entrará en vigor a los 

sesenta días de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a 

28 de febrero de 2019 

 

Dip. Claudia Pérez Rodríguez 
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DE LA DIP. LUCÍA FLORES OLIVO CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

ADICIONA UN SEGUNDO PÁRRAFO A LA 

FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 368 DEL CÓDIGO 

PENAL FEDERAL 

 

La que suscribe, diputada federal Lucía Flores 

Olivo integrante del Grupo Parlamentario de 

Morena en la LXIV Legislatura de la Cámara de 

Diputados del Honorable Congreso de la Unión, 

con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, 

fracción II, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, así como en lo 

establecido en los artículos 6, numeral 1, fracción 

I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, someto a consideración de esta 

Honorable Asamblea, la presente iniciativa con 

proyecto de decreto por el que se adiciona un 

segundo párrafo a la fracción II del artículo 368 

del Código Penal Federal. 

 

Exposición de motivos 

 

La Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos en su artículo 25 establece que 

corresponde al Estado la rectoría del desarrollo 

nacional para garantizar que este sea integral y 

sustentable, que fortalezca la soberanía de la 

nación; establece que el Estado velará por la 

estabilidad de las finanzas públicas; el sector 

público tendrá a su cargo, de manera exclusiva, 

las áreas estratégicas que señale el artículo 28 del 

ordenamiento en cita, manteniendo siempre el 

gobierno federal la propiedad y el control sobre 

los organismos y empresas productivas del 

estado, como lo es la Comisión Federal de 

Electricidad. 

 

Igualmente, el artículo 28, párrafo cuarto, de 

nuestra Carta Magna, considera áreas estratégicas 

entre otros, al Sistema Eléctrico Nacional, así 

como el Servicio Público de Transmisión y 

Distribución de Energía Eléctrica; con base en 

nuestra propia Constitución obliga al Estado a 

velar por los intereses de los ciudadanos y sobre 

todo del patrimonio de la nación.  

 

Actualmente, el robo de energía eléctrica ha 

proliferado a lo largo del país, afectando las 

finanzas públicas. Las conexiones irregulares 

mejor conocidas como “diablitos” se han 

extendido en parte por autoridades y contratistas 

que aportan conocimiento técnico para la 

instalación ilegal de estos suministros eléctricos. 

 

De acuerdo al Programa de Desarrollo del 

Sistema Eléctrico Nacional (PRODESEN) 2018 – 

2032, durante el 2017 las pérdidas no técnicas, es 

decir, las causadas en gran medida el por robo de 

luz, pero también por errores de facturación y 

medición; le costaron a la Comisión Federal de 

Electricidad (CFE) aproximadamente 30 mil 325 

millones de pesos, equivalentes al 8% de la 

energía eléctrica distribuida a nivel nacional. 

Mientras que el total de pérdidas, entre técnicas y 

no técnicas, fue del 14%. 

 

Evolución de las pérdidas de energía 

2013-20171 

(Porcentaje) 

 

                                                 
1 

http://base.energia.gob.mx/prodesen/PRODESEN20

18/PRODESEN18.pdf (Consultado el 07de febrero 

de 2019) 

http://base.energia.gob.mx/prodesen/PRODESEN2018/PRODESEN18.pdf
http://base.energia.gob.mx/prodesen/PRODESEN2018/PRODESEN18.pdf
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Para dimensionar el daño al presupuesto público, 

los más de 30 mil millones de pesos perdidos en 

el 2017 por cuestiones “no técnicas”; son 

equiparables a lo aprobado en el último paquete 

económico para diversos proyectos de 

infraestructura ferroviaria, carreteras y 

aeroportuarias, los cuales potenciarán la 

conectividad interna y con el exterior del país.   

 

Por otra parte, es indudable que la industria 

eléctrica es un sector estratégico para el 

desarrollo de cualquier nación. Ya que las 

sociedades modernas no pueden concebir su vida 

diaria sin acceso a la electricidad.  

 

Esta industria impacta directamente en diversos 

ámbitos, por ejemplo: gracias a ella se puede 

aumentar la productividad y el empleo; se pueden 

mejorar las condiciones de vida a través de la 

salud, la comunicación y la educación; incide 

directamente en el turismo, la minería y en 

prácticamente en todos los rubros económicos 

detonantes del desarrollo.  

 

De acuerdo con un estudio del Banco 

Interamericano de Desarrollo (BID), la pérdida 

de energía eléctrica en América Latina y el 

Caribe, en promedio es del 17%, por encima de 

otras regiones del mundo, como Europa, Asía, 

Oceanía y Medio Oriente. Analizando las cifras 

con mayor detalle, dentro de Latinoamérica, 

México presenta pérdidas eléctricas por encima 

de Brasil, Argentina, Bolivia, Guatemala y Chile, 

por mencionar algunos países.  

 

Si bien es cierto que, de acuerdo con cifras 

oficiales, la tendencia en los últimos años ha sido 

a la baja respecto a la pérdida de energía por 

cuestiones técnicas y no técnicas, aún es una 

problemática que no solo altera las finanzas de 

esta empresa productiva del Estado, sino incide 

en la economía nacional.   

 

De acuerdo con información de la CFE, la zona 

sur del Valle de México, concentra el mayor 

porcentaje de pérdidas (16%), seguidas de la zona 

norte (14.8%) y centro (10.2%) del mismo Valle 

de México; asimismo la Región Sureste, Golfo 

Norte y Centro Sur del país presentan 

considerables pérdidas por robo de luz. 

 

En su conjunto, el Valle de México representa el 

41% de las pérdidas nacionales por uso ilícito de 

la energía eléctrica, a través de la multiplicación 

de “diablitos” y “errores” de medición tanto en 

fraccionamientos residenciales como colonias 

populares.  

 

Es innegable que el robo de luz se ha extendido 

gracias a la corrupción y la omisión que ha 

imperado en la misma Comisión Federal de 

Electricidad, con servidores públicos, contratistas 

o permisionarios que han utilizado su 

conocimiento técnico y estratégico para buscar un 

beneficio económico personal a costa del erario 

público; incumpliendo su responsabilidad laboral 

y violando su ética profesional.  

 

En este sentido, de acuerdo con Latinobarómetro 

en su edición 20182, los mexicanos perciben que 

la corrupción es el segundo problema más grave 

del país, sólo por debajo de la delincuencia. De 

igual forma,  el Instituto Mexicano para la 

Competitividad, a través del estudio “México: 

Anatomía de la corrupción”3 encuentra que la 

percepción de la corrupción en las instituciones 

es extremadamente alta y que los servidores 

públicos son considerados muy corruptos, por la 

mayoría de los mexicanos.   

 

No se desconoce que la Ley de la Industria 

Eléctrica establece en su Título Quinto, Capítulo 

I, la facultad para que la Secretaría de Energía y 

la Comisión Reguladora de Energía (CRE) 

prevenga, investigue, identifique, denuncie y en 

su caso sancione a los servidores públicos, 

contratistas, permisionarios y a toda persona que 

participe en el sector energético nacional, cuando 

                                                 
2 

www.latinobarometro.org/latdocs/INFORME_2018

_LATINOBAROMETRO.pdf (Consultado el 07 de 

febrero de 2019) 
3 https://imco.org.mx/wp-

content/uploads/2015/05/2015_Libro_completo_An

atomia_corrupcion.pdf (Consultado el 07 de febrero 

de 2019) 

http://www.latinobarometro.org/latdocs/INFORME_2018_LATINOBAROMETRO.pdf
http://www.latinobarometro.org/latdocs/INFORME_2018_LATINOBAROMETRO.pdf
https://imco.org.mx/wp-content/uploads/2015/05/2015_Libro_completo_Anatomia_corrupcion.pdf
https://imco.org.mx/wp-content/uploads/2015/05/2015_Libro_completo_Anatomia_corrupcion.pdf
https://imco.org.mx/wp-content/uploads/2015/05/2015_Libro_completo_Anatomia_corrupcion.pdf
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realicen actos u omisiones contrarios a la ley para 

obtener un beneficio personal.  

 

Aun cuando la Ley de la Industria Eléctrica 

faculta a la Secretaría de Energía y a la CRE a 

sancionar a los servidores públicos, dichas 

sanciones solo son de carácter administrativas y 

pecuniarias, conforme a lo establecido por el 

capítulo relativo a las sanciones de la legislación 

en comento. 

 

Así bien, el artículo 169 de la Ley de la Industria 

Eléctrica, faculta a estas instituciones a denunciar 

al funcionario, para que sea sancionado conforme 

a la legislación penal vigente, pero en el Código 

Penal Federal no se encuentra tipificado cuando 

las propias autoridades, o personal que labora en 

ellas, permitan el uso indebido de la energía 

eléctrica.  

 

Por lo anteriormente expuesto, el objeto de la 

presente iniciativa es tipificar en el Código Penal 

Federal que todo servidor público, contratista, 

permisionario o persona que participe en el sector 

eléctrico y que atente contra el interés nacional, 

sea sancionado con prisión y una multa 

económica de consideración; con lo cual se podrá 

combatir con mayor eficacia el robo en este 

sector estratégico nacional, así como beneficiar a 

las finanzas públicas del país.  

 

Por lo que se pretende adicionar un segundo 

párrafo a la fracción II del artículo 368 del 

Código Penal Federal. 

 

Para un mejor entendimiento de los cambios 

propuestos, se realiza la siguiente tabla 

comparativa:  

 
Código Penal Federal 

Texto vigente Propuesta de 

modificación 
Artículo 368.- Se equiparán 

al robo y se castigarán 

como tal: 

 

I.- El apoderamiento o 

destrucción dolosa de una 

cosa propia mueble, si ésta 

se halla por cualquier título 

Artículo 368.- Se equiparán 

al robo y se castigarán 

como tal: 

 

I.- El apoderamiento o 

destrucción dolosa de una 

cosa propia mueble, si ésta 

se halla por cualquier título 

legítimo en poder de otra 

persona y no medie 

consentimiento; y 

 

II.- El uso o 

aprovechamiento de 

energía eléctrica, 

magnética, 

electromagnética, de 

cualquier fluido, o de 

cualquier medio de 

transmisión, sin derecho y 

sin consentimiento de la 

persona que legalmente 

pueda disponer de los 

mismos. 

 

legítimo en poder de otra 

persona y no medie 

consentimiento; y 

 

II.- El uso o 

aprovechamiento de 

energía eléctrica, 

magnética, 

electromagnética, de 

cualquier fluido, o de 

cualquier medio de 

transmisión, sin derecho y 

sin consentimiento de la 

persona que legalmente 

pueda disponer de los 

mismos. 

 

Cuando el sujeto activo sea 

un servidor público, 

contratista, permisionario, 

o persona involucrada con 

el sector de la industria 

eléctrica y que obtenga un 

beneficio económico 

personal por permitir el 

uso ilegal de energía 

eléctrica, se le impondrá 

sanción de hasta una 

mitad de la pena privativa 

de la libertad prevista para 

el tipo de robo simple. En 

cuanto a la multa, esta 

podrá ser determinada a 

criterio del juzgador, 

teniendo como límite la 

cantidad indebidamente 

obtenida. 

 

 

 

Por lo anteriormente expuesto, con fundamento 

en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como en lo establecido en los 

artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a 

consideración de esta Honorable Asamblea el 

siguiente proyecto de: 

 

Decreto 

 

Por el que se reforma el artículo 368 del Código 

Penal Federal. 
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Artículo único. - Se adiciona un segundo párrafo 

a la fracción II del artículo 368 del Código Penal 

Federal, para quedar como sigue: 

 

Artículo 368.- Se equiparán al robo y se 

castigarán como tal: 

 

I.- (…) 

 

II.- (…) 

 

Cuando el sujeto activo sea un servidor público, 

contratista, permisionario, o persona 

involucrada con el sector de la industria 

eléctrica y que obtenga un beneficio económico 

personal por permitir el uso ilegal de energía 

eléctrica, se le impondrá sanción de hasta una 

mitad de la pena privativa de la libertad prevista 

para el tipo de robo simple. En cuanto a la 

multa, esta podrá ser determinada a criterio del 

juzgador, teniendo como límite la cantidad 

indebidamente obtenida.  

 

Transitorios 

 

Primero. - El presente decreto entrará en vigor al 

día siguiente día de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

 

Segundo. - Los asuntos, procedimientos y juicios 

que se encuentran en trámite al momento de la 

entrada en vigor del presente Decreto, se 

substanciaran conforme a las disposiciones 

legales vigentes en el momento de su inicio y se 

resolverán hasta su total conclusión por la 

instancia que conozca de ellos. 

 

Dado en el palacio legislativo a 28 de febrero de 

2019 

 

Dip. Lucía Flores Olivo 

 

 

 
 

DE LA DIP. BEATRIZ ROJAS MARTÍNEZ CON 

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL 

ARTÍCULO 50 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS CON EL 

PROPÓSITO DE VISIBILIZAR A LAS DIPUTADAS A 

PARTIR DE ESTA LXIV LEGISLATURA DE LA 

PARIDAD DE GÉNERO 

 

La suscrita, Beatriz Rojas Martínez, diputada 

federal integrante del Grupo Parlamentario del 

Morena de la LXIV Legislatura de la Cámara de 

Diputados,  con fundamento en lo dispuesto en 

los artículos 71, fracción II, y 122 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; y de más aplicables de la Ley 

Orgánica del Congreso General de los Estados 

Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta 

a consideración de esta Soberanía la iniciativa 

con proyecto de decreto que reforma el artículo 

50 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos con el propósito de visibilizar 

a las diputadas a partir de esta LXIV Legislatura 

de la Paridad de Género, al tenor de la siguiente: 

 

Exposición de motivos 

 

El Poder Legislativo es el órgano del Estado 

donde el principio democrático y de 

representatividad alcanza una máxima expresión, 

ambas cámaras representan a la ciudadanía con el 

derecho a elegirlas, con respeto a esto; el padrón 

electoral hasta octubre del presente año es de 46 

millones 452 mil mujeres y 43 millones 246 mil 

hombres, lo que se traduce prácticamente en un 

50-50. Sin embargo, la representación de las 

mujeres y de sus intereses en la vida pública a lo 

largo de la historia no ha sido igualitaria. 

 

El trayecto de las mujeres por la obtención de su 

ciudadanía y su incursión a la vida pública, ha 

estado plagado de obstáculos y resistencias, 

haciéndola una lucha histórica.  Después de la 

victoria, la inserción de las mujeres en el ámbito 

público ha estado plagada de obstáculos propios 

de esta cultura patriarcal, la participación de las 

mujeres en los distintos órganos de 

representación popular, cargos en la 
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administración pública de las entidades locales, 

federales y en las principales instancias de toma 

de decisión, aún se encuentra limitada. 

 

No fue hasta 40 años después de la victoria de las 

mujeres al obtener la ciudadanía en 1953 que, en 

la Cámara de Diputados en 1993 se aprobó la 

reforma del Código Federal de Instituciones y 

Procedimientos Electorales para promover que 

partidos postulen a mujeres.  

 

En 1996 tiene lugar otra reforma al mismo 

código, se establece que las candidaturas para 

diputaciones y senadurías no podrían exceder 

70% de un mismo género. En 1999 se crea la 

Comisión de Equidad y Género, para incorporar 

en políticas y en todos los niveles la perspectiva 

de género.  

 

En 2002, con la reforma al nuevamente al Código 

Federal de Instituciones y Procedimientos 

Electorales, se obliga a partidos a inscribir por lo 

menos el 30% de candidaturas de mujeres en 

calidad de propietarias.  

 

La reforma a la Ley Electoral de 2007 establece 

la cuota de género de al menos 40% y las listas 

plurinominales debían incluir al menos 2 mujeres 

en cada segmento de 5 candidatos.  

 

En 2011 ocho diputadas solicitan licencias 

indefinidas para entregar sus cargos a sus 

esposos, hermanos, parientes y padrinos políticos. 

La Comisión de Gobernación de la Cámara de 

Diputados aprobó una reforma para evitar que se 

presentaran más casos.  

 

En el 2013 se presenta la iniciativa presidencial 

que fue aprobada por el congreso para obligar a 

los partidos políticos a garantizar que 50% de 

candidaturas locales y federales sean ocupadas 

por mujeres.  

 

Lo que no se nombra, no existe. En la actualidad 

no existe sociedad alguna en el mundo donde 

mujeres y hombres reciban un trato equitativo, 

todas las palabras tienen una lectura de género. 

Así, la lengua no sólo refleja, sino que también 

transmite y refuerza los estereotipos y roles 

considerados adecuados para mujeres y hombres 

en una sociedad. Se sigue usando el masculino 

como lenguaje universal y neutro. Se niega la 

feminización de la lengua y al hacerlo se 

invisibilidad a las mujeres y se rechazan los 

cambios sociales y culturales que están 

ocurriendo en la sociedad. El proceso de 

socialización de género se desarrolla a lo largo de 

toda la vida y es transmitido a través de los 

distintos agentes de socialización que son: la 

familia, escuela, medios de comunicación y el 

lenguaje. 

 

De la misma manera, para muchas personas lo 

que aparece en la televisión es “totalmente 

cierto” e incuestionable, sucede así con lo que se 

comunica desde las instancias del Estado, resulta 

ser una gran mayoría inapelable. De forma que, si 

los poderes del gobierno utilizan el “masculino” 

como universal, dando por entendido que están 

incluidas las mujeres, se está en realidad 

haciendo una exclusión que ha tenido como 

consecuencia que sean los hombres los perpetuos 

interlocutores con los poderes públicos y los que 

han manejado la dirección y los intereses de todas 

y todos.  

 

Si ya de entrada el liderazgo político y social ha 

estado por siglos en manos de los hombres, al 

convocar las instancias públicas y de gobierno en 

sus documentos a “los adultos”, “los 

funcionarios” etc., se sigue falseando, mediante 

un uso incorrecto del lenguaje, la realidad social. 

Con ello se fomentan las exclusiones de siempre 

y se reproducen estereotipos que mantienen una 

cultura sexista y convencimientos que mantienen 

falsas creencias y discriminación entre la 

población. 

 

Será difícil alcanzar una igualdad si cuando 

hablamos seguimos reproduciendo los esquemas, 

las formas y los atavismos que históricamente 

han conducido a la marginación, la exclusión y la 

discriminación de las mujeres, a saber, la 

utilización del lenguaje para volverlas invisibles, 

entre otros métodos. 
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El androcentrismo se manifiesta gracias a la 

desigualdad en el orden de las palabras, en el 

contenido semántico de ciertos vocablos o en el 

uso del masculino como genérico para ambos 

sexos. Utilizar el masculino como genérico ha 

borrado la presencia de las mujeres en la historia 

en la vida cotidiana del mundo. 

 

Concluimos pues que, el lenguaje es uno de los 

agentes de socialización de género más 

importantes al conformar nuestro pensamiento y 

transmitir una discriminación por razón de sexo. 

La lengua tiene un valor simbólico enorme, “lo 

que no se nombra no existe”, y durante mucho 

tiempo, al hacer uso de un lenguaje androcéntrico 

y sexista, las mujeres no han existido y han sido 

discriminadas.  

 

Se nos ha enseñado que la única opción es ver el 

mundo con ojos masculinos, pero ésta opción 

oculta los ojos femeninos. No es por tanto 

incorrecto, o una repetición, nombrar en 

masculino y en femenino, esto no supone una 

duplicación del lenguaje puesto que, duplicar es 

hacer una copia igual a otra y este no es el caso, 

es sencillamente un acto de justicia, de derechos 

y de libertad. Es necesario un cambio que 

represente igualitariamente a las mujeres y a los 

hombres. 

 

Todo esto hace patente la necesidad y urgencia de 

fomentar el uso de un lenguaje incluyente para 

ambos sexos en las instituciones públicas y de 

gobierno; evitar la confusión, negación, 

ambigüedad y sobre todo la invisibilización de 

las mujeres que han logrado tras varios 

obstáculos insertarse en la vida pública del país. 

 

Actualmente, la noción de no discriminación está 

indisolublemente ligada a la igualdad, ambos 

preceptos de orden constitucional. 

 

Así, la Constitución Política establece en su 

artículo primero que: 
 “todas las personas gozarán de los derechos 

humanos reconocidos en esta Constitución y en los 

tratados internacionales de los que el Estado 

Mexicano sea parte, así como de las garantías para 

su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse 

ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las 

condiciones que esta Constitución establece”. 

 

Por lo que en el último párrafo del citado artículo 

se estipula: 

 
“Queda prohibida toda discriminación motivada 

por origen étnico o nacional, el género, la edad, las 

discapacidades, la condición social, las condiciones 

de salud, la religión, las opiniones, las preferencias 

sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente 

contra la dignidad humana y tenga por objeto 

anular o menoscabar los derechos y libertades de 

las personas”. 

 

Más aún, se establece a la igualdad de derechos 

como uno de los criterios que ha de regir la 

educación o la impartición de justicia. 

 

En consecuencia, la Ley Federal para Prevenir y 

Eliminar la Discriminación la define como: 

 
“Para los efectos de esta ley se entenderá por 

discriminación toda distinción, exclusión, 

restricción o preferencia que, por acción u omisión, 

con intención o sin ella, no sea objetiva, racional ni 

proporcional y tenga por objeto o resultado 

obstaculizar, restringir, impedir, menoscabar o 

anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los 

derechos humanos y libertades, cuando se base en 

uno o más de los siguientes motivos: el origen 

étnico o nacional, el color de piel, la cultura, el 

sexo, el género, la edad, las discapacidades, la 

condición social, económica, de salud o jurídica, la 

religión, la apariencia física, las características 

genéticas, la situación migratoria, el embarazo, la 

lengua, las opiniones, las preferencias sexuales, la 

identidad o filiación política, el estado civil, la 

situación familiar, las responsabilidades familiares, 

el idioma, los antecedentes penales o cualquier otro 

motivo”. 

 

Asimismo, dispone que al Consejo Nacional le 

corresponda promover el uso no sexista del 

lenguaje e introducir formas de comunicación 

incluyentes en el ámbito público y privado 

(artículo 20). 

 

La misma Ley General de Acceso de las Mujeres 

a una Vida Libre de Violencia fijó como 

principios rectores de la acción del Estado, la 

igualdad jurídica entre la mujer y el hombre, el 

respeto a la dignidad humana de las mujeres, la 
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no discriminación y la libertad de las mujeres 

(artículo 4). 

 

En tanto que en su artículo 5°, se propuso que la 

perspectiva de género tuviese como fines: 

 
1. Eliminar las causas de la opresión de género 

como la desigualdad, la injusticia y la 

jerarquización de las personas basada en el género. 

 

2. Contribuir a construir una sociedad en donde 

las mujeres y los hombres tengan el mismo valor, la 

igualdad de derechos y oportunidades para acceder 

a los recursos económicos y a la representación 

política y social en los ámbitos de toma de 

decisiones 

  

La Convención sobre la Eliminación de Todas las 

Formas de Discriminación contra la Mujer 

(CEDAW) señala en el artículo 1° que:  

 
“A los efectos de la presente Convención, la 

expresión discriminación contra la mujer denotará 

toda distinción, exclusión a restricción basada en el 

sexo que tenga por objeto o por resultado 

menoscabar o anular el reconocimiento, goce o 

ejercicio por la mujer, independientemente de su 

estado civil, sobre la base de la igualdad del 

hombre y la mujer, de los derechos humanos y las 

libertades fundamentales en las esferas política, 

económica, social, cultural y civil o en cualquier 

otra esfera”. 
 

Por tanto, se aduce, “requiere que la mujer tenga 

las mismas oportunidades y disponga de un 

entorno que le permita conseguir la igualdad de 

resultados. No es suficiente garantizar a la mujer 

un trato idéntico al del hombre (…) El logro del 

objetivo de la igualdad sustantiva también exige 

una estrategia eficaz encaminada a corregir la 

representación insuficiente de la mujer y una 

redistribución de los recursos y el poder entre el 

hombre y la mujer”. 

 

Dicha convención, ratificada por México, obliga 

al Estado a identificar las limitantes que 

enfrentan las mujeres para el ejercicio de sus 

derechos en igualdad de oportunidades. Entre 

dichas restricciones se encuentra la 

discriminación en todas sus variantes. 

En su momento, la Décima Conferencia Regional 

sobre la Mujer de América Latina y el Caribe 

(Consenso de Quito; 2007, CEPAL), mostró en 

sus resolutivos las preocupaciones de los 

gobiernos de los países participantes, siendo una 

de ellas lo relativo al lenguaje incluyente: 

 
24. Considerando necesaria la eliminación del 

lenguaje sexista en todos los documentos, 

declaraciones, informes nacionales, regionales e 

internacionales y la necesidad de promover 

acciones para la eliminación de los estereotipos 

sexistas en los medios de comunicación. 

 

Al respecto, ya en el Programa de Acción 

Regional para las Mujeres de América Latina y el 

Caribe (1995-2001) se señalaba como uno de sus 

objetivos estratégicos el de eliminar las 

expresiones sexistas del lenguaje a fin de 

contribuir a la creación de un discurso que 

expresara la realidad de las mujeres. 

 

En suma, podemos concluir que toda 

discriminación se concreta en la distinción, la 

exclusión o la restricción, donde subyacen el 

origen étnico o nacional, el género, la edad, la 

discapacidad, la condición social o económica, 

las condiciones de salud, entre otras motivaciones 

y, cuyo resultado es impedir o anular el 

reconocimiento o el ejercicio de los derechos y la 

igualdad de oportunidades de las personas. 

 

Una de las vertientes de la violencia contra las 

mujeres es la discriminación, misma que se 

manifiesta de diversas formas. Entre ellas 

mencionamos el uso del lenguaje sexista que 

invisibiliza a la mitad de la población mexicana, 

lo que propicia distinciones jerárquicas y resulta 

excluyente y, lo más grave es que genera la 

reproducción de las condiciones de la 

desigualdad de género. Así, la discriminación de 

género, particularmente la que afecta a las 

mujeres, es una realidad que debe enfrentarse 

desde todos los ámbitos. La responsabilidad 

principal recae en los poderes del Estado, los 

cuales tiene ante sí la tarea ingente de transformar 

la realidad que lacera sus derechos. 
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De ese modo, la promoción e inserción del 

lenguaje incluyente en el marco jurídico nacional 

adquiere relevancia por cuanto se reconoce y se 

valora la realidad social de las mujeres 

visibilizándolas en su larga lucha por constituirse 

como actoras de cambio en la salvaguarda de sus 

derechos. 

 

Por ello, como derivación obligada de la 

resolución de declarar la presente Legislatura 

como la de la Paridad de Género, propongo a esta 

soberanía reformar la Carta Magna a efecto de 

identificar a esta Cámara como de: diputadas y 

diputados. De esa manera estaríamos 

feminizando un cargo de representación popular 

ejercido por mujeres. 

 

En tal virtud, tengo a bien someter a 

consideración de este Pleno la siguiente: 

 

Iniciativa con proyecto de decreto 

 

Artículo único.  Se reforma el artículo 50 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, para quedar como sigue: 

 

Artículo 50. El Poder Legislativo de los Estados 

Unidos Mexicanos se deposita en un Congreso 

General, que se dividirá en dos Cámaras, una de 

diputadas y diputados y otra de senadoras y 

senadores. 

 

Transitorio 

 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día 

siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a 

26 de febrero de 2019 

 

Dip. Beatriz Rojas Martínez 

 

Fuentes 
Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos.  

Convención Interamericana para Prevenir, 

Sancionar y Erradicar la Violencia contra la mujer, 

Belém do Pará 

Convención sobre la Eliminación de Todas las 

Formas de Discriminación contra la Mujer. 

Manual para el Uso No Sexista del Lenguaje. 

Historia de la Lucha de las Mujeres por sus 

Derechos en México; Dra. Patricia Galeana. 

 

 

 

 
 

 

 

 

DE LA DIP. KARLA YURITZI ALMAZÁN BURGOS 

CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMA EL ARTÍCULO 2, PÁRRAFO IV DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS 

 

La que suscribe, Karla Yuritzi Almazán Burgos, 

diputada federal integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena, con fundamento en lo 

dispuesto por los artículos 71, fracción II, 135 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral 

1, 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados 

y demás relativos y aplicables, presento iniciativa 

con proyecto de decreto por el que se reforma el 

artículo 2, párrafo IV de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo 

con la siguiente: 

 

Exposición de motivos 

 

I. Planteamiento del problema 

 

Cuando hablamos de derechos indígenas, 

hablamos de la posibilidad de ser garante de 

derechos fundamentales, mismos que todo ser 

humano requiere para vivir en condiciones 

dignas.  

 

La larga historia de discriminación y precariedad 

que han vivido los pueblos indígenas que han 

habitado nuestro país durante las distintas etapas 

del desarrollo de la nación, hablan de un  lapso 

durante el cual han luchado por conservar su 
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identidad, sus costumbres y sus diversas formas 

de organización social.1 

 

Es en este orden de ideas, es que toca velar por la 

regulación y debida aplicación de derechos en 

materia indígena en nuestro país con la finalidad 

de que garanticen las condiciones necesarias para 

el reconocimiento normativo de derechos que 

prevean condiciones dignas y decorosas para 

vivir y no sólo queden en proyectos, ideas o 

buenos deseos, sino que sean el reflejo de nuestra 

cultura multiétnica del México de hoy. 

 

El derecho indígena es un tema muy 

controversial y de gran importancia, no sólo en 

México sino en el ámbito internacional; basta con 

analizar y recordar la llegada de los españoles a 

América, como lo cita Juan José Batalla Rosado2, 

la caída de la ciudad de Tenochtitlan. Con el 

establecimiento del nuevo poder administrativo, 

político y religioso colonial, se produjeron una 

serie de abusos sobre los indígenas por parte de 

ciertas personas que detentaron el poder en esos 

momentos,  en este sentido, es propio citar el 

Códice Florentino a través de las imágenes que 

aparecen y reflejan el momento en el cual un 

soldado español pone grilletes a uno de los 

mensajeros después de que estos hayan entregado 

a Cortés todos los presentes que traían, como este 

ejemplo, el Códice Cuevas, Códice 

Kingsborough o Memorial de los indios de 

Tepetlaoztoc. 

 

Es pertinente citar que, dentro de la 

administración durante la colonia propiamente 

dicha, se produjeron y posiblemente se 

generalizaron otros abusos sobre el indígena. 

Muchos son los ejemplos representados en los 

códices que podríamos incluir en este apartado 

sabiendo que la parte fundamental del documento 

                                                 
1 Morán Torres Enoc Francisco. La Equidad en el 

Derecho Indígena, una visión desde la cultura 

jurídica en el Estado constitucional. Universidad de 

Colima. 2016. P. 145 
2 Batalla Rosado Juan José, El Ejercicio Violento 

del Poder Durante la Colonia (Siglo XVI) A partir 

del Análisis de las Imágenes de los Códices 

Mesoamericanos. P, 16, 17, 18,19,20. 

era denunciar el maltrato al que los indígenas se 

habían visto sometidos 

 

Tantas injusticias y violaciones de derechos 

cometidos en la imposición de un nuevo régimen 

jurídico, una renovada organización social, 

política y hasta un nuevo sistema de creencias, 

provocando el despojo de propiedades, 

expropiando recursos naturales, cometiendo 

abusos laborales e inmerso en ello la 

discriminación, el racismo y la dominación, 

aumentando así o surgiendo posiblemente 

enfermedades, pobreza, desorganización social y 

política, y lo más desafortunado, una pérdida de 

su identidad, su cultura, lenguaje, religión y 

demás símbolos que los distinguía. 

 

Efectivamente, el derecho indígena tiene una 

trascendencia impresionante, que con el paso del 

tiempo ha sido objeto de regulación en el ámbito 

local y supranacional. Si bien es cierto que, como 

seres humanos tenemos derechos fundamentales, 

a los indígenas por pertenecer a un grupo 

determinado, no se les respetan, son “colectivos”, 

por lo que constantemente son privados de sus 

derechos civiles, políticos, culturales, sociales, 

económicos, de salud y educativos. Violaciones 

que se traducen en exclusión y discriminación 

por un grupo étnico-racial dominante, 

perpetuando la inequidad, la subordinación social 

y económica, siendo ésta la razón principal para 

llevar a cabo una revisión panorámica de pueblos 

indígenas. La población indígena está ubicada 

dentro de la sociedad como un grupo con una 

identidad social y cultural propia, con un gran 

apego al territorio ancestral, una producción 

orientada principalmente a la subsistencia y una 

lengua diferente a la nacional.3 

 

Desde los primeros censos que se levantaron, ha 

sido considerada como parte de la información 

                                                 
3 Porcentaje de Población Indígena, Porcentaje de 

Población Hablante de Lengua Indígena y 

Porcentaje de Monolingües, Banco Mundial, 

consultado en: 

http://www.inee.edu.mx/bie/mapa_indica/2005/Pano

ramaEducativoDeMexico/CS/CS04/2005_CS04__.p

df, pág.63 
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demográfica y socioeconómica; sin embargo, 

hasta el censo del 2000 se mejoró la recopilación 

de la información de ese sector. Aunque la 

educación ha tenido un desarrollo importante en 

los últimos años, las personas que pertenecen a 

clases marginadas se encuentran con serias 

dificultades para tener acceso a la educación, tal 

es el caso de la población indígena que ha sido 

objeto de la desigualdad educativa. 

 

Para dar conocer el tamaño de este conglomerado 

y algunos de sus rasgos principales, se 

propusieron tres indicadores, los cuales muestran 

el desafío que afrontarán los sistemas educativos 

para adaptarse a esas realidades para 

proporcionar una enseñanza de calidad, tomando 

en cuenta las características culturales de la 

población. El primero de estos indicadores es el 

porcentaje de población indígena; el segundo 

porcentaje es de la población hablante de lengua 

indígena; el tercer porcentaje es de monolingües 

entre la población indígena. La información para 

el cálculo de estos indicadores fue proporcionada 

por la Comisión Nacional para el Desarrollo de 

los Pueblos Indígenas, a partir de los datos 

recabados en el censo del 2000. El porcentaje de 

población indígena es un indicador que muestra 

la importancia relativa que tiene este sector 

respecto a la población total por estado. 

 

Se toma como definición de población indígena, 

a la población en hogares donde el jefe o cónyuge 

o ascendiente habla lengua vernácula, esto 

significa que no todos los integrantes 

contabilizados en el hogar hablan una lengua 

prehispánica. En México hay un total de 10 185 

060 indígenas, ellos representan el 10.45% del 

total de la población nacional. Para tal efecto se 

cita la siguiente tabla4: 

 

                                                 
4 Fuente: INEE, estimaciones a partir de la 

información proporcionada por la Comisión 

Nacional para el desarrollo de los pueblos 

indígenas, basada en el XII Censo general de 

población y vivienda 

 
 

En consecuencia, los derechos humanos y la 

universalidad de sus derechos, así como el 

objetivo principal de los mismos, es conceder los 

principios y facultades para garantizar 

condiciones dignas de vida inherentes al ser 

humano, mismas que se constituyen en una 

prerrogativa, es este derecho el que permite 

actuar o exigir condiciones dignas al Estado, en 

este sentido, es inminente citar que los pueblos 

indígenas aún al día de hoy son objeto 

discriminación por su etnia, cultura, y lenguaje. 

La aplicación de las normas en materia de 

derechos humanos, así como tratados y 

declaraciones internacionales han buscado la 

equidad de derechos en el ser humano. 

 

Actualmente la discriminación forma parte de un 

vivir diario de las personas indígenas, de acuerdo 
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con diversos estudios, la discriminación está 

extendida en la sociedad mexicana, se manifiesta 

en múltiples escenarios y relaciones, se práctica 

de manera consciente o inconsciente, y se 

sustenta en prejuicios de todo tipo y en barreras 

de exclusión a oportunidades de desarrollo 

individual y colectivo en todos los ámbitos de la 

existencia humana: social, político, económico y 

cultural.5 

 

La discriminación y la pobreza son fenómenos 

que expresan, cada uno por su lado, las caras en 

las que se exterioriza la desigualdad social.6 

 

Si bien la discriminación no sólo se práctica en 

condiciones de pobreza, como ha quedado 

constatado aquí, también cuando se combinan 

ambos fenómenos sus efectos tienden a escalar 

las desigualdades, y hacen más difícil que las 

personas desarrollen capacidades y accedan o 

aprovechen las oportunidades para llevar una 

vida libre de violencia, rechazo y menosprecio. 

 

El primero, en cualquiera de sus manifestaciones, 

es una trasgresión al derecho a la igualdad de las 

personas, establecido en la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos y en la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos, 

ya que implica la obstrucción al ejercicio de los 

derechos y libertades, e impone barreras de 

exclusión a oportunidades de desarrollo 

individual y colectivo. 

 

Un rasgo común de los pueblos indígenas es su 

situación de desventaja en relación a otros 

sectores de la sociedad. En los más diversos 

contextos geográficos es posible observar 

múltiples factores que confluyen en la 

configuración de un patrón que vincula de 

manera compleja a pueblos indígenas y la 

                                                 
5 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 

Unidas para los Derechos Ordóñez / 

Discriminación, Pobreza y Vulnerabilidad 3 

Humanos 2003; Consejo Nacional para Prevenir la 

Discriminación, CONAPRED 2004a y 2004b. 
6 Gerardo Ordóñez Barba, Discriminación, pobreza 

y vulnerabilidad: los entresijos de la desigualdad 

social en México, p. 25,26 

pobreza. Este patrón ha sido históricamente 

construido por factores políticos, económicos, 

sociales, militares y ambientales que articularon 

experiencias cualitativas y cuantitativas de 

privación material, jurídica y simbólica, y de 

reproducción de relaciones de desventaja.7 

 

En virtud de lo señalado anteriormente, es 

propicio citar los patrones de desventaja y 

pobreza, como resultado de las configuraciones 

sociales que se despliegan en las más diversas 

geografías, los estándares de vida de los pueblos 

indígenas son por lo general más bajos que los de 

otros habitantes de un mismo país o región. Las 

desventajas que los pueblos indígenas padecen 

pueden registrarse en casi todas las áreas de la 

vida social, lo cual ha sido reconocido a nivel 

internacional por el Grupo de Trabajo sobre 

Poblaciones Indígenas de Naciones Unidas. 

 

Diversos estudios sobre discriminación constatan 

que las comunidades indígenas no tienen las 

mismas oportunidades de empleo ni el mismo 

acceso que otros grupos a los servicios públicos 

y/o a la protección de la salud, de la cultura, de la 

religión, como tampoco a la administración de 

justicia. Asimismo, se ha reportado que las 

comunidades no poseen las herramientas ni 

marcos necesarios para poder participar 

significativamente en la vida política y en los 

procesos de toma de decisiones gubernamentales 

que las involucran (Martínez Cobo, 1986). 

 

La ONU estima que hay por lo menos 300 

millones de personas en el mundo que son 

indígenas y pertenecen a cerca de cinco mil 

grupos indígenas distribuidos en más de 70 países 

(2002).  

 

Las estimaciones sobre la población indígena en 

América Latina varían, situándose en torno a los 

40 millones. Esta cifra comprende 

aproximadamente al 10% del total de la 

                                                 
7 Alberto D. Cimadamore Robyn Eversole John-Andrew 

McNeish, Pueblos indígenas y pobreza, Buenos Aires: 

CLACSO, julio 2006, pág,17,18,26 disponible en 

http://biblioteca.clacso.edu.ar/clacso/clacso-

crop/20100620065831/pueblos.pdf. 
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población de la región. Entre sus principales 

características está la diversidad cultural, que se 

puede representar a través del registro de cientos 

de lenguas diferentes (Hall y Patrinos, 2005; 

Patridge y Uquillas, 1996). Las poblaciones más 

numerosas se encuentran en Bolivia, Perú, 

Ecuador, Guatemala y México. En esos países la 

cultura indígena ejerció una gran influencia sobre 

la cultura nacional a pesar de haber 

experimentado situaciones de racismo, 

marginalidad, violencia y presiones para ser 

asimilada. Más allá de los contextos en los cuales 

los indígenas de América Latina viven, existe un 

patrón que los conecta con las desventajas y la 

pobreza (González, 1994; Psacharopoulos y 

Patrinos, 1994). 

 

Un estudio reciente sobre la evolución de las 

condiciones de vida en estos países, marcadas por 

bajos niveles de educación, condiciones 

deficientes de nutrición y salud, desempleo, 

subempleo y discriminación, corrobora la 

analogía entre ser indígena y ser pobre ya 

señalada. Entre los principales hallazgos del 

estudio que abarca la década de 1994 a 2004, se 

encuentra que no hubo logros sensibles en 

materia de reducción de la pobreza de ingresos. 

En cuatro de los cinco países estudiados casi no 

disminuyó la proporción de los pueblos indígenas 

que viven en la pobreza.8 

 

Los derechos de los pueblos indígenas son por 

definición derechos que pertenecen a 

colectividades, no simplemente a individuos. 

Para los estados y sus agentes los gobiernos, el 

reconocimiento de los derechos colectivos excede 

la relación usual Estado-ciudadano. Cuando los 

pueblos indígenas demandan por sus derechos 

colectivos, se plantea un nuevo tipo de relación 

con el Estado-nación. De esta manera, desafiando 

principios centrales del Estado moderno y de la 

democracia liberal vista como régimen político 

de homogeneidad. El movimiento por los 

derechos indígenas pone a prueba la capacidad de 

los sistemas nacionales e internacionales para 

ofrecer respuestas a las minorías con derechos 

                                                 
8 idem 

territoriales. En la última década se han hecho 

grandes avances a favor del resguardo de los 

derechos indígenas, pero el discurso y las 

instituciones liberales crean límites para la 

diversidad cultural. 

 

No es posible afirmar que todas las personas que 

pertenecen a grupos indígenas son pobres. Sin 

embargo, es posible argumentar y comprobar que 

en los diversos contextos sociales en que se 

encuentran los pueblos indígenas, estos tienen 

más posibilidades de ser pobres que los que no 

son indígenas. 

 

La pobreza es, por su parte, la expresión de un 

cúmulo de desigualdades en la distribución del 

ingreso y en el acceso a oportunidades que les 

impide a las personas tener una participación 

activa en la vida económica, social, política y 

cultural. La pobreza debe concebirse como la 

privación de capacidades básicas y no meramente 

como la falta de ingresos, que es el criterio 

habitual con el que se identifica la pobreza. A fin 

de remover esas barreras, sería necesario realizar 

reformas radicales en un sistema internacional 

edificado sobre estados territoriales que se 

superponen con los derechos y vínculos 

culturales ancestrales de los pueblos indígenas.9 

 

Derivado de lo anterior, la presente iniciativa 

considera necesario modificar el artículo 2 

párrafo IV de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, con la finalidad de 

promover nuestras lenguas originarias y la 

cultural plural, tan rica de nuestro país, para 

lograr una equidad de derechos en los pueblos 

indígenas, por lo que en este sentido se propone 

conservar nuestras raíces, preservando nuestras 

lenguas indígenas. 

 

II. Argumentos que la sustentan 

 

Las lenguas indígenas son la expresión más 

visible de la diversidad cultural de los pueblos 

originarios y son la esencia de su identidad, por 

lo que la amenaza real de que las lenguas 

                                                 
9 idem 
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desaparezcan, comprometen sus propias 

posibilidades de sobrevivencia.10 

 

En ese ámbito, la educación adquiere relevancia 

para potenciar el desarrollo de las lenguas, ya que 

los procesos educativos no sólo consisten en 

crear y recrear el conocimiento, sino que asumen 

también la tarea de transmitirlos al mundo 

axiológico, incluyendo valores sociales y 

culturales, los cuales se encuentran vinculados 

con la experiencia y la memoria histórica, la 

creatividad y la imaginación de los pueblos. 

 

En las últimas décadas, en la mayoría de los 

países hispanoamericanos como Bolivia, Perú y 

Chile se da un proceso similar: una mayor 

promoción de las lenguas indígenas a nivel 

educacional, social y legal, hasta su 

proclamación, en algunos casos, como lenguas 

cooficiales.11 

 

Es de suma importancia crear brechas de 

permeabilidad en la sociedad para las sociedades 

étnico-originarias que cursan por situaciones de 

pobreza extrema y discriminación derivado de la 

falta de recursos y educación, en donde se coloca 

como prioridad el subsistir, el generar recursos 

económicos para vivir, y suplir las necesidades 

básicas de alimentos, vestido, vivienda, y 

servicios básicos. Es aún hoy una realidad que en 

comunidades de nuestro país se olvida al sector 

indígena y se desplaza por las grandes 

poblaciones en las ciudades orillando al sector de 

población indígena a migrar hacia las ciudades 

para obtener mejores calidades de vida, 

encontrándose con problemas de discriminación 

por aspecto, color y lengua, ¿Dónde nos 

perdimos? ¿Aún nuestro México, nuestra nación, 

puede rechazar a sus co-iguales? 

                                                 
10 Isabel de la Cruz Pastor, Las Lenguas Indígenas como 

espacios de diálogo intercultural, tomado de 

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/7/3098/

6.pdf 
11 Pontificia Universidad Católica de Chile, Facultad de 

Letras, Onomazeín, Revista de lingüística y filología y 
traducción, Lenguas indígenas en la Legislación de los 

Países hispanoamericanos, p.172 

A escala global, la mayoría de los países del 

mundo define la pobreza como falta de dinero, 

sin embargo, incluso la propia población pobre 

considera su situación de pobreza de manera 

mucho más amplia. Una persona que es pobre, 

puede sufrir de múltiples carencias y desventajas 

al mismo tiempo, por ejemplo, los problemas de 

salud o desnutrición, su vivienda puede carecer 

de agua potable o electricidad, su trabajo puede 

ser informal y sin prestaciones sociales, su nivel 

de escolaridad puede ser bajo, reconociéndose 

entonces que los ingresos son sólo un factor para 

dar cuenta de la pobreza.12 La situación de 

pobreza se relaciona con la evolución económica 

y política del país. Por más de un cuarto de siglo 

el país ha enfrentado problemas estructurales, 

que, bajo diferentes ciclos de reformas se han 

atendido. 

 

El CONEVAL señala que hay una desigualdad 

social importante. En cuanto a la pobreza, son las 

mujeres indígenas y en especial las de zonas 

rurales para quienes las desventajas sociales son 

mayores. Al considerar la edad, se observa que 

los adultos mayores en zonas indígenas se hallan 

en una situación similar al de las mujeres, e igual 

acontece con los menores. La pobreza en 

términos generales es una situación de la 

población que los obliga a vivir en condiciones 

insuficientes para alcanzar el bienestar en el 

aspecto humano y material. 

 

Es en este sentido, se propone crear una vertiente 

de igualdad en la lengua que permita el desarrollo 

pleno en ámbitos escolares, laborales, y de 

servicios para la población indígena, es 

importante contar con médicos, policías, 

abogados, maestros, ingenieros, por citar algunas 

profesiones, que cuenten con el aprendizaje de 

una lengua indígena, logrando una pluricultura en 

nuestro propio país para lograr crear seguridad 

jurídica en el desarrollo de las poblaciones y 

comunidades indígenas. 

 

                                                 
12 Reporte CESOP, la Pobreza y su entorno 

Socioeconómico en el México del Siglo XXI, 

5,6,7,8,14,15,16 
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A pesar de puntos de partida comunes, los 

resultados actuales son muy diferentes si 

comparamos el estatus constitucional de estas 

lenguas y las leyes lingüísticas vigentes, las 

cuales van desde meras proclamaciones 

simbólicas hasta propuestas muy ambiciosas. 

 

En México, las lenguas indígenas se contabilizan 

en 69 (INEGI) y, junto con el idioma español, se 

reconocen como lenguas nacionales las cuales 

“tienen la misma validez en su territorio, 

localización y contexto en que se hablen”.  

 

Sin embargo, el uso en toda la población es más 

del idioma castellano, dejando a un lado las 

diversas lenguas de nuestro país. Citando en este 

contexto la Encuesta Intercensal 2015 del 

INEGI13, en la cual se informa que las lenguas 

indígenas con una población desde tres años y 

más, hablan las siguientes lenguas indígenas: 

 
1. Akateko 36. Mixe 

2. Amuzgo 37. Mixteco 

3. Awakateko 38. Náhuatl 

4. Ayapaneco 39. Oluteco 

5. Ch'ol  40. Otomí 

6 .Chatino 41. Paipai 

7. Chichimeco 42. Pame 

8. Chinanteco 43. Pápago 

9. Chocholteco  44. Pima 

10. Chontal de Oaxaca 45. Popoloca 

11. Chontal de Tabasco  46. Popoluca de la sierra 

12. Chontal 47. Q’anjob’al 

13. Chuj 48. Q’eqchi’ 

14. Cora 49. Qato'k 

15. Cucapá 50. Sayulteco 

16. Cuicateco 51. Seri 

17. Guarijío 52. Tarahumara 

18. Huasteco 53. Tarasco 

19. Huave 54. Teko 

20. Huichol 55. Tepehua 

21. Ixcateco 56. Tepehuano del norte 

22. Ixil 57. Tepehuano del sur 

23. Jakalteko 58. Tepehuano 

24. K’iche’ 59. Texistepequeño 

25. Kaqchikel 60. Tlahuica 

26. Kickapoo 61. Tlapaneco 

27. Kiliwa 62. Tojolabal 

28. Kumiai 63. Totonaco 

                                                 
13 INEGI. Tabulados de la Encuesta Intercensal 2015, 

Catálogo INALI 

29. Lacandón 64. Triqui 

30. Mam 65. Tseltal 

31. Matlatzinca 66. Tsotsil 

32. Maya 67. Yaqui 

33. Mayo 68. Zapoteco 

34. Mazahua 69. Zoque 

35. Mazateco  

 

En esta tesitura, se propone la presente iniciativa: 

 
TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

Artículo 2o. La Nación 

Mexicana es única e 

indivisible. 

 

La Nación tiene una 

composición 

pluricultural sustentada 

originalmente en sus 

pueblos indígenas que 

son aquellos que 

descienden de 

poblaciones que 

habitaban en el territorio 

actual del país al 

iniciarse la colonización 

y que conservan sus 

propias instituciones 

sociales, económicas, 

culturales y políticas, o 

parte de ellas. 

 

La conciencia de su 

identidad indígena 

deberá ser criterio 

fundamental para 

determinar a quiénes se 

aplican las disposiciones 

sobre pueblos indígenas. 

 

Son comunidades 

integrantes de un pueblo 

indígena, aquellas que 

formen una unidad 

social, económica y 

cultural, asentadas en un 

territorio y que 

reconocen autoridades 

propias de acuerdo con 

sus usos y costumbres. 

 

El derecho de los 

pueblos indígenas a la 

libre determinación se 

ejercerá en un marco 

constitucional de 

Artículo 2o. La Nación 

Mexicana es única e 

indivisible. 

 

La Nación tiene una 

composición pluricultural 

sustentada originalmente 

en sus pueblos indígenas 

que son aquellos que 

descienden de poblaciones 

que habitaban en el 

territorio actual del país al 

iniciarse la colonización y 

que conservan sus propias 

instituciones sociales, 

económicas, culturales y 

políticas, o parte de ellas. 

 

La conciencia de su 

identidad indígena deberá 

ser criterio fundamental 

para determinar a quiénes 

se aplican las disposiciones 

sobre pueblos indígenas. 

 

Son comunidades 

integrantes de un pueblo 

indígena, aquellas que 

formen una unidad social, 

económica y cultural, 

asentadas en un territorio y 

que reconocen autoridades 

propias de acuerdo con sus 

usos y costumbres. 

 

El derecho de los pueblos 

indígenas a la libre 

determinación se ejercerá 

en un marco constitucional 

de autonomía que asegure 

la unidad nacional.  

El reconocimiento de los 

pueblos y comunidades 

indígenas se hará en las 

constituciones y leyes de 
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autonomía que asegure 

la unidad nacional.  

 

El reconocimiento de los 

pueblos y comunidades 

indígenas se hará en las 

constituciones y leyes de 

las entidades federativas, 

las que deberán tomar en 

cuenta, además de los 

principios generales 

establecidos en los 

párrafos anteriores de 

este artículo, criterios 

etnolingüísticos y de 

asentamiento físico. 

 

A. Esta 

Constitución reconoce y 

garantiza el derecho de 

los pueblos y las 

comunidades indígenas a 

la libre determinación y, 

en consecuencia, a la 

autonomía para: 

 

I. … 

II. … 

III. … 

IV. Preservar y 

enriquecer sus lenguas, 

conocimientos y todos 

los elementos que 

constituyan su cultura e 

identidad. 

V. … 

        … 

        … 

 

las entidades federativas, 

las que deberán tomar en 

cuenta, además de los 

principios generales 

establecidos en los 

párrafos anteriores de este 

artículo, criterios 

etnolingüísticos y de 

asentamiento físico. 

 

A. Esta Constitución 

reconoce y garantiza el 

derecho de los pueblos y 

las comunidades indígenas 

a la libre determinación y, 

en consecuencia, a la 

autonomía para: 

 

I. … 

II. … 

III. … 

IV. Preservar, 

promover en la 

educación básica el 

aprendizaje de lenguas 

indígenas y enriquecer 

sus lenguas, 

conocimientos y todos los 

elementos que 

constituyan su cultura e 

identidad. 

V.  … 

      … 

          … 

 

 

III. Fundamento legal 

 

Lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, 135 

de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral 

1, 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados 

y demás relativos y aplicables. 

IV. Denominación del proyecto 

 

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se 

reforma el artículo 2, fracción IV, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

 

V. Ordenamientos a modificar 

 

Se modificará el artículo 2, fracción IV, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

 

VI. Texto normativo propuesto 

 

Artículo único. - Se reforma el artículo 2, 

fracción IV, la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos para quedar como 

sigue: 

 

Artículo 2o. La Nación Mexicana es única e 

indivisible. 

 

La nación tiene una composición pluricultural 

sustentada originalmente en sus pueblos 

indígenas que son aquellos que descienden de 

poblaciones que habitaban en el territorio actual 

del país al iniciarse la colonización y que 

conservan sus propias instituciones sociales, 

económicas, culturales y políticas, o parte de 

ellas. 

 

La conciencia de su identidad indígena deberá ser 

criterio fundamental para determinar a quiénes se 

aplican las disposiciones sobre pueblos indígenas. 

 

Son comunidades integrantes de un pueblo 

indígena, aquellas que formen una unidad social, 

económica y cultural, asentadas en un territorio y 

que reconocen autoridades propias de acuerdo 

con sus usos y costumbres. 

 

El derecho de los pueblos indígenas a la libre 

determinación se ejercerá en un marco 

constitucional de autonomía que asegure la 

unidad nacional. El reconocimiento de los 

pueblos y comunidades indígenas se hará en las 

constituciones y leyes de las entidades 
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federativas, las que deberán tomar en cuenta, 

además de los principios generales establecidos 

en los párrafos anteriores de este artículo, 

criterios etnolingüísticos y de asentamiento 

físico. 

 

A. Esta Constitución reconoce y garantiza el 

derecho de los pueblos y las comunidades 

indígenas a la libre determinación y, en 

consecuencia, a la autonomía para: 

 

I. … 

II. … 

III. … 

IV. Preservar, promover en la educación 

básica el aprendizaje de lenguas indígenas y 

enriquecer sus lenguas, conocimientos y todos 

los elementos que constituyan su cultura e 

identidad. 

V. … 

      … 

          … 

Artículos transitorios 

 

Artículo primero. - Publíquese el presente 

Decreto en el Diario Oficial de la Federación. 

 

Artículo segundo. - El presente Decreto entrará 

en vigor al día siguiente a su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación. 

 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a 

28 de febrero de 2019 

 

Dip. Karla Yuritzi Almazán Burgos 

 

 

 

 
 

DE LA DIP. MARINA DEL PILAR ÁVILA OLMEDA 

CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL 

PÁRRAFO NOVENO DEL ARTÍCULO 4º DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS, PARA ESTABLECER LA 

CONVIVENCIA FAMILIAR COMO DERECHO 

HUMANO DE LAS NIÑAS Y LOS NIÑOS 

 

La proponente, Marina del Pilar Ávila Olmeda, 

diputada a la LXIV Legislatura de la Honorable 

Cámara de Diputados, integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena, con fundamento en lo 

dispuesto en los artículos 71, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y los 

artículos 6, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara 

de Diputados, somete a consideración del Pleno 

de esta Soberanía la siguiente iniciativa con 

proyecto de decreto por el que se reforma el 

párrafo noveno del artículo 4º de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, al 

tenor de la siguiente: 

 

Exposición de motivos 

 

En primer lugar, destacamos la colaboración y 

voluntad de diversos grupos de la sociedad civil 

que persiguen el firme propósito de proteger a la 

niñez y mejorar las relaciones entre los 

integrantes de sus familias, todo con el objetivo 

de lograr el sano desarrollo de las niñas, los niños 

y los adolescentes en México.  

 

Particularmente agradecemos el trabajo realizado 

diariamente y de manera especial, para el impulso 

de la presente iniciativa a las siguientes 

asociaciones: Unidos por el bienestar del menor y 

la familia A.C., Niños con Mapa, Rescate de 

Familia, Frente Nacional de mujeres contra la 

alienación parental, Lazos protectores de familia, 

Ex-Hijos A.C., INSUME, AFAPVI, Más infancia 

feliz, Una sola voz, Servicios psicológicos en 

América, PSIAME, 1000 Pelotas para ti, Pro 

Niños y Papás Mexicanos A.C., y a LATAM.  

 

El artículo 3.1 de la Convención sobre los 

Derechos del Niño publicada en el Diario Oficial 

de la Federación (DOF) en 1991, establece que 

en cualquier medida que tomen las autoridades 
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estatales deben tener en cuenta de forma 

primordial el interés superior del niño. Y en este 

tenor el Comité para los Derechos del Niño, ha 

señalado en la Observación General No. 7 párrafo 

13 que: 

 
“El principio del interés superior del niño se aplica a 

todas las medidas que afecten a los niños y exige 

medidas activas, tanto para proteger sus derechos y 

promover su supervivencia, crecimiento y bienestar 

como para apoyar y asistir a los padres y a otras 

personas que tengan la responsabilidad cotidiana de 

la realización de los derechos del niño”. 

 

En relación al derecho de convivencia la misma 

Convención señala en su artículo 9 que: 

 

“[…] 3. Los Estados Partes respetarán el derecho del 

niño que esté separado de uno o de ambos padres a 

mantener relaciones personales y contacto directo 

con ambos padres de modo regular, salvo si ello es 

contrario al interés superior del niño.” 

 

En el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos (Protocolo de San Salvador) adoptado 

en 1988 y cuya ratificación fue publicada en el 

DOF el 27 de diciembre de 1995 se expresa en su 

artículo 10 que los Estados Partes reconocen que: 

 
“1. Se debe conceder a la familia, que es el elemento 

natural y fundamental de la sociedad, la más amplia 

protección y asistencia posibles, especialmente para 

su constitución y mientras sea responsable del 

cuidado y la educación de los hijos a su cargo…” 

 

La Convención Americana sobre los Derechos 

Humanos (Pacto de San José de Costa Rica) 

adoptada en 1969 y publicada en el DOF en 1981 

señala en su artículo 17 que: 

 
“1. La familia es el elemento natural y fundamental 

de la sociedad y debe ser protegida por la sociedad y 

el Estado […]. 

 

4. […] En caso de disolución del matrimonio, se 

adoptarán disposiciones que aseguren la protección 

necesaria de los hijos, sobre la base única del interés 

y conveniencia de ellos” 

 

En el mismo sentido, respecto al derecho de 

convivencia la Ley General de los Derechos de 

Niñas, Niños y Adolescentes (LGDNNA) 

publicada en el DOF en 2014 determina en su 

artículo 23 que:  

 
“Niñas, niños y adolescentes cuyas familias estén 

separadas, tendrán derecho a convivir o mantener 

relaciones personales y contacto directo con sus 

familiares de modo regular, excepto en los casos en 

que el órgano jurisdiccional competente determine 

que ello es contrario al interés superior de la 

niñez…” 

 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, 

citando al Tribunal Europeo de Derechos 

Humanos, ha establecido que la convivencia 

entre el padre y/o la madre y su hijo y/o hija 

menor constituye un elemento fundamental en la 

vida familiar; y, que, aunque éstos/as estén 

separados, la convivencia familiar debe 

garantizarse. 1 

 

En el 2013, el Primer Tribunal Colegiado en 

Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer 

Circuito señaló que: 

 
“El derecho de convivencia y visitas es una 

institución fundamental del derecho familiar en 

México, que tiene como finalidad regular, 

promover, evaluar, preservar y, en su caso, mejorar 

o reencausar la convivencia en el grupo familiar 

respecto de menores y, por ello, se encuentra por 

encima de la voluntad de la persona a cuyo cargo se 

encuentre la custodia del menor, por tratarse de un 

derecho humano, principalmente dirigido a éste, 

aunque también favorezca indirectamente a sus 

ascendientes y a quienes conforman dicho grupo.”2 

 

La tesis señalada anteriormente también 

determina que uno de los derechos de los 

menores, es el de tener relaciones familiares, 

como lo prevé el citado artículo 8 de la 

                                                 
1 RÉGIMEN DE CONVIVENCIA. NO SE JUSTIFICA 

RESTRINGIR O SUSPENDER LA CONVIVENCIA LIBRE 

DEL PROGENITOR NO CUSTODIO CON EL MENOR 

BAJO ESPECULACIONES, PRESUNCIONES, 

ESTEREOTIPOS O CONSIDERACIONES 

GENERALIZADAS SOBRE CARACTERÍSTICAS 

PERSONALES DEL PADRE O DE LA MADRE. (México: 

Tribunales Colegiados de Circuito) 2018512, noviembre de 

2018. 
2 MENORES DE EDAD. SU DERECHO A LA 

CONVIVENCIA CON LA FAMILIA AMPLIADA. (México: 

Tribunales Colegiados de Circuito) 2004264, agosto 2013.  
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Convención sobre los Derechos del Niño y por 

tal motivo, el Estado y en específico los órganos 

jurisdiccionales de cualquier materia, están 

obligados a dictar todas las medidas necesarias, 

a fin de garantizar el real disfrute de ese derecho, 

ya que la familia es el grupo fundamental de la 

sociedad y el medio natural para el crecimiento y 

el bienestar de todos sus miembros, y en 

particular de los niños. Esto es de especial 

importancia puesto que se debe garantizar “un 

entorno de seguridad, afecto y salud, que les 

permita realizarse como sujetos”3 

 

En tal virtud, el desarrollo normal de un menor 

se produce en el entorno de éste y su armonía 

con la familia y grupo social al que pertenece, 

que le permite y otorga la posibilidad en 

atención a sus capacidades físicas y mentales, 

para su preparación a una vida independiente en 

sociedad, con la percepción de respeto en razón 

a los derechos que les asisten a los demás; lo 

cual se logra alcanzar cuando se garantizan sus 

derechos a la vida, integridad física y mental, 

salud, identidad, familia y fundamentalmente la 

convivencia con los padres, en tanto que ello no 

le resulte más perjudicial que benéfico.4 

 

Es importante señalar que según la Tesis 

VII.2o.C.111 C, en un juicio de guarda y 

custodia, donde se solicite el depósito del menor, 

no sólo se dilucidará a cuál de los padres 

contendientes le corresponderá la guarda y 

custodia del menor, durante la tramitación del 

juicio, sino también el derecho de convivencia 

que tiene el infante con el progenitor no custodio 

durante la vigencia de la medida cautelar, aun 

cuando ello no hubiere sido materia de reclamo 

                                                 
3 Ibidem.  
4 VISITA Y CONVIVENCIA DE LOS MENORES CON SUS 

PROGENITORES. ES UN DERECHO FUNDAMENTAL 

QUE TIENDE A PROTEGER EL INTERÉS SUPERIOR 

DE AQUÉLLOS SIENDO, POR TANTO, DE ORDEN 

PÚBLICO E INTERÉS SOCIAL (LEGISLACIÓN DEL 

ESTADO DE PUEBLA). (México: Tribunales Colegiados 

de Circuito) 2002218, noviembre de 2012. 

pues, de lo contrario, vulneraría el interés 

superior del menor.5 

 

La convivencia de los menores con sus padres y 

con la familia de ambos, permite el sano 

desarrollo de aquéllos, pues conlleva al 

conocimiento y trato directo que tienen los 

infantes con sus ascendientes y demás parientes 

a fin de lograr su cabal integración al núcleo 

familiar y obtener identidad plena al grupo social 

al que pertenecen.6 

 

En numerosas ocasiones, el derecho de 

convivencia se ve menoscabado por conflictos 

entre los padres del menor, sin embargo, la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación (SCJN) ha señalado en Jurisprudencia 

que incluso la pérdida de la patria potestad no 

conlleva indefectiblemente que deba impedirse 

al menor ejercer el derecho de convivencia con 

sus progenitores en tanto que, por un lado, ese 

derecho no es exclusivo de los padres, sino 

también de los hijos y, por el otro, no todas las 

causales de pérdida de la patria potestad son de 

la misma gravedad.7  

 

Y en el mismo sentido el Primer Tribunal 

Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito 

aclaró que  de conformidad con el artículo 4o. de 

la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en relación con el 9, punto 3 y 10, 

punto 2, de la Convención sobre los Derechos 

del Niño, éstos tienen derecho a que se propicien 

                                                 
5 DEPÓSITO DE MENORES. DEBE FIJARSE LA 

CONVIVENCIA OFICIOSAMENTE 

CONSIDERÁNDOLOS COMO SUJETOS Y NO COMO 

OBJETOS DE DERECHO. (México: Tribunales 

Colegiados de Circuito) 2012747, octubre 2016. 
6 VISITA Y CONVIVENCIA DE LOS MENORES CON SUS 

PROGENITORES. ES UN DERECHO FUNDAMENTAL 

QUE TIENDE A PROTEGER EL INTERÉS SUPERIOR 

DE AQUÉLLOS SIENDO, POR TANTO, DE ORDEN 

PÚBLICO E INTERÉS SOCIAL (LEGISLACIÓN DEL 

ESTADO DE PUEBLA). (México: Tribunales Colegiados 

de Circuito) 2008896, abril de 2015.         
7 PATRIA POTESTAD. SU PÉRDIDA NO CONLLEVA 

INDEFECTIBLEMENTE IMPEDIR QUE EL MENOR 

EJERZA EL DERECHO DE CONVIVENCIA CON SUS 

PROGENITORES. (México: Primera Sala) 165495, enero 

2010.  
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las condiciones que les permitan un adecuado 

desarrollo psicológico y emocional, para lo cual, 

en la mayoría de los casos, resulta indispensable 

la convivencia con ambos progenitores 

independientemente de que ejerzan o no la patria 

potestad sobre ellos. 8 

 

Incluso, en el estado de Puebla, aunque se 

justifique que el demandado en el juicio de 

alimentos dejó de cubrir el monto fijado, el 

derecho de convivencia entre los menores y su 

padre no puede impedirse, suspenderse o 

perderse, si no sólo por mandato judicial expreso 

y fundado en causa justa.9 

 

La convivencia entre padres e hijos se considera 

un elemento de gran importancia para la 

formación integral de los niños en su proyección 

hacia la edad adulta y sus posibles compromisos 

familiares y sociales, motivo por el cual, las 

medidas que se asuman al respecto deben buscar 

invariablemente su prevalencia, de modo que 

sólo podrá ser objeto de suspensión temporal, en 

los casos en que las condiciones prevalecientes 

pongan de manifiesto que a través de la 

convivencia se pone en riesgo insuperable la 

vida, la integridad personal o psicológica, o la 

formación de los menores, y no se vea 

posibilidad alguna de evitar esos peligros sin 

suprimir la convivencia. Esto es, la suspensión 

de esas relaciones únicamente debe imponerse 

en los casos de extrema gravedad.10 

                                                 
8 MENORES DE EDAD. EL DERECHO DE CONVIVIR 

CON SUS PROGENITORES DEBE PONDERARSE POR 

EL JUZGADOR EN TODOS LOS CASOS. (México: 

Tribunales Colegiados de Circuito) 162546, marzo de 

2011. 
9 ALIMENTOS. EL INCUMPLIMIENTO DE ESTA 

OBLIGACIÓN NO GENERA LA CONSECUENCIA DE 

QUE AL DEUDOR SE LE IMPIDA EL DERECHO DE 

CONVIVENCIA QUE TIENE PARA CON SUS HIJOS 

(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA). (México: 

Tribunales Colegiados de Circuito) 183636, agosto de 

2003. 
10 MENORES DE EDAD. SUSPENSIÓN TEMPORAL DE 

LAS RELACIONES DE CONVIVENCIA. LA 

AFECTACIÓN A SU INTERÉS SÓLO SE JUSTIFICA EN 

ARAS DE TUTELAR SU INTEGRIDAD Y CORRECTA 

FORMACIÓN. (México: Tribunales Colegiados de 

Circuito) 165510, enero de 2010. 

Y siendo así, el derecho de convivencia debe 

asegurarse por todos los medios de 

comunicación disponibles o a través de los que 

se pudiera tener fácil acceso, por ejemplo, el 

teléfono, los mensajes electrónicos, correo u 

otros; sin embargo, el niño también necesita el 

contacto físico con su progenitor para sentirse 

querido y aceptado, y con esto contribuir a su 

sano desarrollo. Del artículo 9, apartado 3, de la 

Convención sobre los Derechos del Niño se 

deriva también, la necesidad de que las 

convivencias se den de modo regular.11  

 

El derecho a la convivencia familiar de los 

padres con sus hijos resulta, por regla general, 

indispensable para garantizar el interés superior 

de la niñez. 

 

Por todo el marco legal anteriormente expuesto, 

queda asentado que las obligaciones y derechos 

inherentes a la crianza, ejercicio de la patria 

potestad y sano desarrollo se relacionan y 

determinan conforme a la convivencia familiar, 

siendo pilares en los marcos normativos que 

regulan los derechos de las niñas, niños y 

adolescentes. 

 

Además, según estadística del Instituto Nacional 

de Estadística y Geografía, contrario a la 

tendencia hacia la baja de los matrimonios en los 

últimos años en México, en lo referente a los 

divorcios el indicador ha ido al alza: en 2010 

fueron 86 mil, en 2013 la cifra fue de 

aproximadamente 109 mil y en 2017 el dato se 

acerca a los 150 mil (147 581).12 

 

Por otra parte, se aprecia que en los últimos años 

el número de divorcios ha aumentado en relación 

                                                 
11 DERECHO DE LOS MENORES DE EDAD A 

CONVIVIR CON SUS PADRES. CONDICIONES PARA 

SU EJERCICIO EFECTIVO CUANDO RESIDAN EN 

LUGARES DISTANTES. (México: Primera Sala), 2003020, 

marzo de 2013. 
12 INEGI, Estadísticas a propósito de Matrimonios y 

Divorcios en México obtenidos de la Encuesta Nacional de 

Ocupación y Empleo 2018. Comunicado de Prensa Núm. 

104/19, febrero 2019. Pág. 6. 
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con los matrimonios, al pasar de 15.1 divorcios 

por cada 100 matrimonios en 2010 a 28.1 en 

2017; es decir, la proporción casi se duplica.13 

 

También se expone que, por tipo de trámite, los 

divorcios se clasifican en administrativos y en 

judiciales. Los primeros se dan cuando son 

tramitados en el Registro Civil, existe mutuo 

consentimiento de los cónyuges, son mayores de 

edad, no tienen hijos o que la mujer no se 

encuentre embarazada y de común acuerdo hayan 

liquidado la sociedad conyugal. Mientras que los 

judiciales son aquellos en los que interviene 

algún juez de lo familiar, civil o mixto, 

independientemente de que se trate de un 

divorcio necesario o voluntario. En 2017, el 

90.9% de los divorcios fueron judiciales, y de 

éstos 27.6% tienen un hijo menor de edad y 

21.2% tienen dos hijos menores. 14 

 

Lo anterior muestra que en existe un alza de 

divorcios que se está tramitando por la vía 

judicial y que en más del 45% de los casos 

existen menores implicados en el juicio. La alerta 

en estos casos es que cuando la igualdad en la 

obligación de crianza, convivencia familiar o 

patria potestad se pierde por un mal entendido, 

desacuerdo familiar o resolución judicial los más 

perjudicados son las niñas, niños y adolescentes, 

quienes dependen absolutamente de sus padres 

para ser felices y vivir en armonía familiar, 

incluso aunque no sea cohabitando bajo un 

mismo techo. 

 

Es por ello que, atendiendo a los principios de 

convencionalidad y constitucionalidad ex officio 

y propersona se propone reformar el párrafo 

noveno del artículo 4º de la Constitución Política 

de los Estados Mexicanos para reconocer y 

garantizar la convivencia familiar como 

elemento fundamental para el desarrollo integral 

de la niñez. 

 

Es imprescindible que los operadores de justicia 

asuman como un derecho humano tutelado por 

                                                 
13 Ibidem pág. 6  
14 Ibidem pág. 7  

la Constitución la convivencia familiar y se 

reconozca la responsabilidad de los 

ascendientes, tutores y custodios en el pleno 

desarrollo de sus hijos la oportunidad y 

trascendencia que tiene para los menores la sana 

convivencia con sus familiares, particularmente 

con sus padres. La convivencia familiar será 

fundamental para el reconocimiento de todos los 

derechos que forman parte del interés superior 

del menor de manera puedan ser ejercidos con 

plenitud y sin pretexto alguno. El objetivo de 

esta iniciativa es que en las resoluciones 

judiciales y ante conflictos de orden familiar 

siempre se encuentre presente dicho derecho 

fundamental, por sobre todos los intereses, 

emociones y disputas particulares de los padres 

implicados en los juicios. 

 

México debe reconocer y elevar a rango 

Constitucional el ejercicio pleno de los derechos 

de las niñas, niños y adolescentes a la 

convivencia familiar cotidiana de manera que la 

crianza sea asertiva.  

 

Siguiendo todo lo anteriormente expuesto, se 

propone reformar el párrafo noveno del artículo 

4º de la Constitución Política de los Estados 

Mexicanos, para quedar como sigue:  

 
Artículo 4º 

 (VIGENTE) 
Artículo 4º 

(PROPUESTA) 
 

Artículo 4o. El varón y la 

mujer son iguales ante la 

ley. Esta protegerá la 

organización y el desarrollo 

de la familia.  

… 

En todas las decisiones y 

actuaciones del Estado se 

velará y cumplirá con el 

principio del interés 

superior de la niñez, 

garantizando de manera 

plena sus derechos. Los 

niños y las niñas tienen 

derecho a la satisfacción de 

sus necesidades de 

alimentación, salud, 

educación y sano 

esparcimiento para su 

desarrollo integral. Este 

Artículo 4o. El varón y la 

mujer son iguales ante la 

ley. Esta protegerá la 

organización y el desarrollo 

de la familia. 

… 

En todas las decisiones y 

actuaciones del Estado se 

velará y cumplirá con el 

principio del interés 

superior de la niñez, 

garantizando de manera 

plena sus derechos. Los 

niños y las niñas tienen 

derecho a la satisfacción de 

sus necesidades de 

alimentación, salud, 

educación, convivencia 

familiar y sano 

esparcimiento para su 

desarrollo integral. Este 
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principio deberá guiar el 

diseño, ejecución, 

seguimiento y evaluación 

de las políticas públicas 

dirigidas a la niñez. 

… 

 

principio deberá guiar el 

diseño, ejecución, 

seguimiento y evaluación 

de las políticas públicas 

dirigidas a la niñez. 

… 

 

Por lo anteriormente fundado y expuesto, someto 

a la consideración de esta H. Cámara de 

Diputados el siguiente proyecto de: 

 

Decreto por el que reforma el párrafo noveno del 

artículo 4º de la Constitución Política de los 

Estados Mexicanos. 

 

Artículo Único. - Se reforma el artículo 4º de 

la Constitución Política de los Estados 

Mexicanos para quedar como sigue: 

 

En todas las decisiones y actuaciones del Estado 

se velará y cumplirá con el principio del interés 

superior de la niñez, garantizando de manera 

plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen 

derecho a la satisfacción de sus necesidades de 

alimentación, salud, educación, convivencia 

familiar y sano esparcimiento para su desarrollo 

integral. Este principio deberá guiar el diseño, 

ejecución, seguimiento y evaluación de las 

políticas públicas dirigidas a la niñez. 

 

Transitorio 

 

Primero. - El presente decreto entrará en vigor el 

día siguiente al de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a 

26 de febrero de 2019 

 

Dip. Marina del Pilar Ávila Olmeda 

 

 

 
 

DE LA DIP. MARINA DEL PILAR ÁVILA OLMEDA 

CON PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA UN 

ARTÍCULO 11 BIS A LA LEY GENERAL DE 

INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS 

ELECTORALES 

 

La que suscribe, Marina del Pilar Ávila Olmeda, 

diputada federal de la LXIV Legislatura de la 

Honorable Cámara de Diputados, integrante del 

Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento 

en lo dispuesto en los artículos 71, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y los artículos 6, 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a 

consideración del pleno de esta soberanía la 

siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el 

que se adiciona un Artículo 11 Bis a la Ley 

General de Instituciones y Procedimientos 

Electorales, al tenor de la siguiente: 

 

Exposición de motivos 
 

El sindicalismo en México tiene una extensa y 

rica historia, siendo pionero a nivel mundial en el 

reconocimiento en el máximo nivel normativo de 

los derechos sociales de las personas. 

 

La vigente Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos de 1917 dio origen al 

constitucionalismo social, según el cual la ley 

fundamental de los pueblos no se limita a 

establecer las bases de la organización política de 

los estados y a reconocer y proteger los derechos 

del hombre en su aspecto individual, sino que 

agrega el valor de los derechos sociales.1 Estos 

derechos sociales fueron establecidos por primera 

vez en el mundo a rango constitucional en la 

norma fundamental hace más de un siglo como 

resultado de la Revolución Mexicana, a lo que le 

seguirían posteriormente muchas otras 

constituciones de distintos países.  

                                                 
1 Miguel de la Madrid Hurtado, La Constitución de 1917 y 

sus principios políticos fundamentales. Instituto de 

Investigaciones Jurídicas de la UNAM. México, 2001, pág. 

42. 

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/1/95/4.p

df 

 

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/1/95/4.pdf
https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/1/95/4.pdf
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La base de los derechos sociales es el 

reconocimiento de que la dignidad, la libertad y 

la justicia entre individuos y grupos, sólo son 

posibles si la sociedad y el Estado se articulan en 

tal forma que se generen las condiciones 

materiales e institucionales para su realización y 

desarrollo.2 

 

El Estado está obligado, a través del orden 

normativo, las políticas públicas y las 

instituciones, a garantizar el respeto y goce de los 

derechos sociales de toda persona. 3 

 

En la Constitución mexicana destaca el artículo 

123, el cual consagra el derecho de toda persona 

a un trabajo digno y socialmente útil, mediante la 

creación de empleos y la organización social para 

el trabajo.4 Dicho artículo, pilar de la actual 

constitución, regula diversos aspectos de la 

relación obrero-patronal, estableciendo 

principalmente derechos de los que gozan los 

trabajadores, con el fin de evitar explotaciones y 

abusos en su contra.  

 

Entre estas disposiciones se encuentran las 

relativas a la duración máxima de las jornadas 

laborales, la protección a menores de edad, el 

descanso semanal, las vacaciones, la protección a 

mujeres embarazadas, el salario digno, horas 

extras, vivienda, capacitación y adiestramiento 

para el trabajo, responsabilidad de los patrones 

por accidentes de trabajo y por enfermedades 

profesionales, normas de higiene y seguridad en 

los centros de trabajo.5 

 

Asimismo, el artículo 123 constitucional 

contempla los derechos colectivos de los 

trabajadores para unirse en defensa de sus 

intereses, a través de los sindicatos, 

complementado por derechos, como el de huelga 

o paro. 

 

                                                 
2 Ibídem, pág. 47. 
3 Ibídem. 
4 Ibídem, pág. 46. 
5 Ibídem. 

Al respecto, este artículo actualmente establece, 

entre otras cosas, lo siguiente: 
 

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo 

digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la 

creación de empleos y la organización social de 

trabajo, conforme a la ley. 

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las 

bases siguientes deberá expedir leyes sobre el 

trabajo, las cuales regirán:  

A. Entre los obreros, jornaleros, empleados 

domésticos, artesanos y de una manera general, 

todo contrato de trabajo: 

     (…) 

 

XVI. Tanto los obreros como los empresarios 

tendrán derecho para coaligarse en defensa de sus 

respectivos intereses, formando sindicatos, 

asociaciones profesionales, etc. 

 

Por otra parte, es la Ley Federal del Trabajo la 

que contiene las disposiciones relativas a la 

conformación y funcionamiento de los sindicatos 

en el país. 

 

A continuación, se reproducen algunos de los 

principales artículos de dicha ley que reflejan la 

naturaleza de los sindicatos en México: 
 

Artículo 356.- Sindicato es la asociación de 

trabajadores o patrones, constituida para el estudio, 

mejoramiento y defensa de sus respectivos intereses. 

(…) 

Artículo 374.- Los sindicatos legalmente 

constituidos son personas morales y tienen 

capacidad para:  

(…) 

III. Defender ante todas las autoridades sus 

derechos y ejercitar las acciones correspondientes. 

(…) 

Artículo 375.- Los sindicatos representan a sus 

miembros en la defensa de los derechos individuales 

que les correspondan, sin perjuicio del derecho de 

los trabajadores para obrar o intervenir 

directamente, cesando entonces, a petición del 

trabajador, la intervención del sindicato. 

 

Aunado a ello, el Estado mexicano ratificó el 1º 

de abril de 1950 el Convenio C087 de la 

Organización Internacional del Trabajo (OIT), 

convenio sobre la libertad sindical y la protección 

del derecho de sindicación, cuya entrada en vigor 

fue el 4 de julio del mismo año.  
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Es decir, México ratificó hace más de 65 años 

este convenio que establece las bases de los 

derechos sindicales, destacando como parte de 

sus disposiciones los siguientes artículos: 
 

Artículo 2 

Los trabajadores y los empleadores, sin ninguna 

distinción y sin autorización previa, tienen el 

derecho de constituir las organizaciones que 

estimen convenientes, así como el de afiliarse a 

estas organizaciones, con la sola condición de 

observar los estatutos de las mismas 

 

Artículo 3 

1. Las organizaciones de trabajadores y de 

empleadores tienen el derecho de redactar sus 

estatutos y reglamentos administrativos, el de elegir 

libremente sus representantes, el de organizar su 

administración y sus actividades y el de formular su 

programa de acción. 

2. Las autoridades públicas deberán abstenerse de 

toda intervención que tienda a limitar este derecho 

o a entorpecer su ejercicio lega 

 

Artículo 8 

1. Al ejercer los derechos que se les reconocen en el 

presente Convenio, los trabajadores, los 

empleadores y sus organizaciones respectivas están 

obligados, lo mismo que las demás personas o las 

colectividades organizadas, a respetar la legalidad. 

(…) 

 

Como se ha señalado, el sindicalismo forma parte 

pilar de los derechos sociales reconocidos por el 

ordenamiento jurídico mexicano, tanto a nivel 

internacional, como constitucional, federal y 

local. 

 

Se trata de un derecho laboral que ha implicado 

históricamente la seguridad jurídica de millones 

de trabajadores que se encuentran en una 

situación de vulnerabilidad y subordinación 

frente al patrón. 

 

Los sindicatos por lo general disponen de grandes 

recursos y la fuerza o poder que conlleva contar 

con cientos o miles de agremiados para el 

cumplimiento de su finalidad: la defensa de los 

derechos laborales de sus integrantes.  

 

No obstante, lo anterior debe reconocerse que 

suele ser una práctica común que se utilicen estos 

recursos y apoyo gremial para fines distintos o 

ajenos a los de su propósito. Los grandes recursos 

económicos y humanos de los dirigentes de 

organizaciones sindicales pueden ser destinados 

para su beneficio personal y no directamente para 

la defensa de los intereses gremiales. Tal es el 

caso en que los dirigentes sindicales optan por 

postularse a cargos de elección popular, sin antes 

separase de sus funciones al frente del sindicato. 

 

Si bien es cierto que en muchas ocasiones en que 

se da esta situación no necesariamente se utilizan 

indebidamente los recursos económicos y 

humanos que tienen al alcance los líderes 

sindicales, sí lo es el hecho de que se encuentran 

en una posición de ventaja frente al resto de 

contendientes electorales. 

 

Existen en México organizaciones sindicales con 

miles o cientos de miles de agremiados, lo cual 

automáticamente coloca en una situación 

desventajosa al resto de candidatos o 

precandidatos que aspiran al mismo cargo de 

elección popular. Además, siempre se encuentra 

latente la posibilidad de que parte de los recursos 

sindicales sean destinados para obtener aún 

mayores ventajas en la contienda electoral, en 

detrimento de los derechos del resto. 

 

Es en este sentido en el que está dirigida la 

presente iniciativa con proyecto de decreto. 

 

Se pretende establecer en la Ley General de 

Instituciones y Procedimientos Electorales la 

imposibilidad de que dirigentes de 

organizaciones sindicales de trabajadores puedan 

postularse a cargos de elección popular, a menos 

que se separen definitivamente de sus funciones 

90 días antes de las elecciones. 

 

Con esto, se equilibrarían las condiciones para las 

distintas partes que procuran el respectivo cargo, 

ya sea que se trate de elecciones a nivel 

municipal, estatal o federal. 

 

Es necesario que se concrete la modificación 

legislativa aquí propuesta, con el afán de procurar 

que en elecciones populares existan condiciones 
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relativamente igualitarias entre los aspirantes, así 

como para evitar que los recursos materiales y 

humanos con los que cuentan los referidos 

dirigentes, tengan una injerencia directa en el 

resultado de los comicios. 

 

Reconocer lo anterior no implica un menoscabo a 

la histórica figura del sindicato, ni a los derechos 

de quienes constituyen una y mucho menos de 

sus dirigentes. Se trata simplemente de una 

disposición necesaria para evitar se aproveche la 

dirigencia gremial para obtener ventajas 

electorales. En distintos países se establecen 

prohibiciones en este sentido, incluso a nivel 

constitucional, como se da en la Constitución 

Política de la República de Chile. 

 

Al respecto, el artículo 23 de la ley fundamental 

señala lo siguiente: 
 

Artículo 23. (…). Son incompatibles los cargos 

directivos superiores de las organizaciones 

gremiales con los cargos directivos superiores, 

nacionales y regionales, de los partidos políticos.  

La ley establecerá las sanciones que corresponda 

aplicar a los dirigentes gremiales que intervengan 

en actividades político partidistas y a los dirigentes 

de los partidos políticos que interfieran en el 

funcionamiento de las organizaciones gremiales y 

demás grupos intermedios que la propia ley señale. 
 

Asimismo, el artículo 54 constitucional 

contempla la prohibición para líderes 

gremiales de postularse a diputados o 

senadores: 
 

Artículo 54. No pueden ser candidatos a diputados 

ni a senadores:  

1) Los Ministros de Estado;  

2) Los intendentes, los gobernadores, los alcaldes, 

los miembros de los consejos regionales y los 

concejales;  

3) Los miembros del Consejo del Banco Central;  

4) Los magistrados de los tribunales superiores de 

justicia y los jueces de letras;  

5) Los miembros del Tribunal Constitucional, del 

Tribunal Calificador de Elecciones y de los 

tribunales electorales regionales;  

6) El Contralor General de la República;  

7) Las personas que desempeñan un cargo directivo 

de naturaleza gremial o vecinal;  

8) Las personas naturales y los gerentes o 

administradores de personas jurídicas que celebren 

o caucionen contratos con el Estado, y  

9) El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los 

fiscales adjuntos del Ministerio Público.  

(…) 

 

Se trata pues, de evitar las posiciones desiguales 

en contiendas electorales, en aras de un proceso 

justo, a favor de los ciudadanos votantes y de la 

población en general. 

 

La adición de un artículo 11 Bis a la Ley General 

de Instituciones y Procedimientos Electorales 

resultaría en un complemento a lo dispuesto en 

los artículos 55 y 58 constitucionales y de los 

artículos 10 y 11 de la ley mencionada, los que 

establecen los requisitos de elegibilidad para 

diputados, senadores, y otros cargos de elección 

popular. 

 

Por lo anteriormente fundado y expuesto, someto 

a la consideración de esta Honorable Cámara de 

Diputados el siguiente proyecto de: 

 

Decreto 

 

que adiciona un Artículo 11 Bis a la Ley General 

de Instituciones y Procedimientos Electorales: 

 

Artículo único. - Se adiciona un Artículo 11 

Bis a la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales para quedar como 

sigue: 

 

Artículo 11 Bis. - A ninguna persona podrá 

registrársele como candidato a un cargo de 

elección popular para la integración de los 

Poderes Legislativo y Ejecutivo de la Unión y 

de las entidades federativas, así como de los 

ayuntamientos, si es dirigente de alguna 

organización sindical de trabajadores, a menos 

que se separe definitivamente de sus funciones 

90 días antes del día de la elección. 

 

Transitorios 
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Primero. - El presente decreto entrará en vigor el 

día siguiente al de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

 

Segundo. - Las entidades federativas contarán 

con un plazo de 180 días para realizar las 

adecuaciones necesarias a sus respectivas 

leyes en la materia conforme al presente Decreto, 

contados a partir del día en que entre en vigor el 

mismo. 

  

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a 

28 de febrero de 2019 

 

Dip. Marina del Pilar Ávila Olmeda 

 

 

 

 
 

 

 

DEL DIP. RUBÉN CAYETANO GARCÍA CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

MODIFICA EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL INCISO B 

DE LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 27 DE LA 

LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS 

ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS 

 

El suscrito, Rubén Cayetano García, diputado del 

Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV 

Legislatura al Honorable Congreso de la Unión, 

con fundamento en lo dispuesto por el artículo  

71 fracción segunda, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, así como los 

artículos 6 numeral 1, fracción I, 77, numeral 1 y 

78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, 

someto a la consideración de esta soberanía el 

presente proyecto de decreto por el que se 

modifica el segundo párrafo del inciso b y se 

deroga el inciso c de la fracción III del artículo 27 

de la Ley de Amparo, reglamentaria de los 

artículos 103 y 107 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, al tenor del 

siguiente: 

 

Planteamiento del problema 

 

La publicación de edictos para llevar a cabo el 

acto procesal del emplazamiento al tercero 

interesado y del particular responsable en materia 

de amparo, constituye muchas veces una 

imposibilidad para entablar la relación jurídica-

procesal entre quejoso-juez-tercero-responsable, 

en gran medida por la exigencia legal del 

emplazamiento a través de edictos que deben 

publicarse tanto en el Diario Oficial de la 

federación cómo en uno de los periódicos de 

mayor circulación en la república.  

 

Ésta circunstancia o predisposición legal ni 

siquiera se encuentra prevista en la propia Ley de 

Amparo, sino en la norma supletoria que es el 

Código Federal de Procedimientos Civiles, una 

normatividad que regula predominantemente 

litigios o procesos de índole particular o privado, 

que salvo los juicios de materia familiar, tienen 

que ver con el patrimonio y la esfera jurídica 

económica de las partes, que además, como la 

propia ley lo establece, puede haber un 

desembolso o inversión en gastos o costas, cuyas 

cuantías pueden ser recuperadas a través de la 

sentencia condenatoria, lo que no ocurre en la 

materia de amparo.  

 

La naturaleza del juicio de amparo, su razón, su 

origen, es una arbitrariedad, un atropello, un 

derecho vulnerado, que generalmente proviene de 

una autoridad, gobierno o del Estado, el interés 

jurídico no radica en el ejercicio de una acción 

genuina y legitima de obtener un beneficio o la 

salvaguarda o restitución, tratándose de una cosa 

litigiosa tangible: mueble, inmueble, dinero o 

intangible: el nombre, una custodia, verbigracia.  

 

El amparo busca la tutela de un derecho violado, 

pero sin garantizar que los gastos y las costas que 

implica el trámite del juicio de garantías se 

condenarán o se recuperarán. 

 

El propósito de esta iniciativa de reforma al 

artículo 27, fracción III, inciso b), segundo 

párrafo, y se deroga el inciso c) de la Ley de 

Amparo, es el establecer un mecanismo procesal 
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que haga más sencillo y eficiente el acto formal 

del emplazamiento al tercero y al responsable 

particular y también abolir la supletoriedad de la 

normatividad adjetiva civil federal. 

 

Considero además que, la jerarquía de la Ley 

Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, debe establecer una regulación 

precisa y exacta con el fin tutelante de los 

derechos humanos, las garantías, la audiencia, la 

legalidad, el debido proceso, entre otros. 

 

El artículo 17 de la Carta Magna literalmente dice 

que “ninguna persona podrá hacerse justicia por 

sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su 

derecho y agrega “toda persona tiene derecho que 

se le administre justicia por tribunales que estarán 

expeditos para impartirla en los plazos y términos 

que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de 

manera pronta, completa e imparcial. Su servicio 

será gratuito, quedando en consecuencia, 

prohibidas las costas judiciales. La gratuidad es 

afectada por la Ley de Amparo y el Código 

Procesal Civil Federal, como está. 

 

El emplazamiento al tercero interesado y 

responsable particular mediante edictos, 

constituye una carga al quejoso quien además de 

padecer de una violación a su esfera jurídica, se 

le impone una onerosidad que se asemeja a una 

revictimización, que también le impone una 

dilación procesal mientras se pagan, programan y 

publican los referidos edictos en periódicos de 

circulación en toda la república.  

 

Vale la pena reflexionar sobre la literalidad 

establecida actualmente cuándo refiere: “En uno 

de los periódicos diarios de mayor circulación en 

la república”, que no todos los actos reclamados 

en vía de amparo son cometidos con una 

repercusión nacional, tampoco todos los terceros 

interesados o particulares responsables explayan 

su domicilio, negocios o actividades públicas o 

privadas en todo el territorio nacional, para 

suponer que es necesaria una publicación 

nacional. 

 

Muchas veces el periódico regional o local es el 

de mayor acceso por el ciudadano común y por 

eso, tanto el tercero como el particular pueden ser 

enterados por el propio medio, algún vecino, 

compañero de trabajo o familiar. 

 

Por razones mercantiles obvias, una publicación 

de edictos en un diario de circulación nacional, 

significa una erogación muy superior a la que 

pudiera realizarse en un diario o interdiario de 

circulación local (estatal) o regional que pudiera 

garantizar una impresión y circulación no menor 

de tres mil ejemplares. 

 

Como sabemos, tan solo el Diario Oficial de la 

Federación, a partir de la más reciente reforma 

hecha por ésta legislatura, será digital y ahorrará 

papel, ésta determinación en nada afecta la 

publicación de edictos, ya que cumple con el 

requisito formal de publicidad en el 

emplazamiento y notificación en comento. 

 

De los diarios nacionales, ni el de mayor 

cobertura llega a todas las regiones, ya no 

digamos a todos los municipios, por ejemplo, en 

la Costa Chica de Guerrero, de donde vengo, no 

se vende ningún diario de circulación nacional, 

hablo de 12 municipios y lo mismo ocurre en 

otras regiones del país, sólo llegan a las ciudades 

más grandes, incumpliendo con la publicidad que 

se busca para garantizar el derecho de audiencia 

que justifica el legal emplazamiento. 

 

Ni siquiera algunos diarios que se dicen de 

circulación estatal tienen cobertura superior a 200 

ejemplares diarios por municipio, muchas veces 

sólo dicen ser periódicos de circulación estatal, 

sin que en realidad cumplan el efecto publicitario 

que busca la notificación de que se trata, en 

realidad la publicación constituye un mero 

requisito para justificar la prosecución del 

procedimiento y para que el notificado no alegue 

no estar enterado.  

 

El acto formal de la primera notificación o 

emplazamiento en el amparo no debe estar 

relegado a una norma supletoria, que, como el 

Código de Procedimientos Civiles Federales, 
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independientemente de que regule una 

notificación en procedimientos de carácter 

privado, el juicio de amparo, siendo uno de los 

instrumentos para garantizar los derechos 

humanos, debe establecer en su misma ley el acto 

procesal más sacramental como lo es la primera 

notificación y emplazamiento. 

 

Es por las razones antes expuestas que considero 

esta reforma de suma importancia y por ello 

someto a consideración el siguiente: 

 

Decreto 

 

Por el que se modifica el segundo párrafo del 

inciso b y se deroga el inciso c de la fracción III 

del artículo 27 de la Ley de Amparo, 

reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos 

 

Primero. - Se reforma el segundo párrafo del 

inciso b de la fracción III del artículo 27 de la 

Ley de Amparo para quedar como sigue: 

 

Artículo 27… 

III… 

b) … 

 

Si a pesar de lo anterior no pudiere efectuarse la 

notificación, se hará por edictos que se publicarán 

en el Diario Oficial de la Federación y en uno de 

los periódicos de circulación estatal o regional 

que garantice la circulación de al menos tres mil 

ejemplares en diez municipios dentro de los 

cuales se encuentre el último domicilio del 

tercero interesado y particular señalado como 

responsable, por tres veces, de siete en siete días. 

 

El edicto debe contener una relación sucinta de la 

demanda y será fijado además, en la puerta del 

tribunal durante todo el tiempo del 

emplazamiento, haciéndosele saber que debe 

presentarse dentro del término de treinta días, 

contados del siguiente al de la última publicación, 

apercibido de que en caso de no acudir por sí, por 

apoderado o representante en términos del 

artículo 12 de ésta misma ley, se seguirá el juicio 

en rebeldía, debiéndose realizar las ulteriores 

notificaciones por cédula que se fijará en los 

estrados del órgano jurisdiccional y deberá 

contener en síntesis, la resolución o 

determinación judicial que ha de notificarse. 

 

El costo de la publicación de edictos por ésta 

notificación será gratuito en el Diario Oficial de 

la Federación y el costo en el periódico de 

circulación estatal o regional será cubierto por el 

Poder Judicial Federal. 

 

Segundo. - Inciso c) se deroga. 

 

Transitorio 

 

Primero. - El presente Decreto entrará en vigor 

al día siguiente de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a 

28 de febrero de 2019 

 

 

Dip. Rubén Cayetano García 

 

 

 
 

 

 

DEL DIP. ERIK ISAAC MORALES ELVIRA CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE REFORMA 

EL ARTÍCULO 3O. DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

 

Con fundamento en lo establecido por los 

artículos 71 fracción II y 135 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; así 

como por los artículos 6 numeral 1 en su fracción 

I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados del Honorable Congreso de la Unión, 

me permito someter a la consideración de esta 

Honorable Cámara de Diputados, la presente 

iniciativa con proyecto de decreto por el que se 

reforma el artículo 3o. de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la 

siguiente: 
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Exposición de motivos 

 

Para lograr la consolidación de un Estado de 

derecho es fundamental la construcción de una 

legislación armónica con la política pública y 

contar con la mayor participación de las partes 

involucradas en garantizar las libertades y 

derechos. Lo anterior obliga a quienes integran el 

Honorable Congreso de la Unión a ser 

responsables y fomentar una mayor partición de 

la sociedad civil, con la principal intención de 

mejorar nuestra democracia y Estado de derecho. 

 

Por lo que resulta aplaudible y se les reconoce las 

diputadas y los diputados integrantes de las 

comisiones de educación y puntos 

Constitucionales, que mediante principios 

democráticos y de legitimidad, permitan la 

realización de foros de consulta entre los poderes 

políticos y civiles. Lograr una participación 

generalizada fomenta que se construyan mejores 

condiciones para garantizar los derechos de la 

sociedad. 

 

Es prudente hacer modificaciones a la 

Constitución Política, de modo que el sistema 

educativo mexicano pueda otorgar las 

herramientas necesarias para que las niñas, niños 

y jóvenes tengan las herramientas necesarias para 

enfrentar las complicaciones que un mundo tan 

globalizado presenta.  

 

El camino para el mejoramiento del sistema 

educativo implica instituir una enseñanza 

integral, por medio de asignaturas que permitan 

el desarrollo tanto físico como mental de las 

niñas, niños y jóvenes; de modo que resulta 

indispensable implementar modificaciones 

sustanciales a los planes de estudio y propiciar 

condiciones óptimas para quienes participan en la 

educación. 

 

Al establecer en nuestra Constitución que la 

educación que se imparta en el país deberá incluir 

en sus planes de estudio la activación física, la 

educación física y el deporte, implica una serie de 

beneficios en favor del desarrollo integral de las 

niñas, niños y jóvenes. Al establecer que los 

conceptos de activación física, educación física y 

deporte formarán parte del lenguaje en el sistema 

educativo mexicano, implica una obligación y 

responsabilidad del Estado en garantizar 

libertades y derechos; ante tal situación será 

necesario construir los mecanismos capaces de 

darles cumplimiento, así como establecer 

parámetros a partir de su definición y alcance.  

 

Situación por la que resulta necesario mirar a los 

tratados internacionales ratificados por el Estado 

mexicano, lo que permitirá establecer un mínimo 

vital a partir de aquellos compromisos que se han 

adquirido para mejorar la educación de las niñas, 

niños y adolescentes de nuestro país. 

 

Para comenzar, se realizará un análisis de lo 

establecido por la Convención sobre los Derechos 

del Niño, acuerdo que fuera publicado en el 

Diario Oficial de la Federación el 25 de enero de 

1991. 

 

Lo primero será remitirse al artículo 4, puesto 

que será en este precepto donde se obligue al 

Estado mexicano a adoptar todas las medidas 

administrativas, legislativas y de otra índole para 

dar efectividad a los derechos reconocidos por la 

Convención sobre los Derechos del Niño. De 

modo que los derechos reconocidos a las niñas y 

niños con la ratificación de esta convención, 

implica la obligación del Estado a establecer 

medidas que permitan garantizarlos.  

 

Una vez citado el artículo anterior, resulta 

necesario que sean expresados los derechos en 

materia educativa, particularmente los 

relacionados al desarrollo físico del menor y sus 

consecuencias, lo cual permitirá contextualizar 

sobre las necesidades que deberán ser cubiertas.  

 

La Convención nos establece que el niño tendrá 

derecho al disfrute del más alto nivel posible de 

salud, por lo que los Estados parte deberán 

asegurar la plena aplicación de este derecho por 

medio de medidas apropiadas tales como 

asegurar que todos los sectores de la sociedad, y 

en particular los padres y los niños, conozcan los 

principios básicos de la salud y la nutrición de los 
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niños, la higiene y el saneamiento ambiental, así 

como el acceso a la educación pertinente que les 

permitan recibir apoyo en la aplicación de esos 

conocimientos. 

 

La Convención establece que para lograr un nivel 

de vida adecuado es necesario establecer 

parámetros de desarrollo físico, mental, 

espiritual, moral y social del niño. Por lo que los 

Estados parte deberán adoptar, de acuerdo con las 

condiciones nacionales y con arreglo a sus 

medios, medidas apropiadas para ayudar a los 

padres y a otras personas responsables por el niño 

a dar efectividad a este derecho.  

 

La Convención reconoce el derecho a la 

educación, de modo que se pueda ejercer 

progresivamente y en condiciones de igualdad de 

oportunidades a partir de la enseñanza primaria 

obligatoria y la superior por medios accesibles. 

Situación que implica el establecimiento de 

objetivos para la educación, la cual estará 

encaminada a desarrollar la personalidad, las 

aptitudes y la capacidad tanto mental como física 

del niño hasta el máximo de sus posibilidades. 

 

Haciendo un paréntesis, para dar mención a la 

iniciativa de reforma, la adición del párrafo 

correspondiente a las asignaturas que deberán 

incluirse en los planes de estudio de la educación 

impartida en nuestro país resulta una iniciativa de 

avanzada por cuanto hace a reconocer y 

garantizar derechos conexos. La aplicación de 

asignaturas tales como la historia, las lenguas 

originarias, la promoción de valores, la activación 

física y el respeto al medio ambiente, conlleva de 

manera derivada que se mire a garantizar otros 

derechos mediante la mejoría del sistema 

educativo.  

 

Tal situación convierte a la presente iniciativa 

como una oportunidad para lograr una mayor 

protección del derecho a la educación y lograr 

una mejor armonización entre lo establecido en 

los tratados internacionales de la materia con la 

Constitución. De tal manera que nuestra 

Constitución se vuelve un ordenamiento 

progresista en cuanto a la protección de los 

derechos humanos.  

 

Regresando a los objetivos que establece la 

Convención sobre los Derechos del Niño, se 

acuerda que es indispensable desarrollar la 

personalidad, las aptitudes y la capacidad mental 

y física del niño hasta el máximo de sus 

posibilidades. Resultando que sería entonces el 

Estado mexicano quien propicie las mejores 

condiciones entre quienes son educados, de tal 

manera que las niñas y niños tengan las mayores 

posibilidades en un plano de equidad, buscando 

un nivel de excelencia y lograr su integralidad.  

 

El artículo 31 de la Convención forma parte de 

uno de los argumentos por los que debe hacerse 

una diferencia al conceptualizar activación física, 

educación física y deporte en la enseñanza y por 

las que esta Comisión emite la presente opinión. 

 

Resulta que, del artículo antes citado, se reconoce 

el derecho del niño al descanso y el 

esparcimiento, al juego y a las actividades 

recreativas propias de su edad y a participar 

libremente en la vida cultural y en las artes.  

 

Por lo que estas actividades físicas deben realizar 

bajo un esquema que sea el adecuado para 

potencializar las aptitudes y destrezas de las niñas 

y niños. Eso se logra por medio de una 

armonización en la participación de todos los 

interesados en el desarrollo de la educación, para 

dotar de las mayores facilidades a los niños y 

niñas en su aprendizaje.  

 

El reconocer los derechos a la activación física, 

educación física y al deporte es un gran paso que 

permitiría hacer del ejercicio físico el detonador 

de un desarrollo físico y mental.  

 

Es necesario conceptualizar los distintos 

términos, de modo que sea posible conocer la 

diversidad que existe entre ellas, así como sus 

semejanzas y diferencias. De tal forma será 

posible contextualizar la necesidad de que la 

activación física, la educación física y el deporte 

sean derechos que a las niñas, niños y jóvenes les 
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sean garantizados, lo que permitiría establecer un 

equilibrio y fortalecer los vínculos que existan 

entre la enseñanza física y mental. 

 

La Organización Mundial de la Salud considera a 

la actividad física como cualquier movimiento 

corporal producido por los músculos esqueléticos 

que exija gasto de energía. De modo que la 

actividad física abarca el ejercicio, pero también 

otras actividades que entrañan movimiento 

corporal y se realizan como parte de los 

momentos de juego, del trabajo, de formas de 

transporte activas, de las tareas domésticas y de 

actividades recreativas. 

 

El Ministerio de Salud de la Presidencia de la 

Nación de Argentina considera que el término 

actividad física se refiere a una amplia variedad 

de actividades y movimientos que incluyen 

actividades cotidianas, tales como caminar, 

bailar, subir y bajar escaleras, actividades 

domésticas y otras, además de ejercicios 

planificados. 

 

Se interpreta que la activación física es una serie 

de movimientos instantáneos que han sido 

realizados de forma instantánea para cumplir una 

serie de funciones corporales. Por lo que no 

existe una justificación y planeación para obtener 

un beneficio constante en las niñas, niños y 

jóvenes. 

 

La Carta Internacional de la Educación Física y el 

Deporte afirma que deberán reforzarse estas dos 

disciplinas en su acción formativa y favorecer los 

valores humanos fundamentales que sirven de 

base al pleno desarrollo de los pueblos. Por lo 

que deberá tenerse en cuenta que la formación en 

educación física y deporte, además de la 

importancia que revisten para el cuerpo y la 

salud, contribuyen al desarrollo completo y 

armonioso del ser humano.  

 

De tal modo que la práctica de la educación física 

y el deporte es un derecho fundamental para 

todos.  

Realizando un ejercicio de derecho comparado, 

resulta indispensable considerar la legislación 

española en materia de inclusión de la educación 

física y deporte.  

 

La legislación que permite contextualizar la 

importancia del desarrollo físico y mental en la 

educación se fundamenta en el Real Decreto 

1513/2006, de 7 de diciembre, por el que se 

establecen las enseñanzas mínimas para la 

Educación Primaria.  

 

Al reconocer beneficios físicos y psicológicos, 

sobre la salud y el bienestar, sociales en cuanto a 

propiciar una mejor convivencia y sobre otras 

áreas académicas, resulta una legislación a seguir 

por la importancia que esta tiene en la garantía 

del derecho a la activación física, educación 

física y deporte en el sistema educativo.  

 

Dentro de los objetivos para propiciar beneficios 

físicos y psicológicos tiene su cauce en utilizar 

las capacidades físicas, habilidades motrices y su 

conocimiento de la estructura y funcionamiento 

del cuerpo para adaptar el movimiento a las 

circunstancias y condiciones de cada situación.  

 

Así es posible lograr una armonía entre la 

ejecución de movimientos y el conocimiento de 

sus consecuencias, por lo que la educación física 

resulta determinante para objetivar la activación 

física.  

 

Al margen del mismo Real Decreto, se considera 

que, al apreciar la actividad física para el 

bienestar, manifestando una actitud responsable 

hacia uno mismo y las demás personas y 

reconociendo los efectos del ejercicio físico, de la 

higiene, de la alimentación y de los hábitos 

postulares sobre la salud.  

 

Por lo que respetar el derecho a la educación 

física, permitirá construir una estrategia armónica 

donde la activación física se complemente con 

una enseñanza del cuerpo para lograr su 

bienestar, por medio de una buena alimentación y 

hábitos saludables.  
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Por todo lo expuesto, haciendo uso de las 

facultades que me son conferidas como diputado 

federal, someto a consideración del Pleno de esta 

H. Cámara de Diputados, el siguiente: 

 

Decreto por el que se reforma el artículo 3o. de 

la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos 

 

Artículo Único. - Se adiciona un párrafo tercero 

al artículo 3o de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, recorriendo en los 

subsecuente los párrafos siguientes, para quedar 

como se expresa a continuación: 

 

Artículo 3o. Toda persona tiene derecho a recibir 

educación. El Estado –Federación, Estados, 

Ciudad de México y Municipios-, impartirán 

educación preescolar, primaria, secundaria y 

media superior. La educación preescolar, 

primaria y secundaria conforman la educación 

básica; ésta y la media superior serán 

obligatorias.  

 

La educación que imparta el Estado tenderá a 

desarrollar armónicamente, todas las facultades 

del ser humano y fomentarán en él, a la vez, el 

amor a la Patria, el respeto a los derechos 

humanos y la conciencia de la solidaridad 

internacional, en la independencia y en la justicia.  

 

Para lograr un sistema educativo integral, 

donde se desarrollen conjuntamente las 

habilidades físicas y mentales de las niñas, 

niños y jóvenes, deberán incluirse en sus 

planes de estudio la activación física, la 

educación física y el deporte. 

 

… 

Transitorios 

 

Primero. – El presente decreto entrará en vigor 

al día siguiente de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

 

Segundo. – El Congreso de la Unión adecuará la 

legislación secundaria de acuerdo con lo 

establecido por el presente Decreto, dentro de los 

180 días siguientes a la publicación y entrada en 

vigor del mismo.  En tanto eso ocurre, la 

autoridad educativa federal, transitoriamente, 

proveerá las medidas necesarias para dar 

cumplimiento a las modificaciones establecidas 

en el presente Decreto.  

 

Tercero. – La legislación secundaria, en los 

casos que así lo ameriten, determinará la 

gradualidad para la implementación de esta 

reforma.  

 

 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a 

27 de febrero de 2019 

 

Dip. Erik Isaac Morales Elvira 

 

 

 

 
 

 

 

DEL DIP. RAÚL EDUARDO BONIFAZ MOEDANO 

CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

ADICIONA EL ARTÍCULO 24 BIS DE LA LEY DE 

MIGRACIÓN 

 

El que suscribe, diputado federal Raúl Eduardo 

Bonifaz Moedano, del Grupo Parlamentario de 

Morena, con fundamento en lo dispuesto por los 

artículos 71, fracción II, 72, inciso h) de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 6, fracción I, 77 y 78 del Reglamento 

de la Cámara de Diputados y demás 

disposiciones jurídicas aplicables, somete a 

consideración de esta Honorable Soberanía la 

siguiente: Iniciativa con Proyecto de Decreto por 

el que se adiciona el artículo 24 Bis de la Ley de 

Migración, con base en la siguiente: 

 

Exposición de Motivos 

 

La migración de las y los menores de edad que lo 

realizan sin sus padres ni tutores legales o bien, 

sin la compañía de otros adultos, ya sea porque 

no se encuentran acompañados o porque han sido 
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separados de su familia, plantea situaciones que 

requieren decisiones de urgencia en materia de 

migración en especial en momentos en que el 

fenómeno migratorio está sufriendo cambios 

imprevisibles para las instituciones tanto en la 

frontera norte como en la sur del país.  

 

El Fondo de las Naciones Unidas para la 

Infancia, define a las y los niños separados de su 

familia como “aquellos que quedan separados de 

ambos progenitores o de sus anteriores tutores 

legales o cuidadores habituales, pero no 

necesariamente de otros familiares. Esto puede 

incluir, por tanto, a niños acompañados por 

otros familiares adultos”.  

 

Agrega que las y los niños no acompañados son 

aquellos que “han quedado separados de ambos 

progenitores y de otros familiares, y cuyo 

cuidado queda a cargo de un adulto quien legal o 

habitualmente es responsable de dicho cuidado”.  

 

El Congreso Federal Mexicano en la Ley de 

Migración publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el 12 de julio de 2018, define a las 

niñas, niños o adolescentes migrantes no 

acompañados como “todo migrante nacional o 

extranjero menor de 18 años de edad, que se 

encuentre en territorio nacional y que no esté 

acompañado de un familiar consanguíneo o 

persona que tenga su representación legal”.  

 

En 2017, las cifras plasmaron que son alrededor 

de 50 millones las niñas, niños y adolescentes 

migrantes en todo el mundo1.  

 

En México, la presencia de 17,5932 niñas, niños y 

adolescentes (NNA), son procedentes de los 

países centroamericanos, en especial del llamado 

                                                 
1 Cifras alrededor del mundo.  

 
2 Secretaría de Gobernación. Unidad de Política 

Migratoria. Menores migrantes en México. 

Extranjeros presentados ante las autoridades 

migratorias y mexicanos devueltos por Estados 

Unidos. P.2 Gráfica No.1 elaborada con datos de 

esa dependencia.  

 

Triángulo Norte (Guatemala, Honduras y El 

Salvador) que son parte de los flujos migratorios3 

irregulares que se dirigen hacia Estados Unidos 

de América y que han cobrado importancia como 

actores emergentes de los procesos migratorios. 

Concluyendo que, los provenientes de 

Guatemala, Honduras y El Salvador representan 

el 98.3% del total de dichos flujos como lo 

muestra la gráfica.  

 

En la frontera sur hay dos regiones por las que 

transitan las niñas, niños y adolescentes 

migrantes. La primera, por la que viaja el mayor 

volumen de menores de edad es la zona costera 

del estado de Chiapas, particularmente la región 

del Soconusco. La segunda es la zona fronteriza 

de Tabasco, junto con el perímetro de Palenque, 

en Chiapas, aunque se observa una mayor 

dispersión de los lugares por donde pasan los 

menores migrantes, particularmente los que 

viajan solos4.  

 
                                                 

3 Cifras en el triángulo 

nortehttp://www.politicamigratoria.gob.mx/work/mo

dels/SEGOB/CEM/PDF/Estadisticas/Medidas_de_f

acilitacion_migratoria/H_2010_2013/En%20Foco

%2024122015.pdf  

 

 
4 Regiones de Tránsito. 

http://www.politicamigratoria.gob.mx/work/models/

SEGOB/CEM/PDF/Estadisticas/Medidas_de_facilit

acion_migratoria/H_2010_2013/En%20Foco%202

4122015.pdf 

http://www.politicamigratoria.gob.mx/work/models/SEGOB/CEM/PDF/Estadisticas/Medidas_de_facilitacion_migratoria/H_2010_2013/En%20Foco%2024122015.pdf
http://www.politicamigratoria.gob.mx/work/models/SEGOB/CEM/PDF/Estadisticas/Medidas_de_facilitacion_migratoria/H_2010_2013/En%20Foco%2024122015.pdf
http://www.politicamigratoria.gob.mx/work/models/SEGOB/CEM/PDF/Estadisticas/Medidas_de_facilitacion_migratoria/H_2010_2013/En%20Foco%2024122015.pdf
http://www.politicamigratoria.gob.mx/work/models/SEGOB/CEM/PDF/Estadisticas/Medidas_de_facilitacion_migratoria/H_2010_2013/En%20Foco%2024122015.pdf
http://www.politicamigratoria.gob.mx/work/models/SEGOB/CEM/PDF/Estadisticas/Medidas_de_facilitacion_migratoria/H_2010_2013/En%20Foco%2024122015.pdf
http://www.politicamigratoria.gob.mx/work/models/SEGOB/CEM/PDF/Estadisticas/Medidas_de_facilitacion_migratoria/H_2010_2013/En%20Foco%2024122015.pdf
http://www.politicamigratoria.gob.mx/work/models/SEGOB/CEM/PDF/Estadisticas/Medidas_de_facilitacion_migratoria/H_2010_2013/En%20Foco%2024122015.pdf
http://www.politicamigratoria.gob.mx/work/models/SEGOB/CEM/PDF/Estadisticas/Medidas_de_facilitacion_migratoria/H_2010_2013/En%20Foco%2024122015.pdf
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Nota: La información se refiere a los eventos de las 

personas migrantes ingresadas en las estaciones 

migratorias del INM bajo el procedimiento 

administrativo previsto en los artículos 99, 112 y 

113 de la Ley de Migración y del artículo 222 de su 

Reglamento.   

Fuente:  Elaboración propia con base en los Datos 

de la Unidad de Política Migratoria, SEGOB, con 

base en información registrada en las estaciones 

migratorias, oficinas centrales y locales del INM 

 

En el estado de Chiapas, las autoridades 

migratorias presentaron un total de 6,831 niñas, 

niños y adolescentes migrantes, lo cual significa 

el 37.8% del total nacional, 18,066. Tabasco y 

Veracruz le siguieron con 2,724 y 2,243 menores 

de edad, representando el 15.1% y 12.4% 

respectivamente. Cabe destacar que Colima fue el 

único estado en el que no se presentó a ninguna 

persona menor de edad migrante. 

 

 
 

Ahora bien, el procedimiento administrativo que 

marca el artículo 112 de la Ley de Migración, 

establece que:  

 
“…cuando alguna niña, niño o adolescente 

migrante no acompañado, sea puesto a disposición 

del Instituto quedará bajo la responsabilidad y se 

deberá garantizar el respeto a sus derechos 

humanos…” 

Inmediatamente después estipula el 

procedimiento completo que las autoridades 

correspondientes, deberán seguir.  

 

Así también, en el marco de la Mesa de Diálogo 

Interinstitucional sobre Niñas, Niños y 

Adolescentes migrantes, no acompañados y 

mujeres migrantes celebrada el 30 de marzo de 

2007, se instauró el “Modelo de Protección de los 

Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes 

Migrantes y Repatriados No Acompañados”, en 

el que se contempló la figura del Oficial de 

Protección a la Infancia5.  

 

Ahora bien, regresando al ámbito internacional, 

el Estado mexicano ratificó la Convención sobre 

los Derechos del Niño el 21 de septiembre de 

1990, quedando obligado a adoptar todas las 

medidas administrativas, legislativas y de 

cualquier otra índole para garantizar el ejercicio 

de los derechos reconocidos en ésta. 

  

En este sentido, es necesario que las autoridades 

mexicanas en el ámbito de sus respectivas 

competencias, deban encontrarse capacitadas y 

aptas para el ejercicio de sus funciones, 

respetando en todo el momento el ejercicio de los 

derechos humanos.  

 

La Comisión Nacional de Derechos Humanos ha 

estipulado diversas recomendaciones para evitar 

violaciones a los grupos migrantes al momento 

de la ejecución de dicho procedimiento 

administrativo por parte de las autoridades 

correspondientes.  

 

Cito el caso de la recomendación emitida por esa 

comisión dirigida al instituto nacional de 

migración con número 36/2013 en el que se 

recomienda que se adopten las medidas para 

diseñar e impartir programas integrales de 

capacitación y formación a fin de evitar que en 

                                                 
5 Mesa de Diálogo Interinstitucional sobre Niños, Niñas y 

Adolescentes migrantes (NNA). 

https://www.gob.mx/inm/acciones-y-programas/oficiales-

de-proteccion-a-la-infancia-opi 

https://www.gob.mx/inm/acciones-y-programas/oficiales-de-proteccion-a-la-infancia-opi
https://www.gob.mx/inm/acciones-y-programas/oficiales-de-proteccion-a-la-infancia-opi
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un futuro se incurra en omisiones o 

irregularidades. 

 

Con la finalidad de brindar una adecuada 

capacitación a todas las autoridades 

correspondientes, es necesario realizar las 

adecuaciones legislativas que estipulen la 

obligatoriedad de los cursos integrales en materia 

de derechos humanos respecto a la atención de 

las niñas, niños y adolescentes, sin perjuicio de su 

estatus migratorio.  

 

Fundamentación 

 

El primer momento histórico del reconocimiento 

formal de la comunidad internacional organizada 

de los derechos de las y los menores de edad, se 

plasmó en la Carta de Ginebra en 1924.  

 

En ella se establece que: “la humanidad debe al 

niño lo mejor que ésta puede darle.6”  

 

Con posterioridad encontramos la base de la 

protección de los derechos de las y los menores 

de edad en diversos instrumentos, entre ellos la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos 

en su artículo 25, en el Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales en 

su artículo 10 y en la Declaración Americana 

sobre los Derechos y Deberes del Hombre en su 

artículo 7.  

 

En 1989, con la creación de la Convención sobre 

los Derechos del Niño, es donde encontramos el 

cuerpo normativo de las disposiciones contenidas 

en la Carta de Ginebra de 1924.  

 

En primer orden de ideas, el artículo 1° 

Constitucional establece:  

 
“…Todas las autoridades, en el ámbito de sus 

competencias, tienen la obligación de promover, 

respetar, proteger y garantizar los derechos 

humanos de conformidad con los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 

progresividad. En consecuencia, el Estado deberá 

                                                 
6  Declaración de Ginebra.  

https://www.humanium.org/es/ginebra-1924/ 

prevenir, investigar, sancionar y reparar las 

violaciones a los derechos humanos, en los términos 

que establezca la ley…” 

 

Con fundamento en el párrafo noveno artículo 4 

de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos plantea que:  

 
“…en todas las decisiones y actuaciones del Estado 

se velará y cumplirá con el principio del interés 

superior de la niñez, garantizando de manera plena 

sus derechos…”.  

 

Así también, en su artículo 73 fracción XXIX-P 

establece que:  

 
“…El Congreso tiene facultad: …”  

“…para…” 

“…Expedir leyes que establezcan la concurrencia 

de la Federación, las entidades federativas, los 

municipios y, en su caso las demarcaciones 

territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito 

de sus respectivas competencias, y en materia de 

derechos de niñas, niños y adolescentes, velando en 

todo momento por el interés superior de los mismos 

y cumpliendo con los tratados internacionales de la 

materia de los que México sea parte…” 

 

Finalmente, con fundamento en lo dispuesto por 

los artículos 71 fracción II y 73 fracción XVI, en 

relación con los artículos 1o. y 4o. párrafo 

noveno de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; y, 77, 78 y demás relativos y 

aplicables del Reglamento de la Cámara de 

Diputados.  

 

En este orden, la presente iniciativa de ley se 

encuentra debidamente motivada y 

fundamentada.  

 

Ordenamiento propuesto para ser modificado 

 

Se propone el siguiente Proyecto de Decreto por 

el que se adiciona el artículo 24Bis de la Ley de 

Migración como lo muestra el cuadro 

comparativo:  

 

 

 

 

https://www.humanium.org/es/ginebra-1924/
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Ley de Migración Ley de Migración 

Texto Vigente Propuesta de Reforma 

Artículo 24. El Centro de 

Evaluación tendrá las 

siguientes atribuciones 

 

I. …  VI.  

 Artículo 24 Bis. El 

Centro de Evaluación 

del Instituto, diseñará e 

implementará con 

carácter obligatorio el 

Curso Integral de 

Capacitación y 

Formación permanente 

dirigido a las y los 

servidores públicos 

adscritos al Instituto, 

respecto a la atención de 

las niñas, niños y 

adolescentes, sin 

perjuicio de su estatus 

migratorio.  

 Dicho Curso Integral, 

deberá incluir la 

normatividad relativa a 

los procedimientos que 

se encuentran sujetos al 

Capítulo VII de esta ley, 

a los artículos 74 y 

fracción V del artículo 

52 de esta ley, el 

reglamento de 

Migración vigente y las 

demás disposiciones 

aplicables a la materia, 

así como los tratados de 

los que el Estado 

Mexicano sea parte 

 La certificación 

correspondiente se 

realizará de 

conformidad a lo 

establecido en los 

artículos 23 y 24 

fracción III de esta ley.   

 

 

En consecuencia, se pone a consideración del 

Pleno el siguiente:  

 

Decreto 

 

Por el que se adiciona el artículo 24 Bis de la Ley 

de Migración para quedar como sigue: 

 

Artículo Único. - Se adiciona el artículo 24 Bis 

de la Ley de Migración, para quedar como sigue: 

 

Artículo 24 Bis. - El Centro de Evaluación del 

Instituto, diseñará e implementará con 

carácter obligatorio el curso integral de 

capacitación y formación permanente dirigido 

a las y los servidores públicos adscritos al 

Instituto, respecto a la atención de las niñas, 

niños y adolescentes, sin perjuicio de su status 

migratorio.  

 

Dicho curso integral deberá incluir la 

normatividad relativa a los procedimientos 

que se encuentran sujetos al Capítulo VII de 

esta ley, a los artículos 74 y fracción V del 

artículo 52 de esta ley, el Reglamento de 

Migración vigente y las demás disposiciones 

aplicables a la materia, así como los tratados 

de los que el Estado mexicano sea parte.  

 

La certificación correspondiente se realizará 

de conformidad con lo establecido en los 

artículos 23 y 24 fracción III de esta ley.     
 

Artículo Transitorio 

 

Único. - Las presentes disposiciones entrarán en 

vigor el día siguiente al de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación.  

 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a 

28 de febrero de 2019 

 

 

Dip. Raúl Eduardo Bonifaz Moedano 
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PROPOSICIONES 
 

DE LA DIP. MARÍA DEL CARMEN BAUTISTA 

PELÁEZ CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE 

EXHORTA AL GOBERNADOR DEL ESTADO DE 

OAXACA A DAR INMEDIATA SOLUCIÓN A LOS 

CONFLICTOS VIOLENTOS DE LOS MUNICIPIOS DE 

SANTA CATARINA JUQUILA Y SANTIAGO 

YAITEPEC 

 

La suscrita, María del Carmen Bautista Peláez del 

Grupo Parlamentario de Morena a la LXIV 

Legislatura de la Cámara de Diputados del 

Honorable Congreso de la Unión, en ejercicio de 

la facultad que les confieren los artículos 79, 

numeral 1, fracción II, y numeral 2, fracción III, 

del Reglamento de la Cámara de Diputados, 

someten a la consideración de esta soberanía la 

siguiente proposición con punto de acuerdo, de 

urgente resolución, al tenor de las siguientes: 

 

Consideraciones 

 

El día domingo 3 de febrero, en el estado de 

Oaxaca se suscitaron acontecimientos violentos 

entre dos municipios, Santa Catarina Juquila y 

Santiago Yaitepec en el cual pobladores de 

Yaitepec incendiaron de forma dolosa y con el 

objeto de causar daños materiales a los bienes 

inmuebles de los ciudadanos del municipio de 

Juquila. 

 

Por ello y ante estos actos de barbarie, los 

municipios recurrieron de manera respetuosa al 

Gobernador del Estado, quien nunca dio una 

respuesta para la pacificación de tales hechos, 

aunado a esto, los pobladores cerraron la 

principal vía de acceso y comunicación al 

municipio de Juquila, lo cual ha afectado de 

manera directa en el abastecimiento de comercio, 

así como también una fuerte reducción de 

turismo en el municipio, consecuencia de lo 

anteriormente expuesto se ha afectado a la 

economía y los ingresos de los pobladores de 

Juquila.  

 

Son acontecimientos que requieren de pronta 

intervención para preservar la seguridad, paz y 

tranquilidad entre los pobladores de ambos 

municipios, para que puedan transitar los 

vehículos y también los turistas. Es importante 

mencionar que el 90% de los ingresos del 

municipio de Juquila, provienen de manera 

directa del turismo. 

 

Buscamos evitar futuros conflictos en los cuales 

haya la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, estipula en su artículo 17 lo 

siguiente: 

 
“Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí 

misma, ni ejercer violencia para reclamar su 

derecho”  

 

Punto de acuerdo 

 

Único. - Que la Cámara de Diputados del 

Congreso de la Unión exhorta respetuosamente al 

Gobernador del Estado de Oaxaca con el objeto 

de dar pronta e inmediata solución a los 

acontecimientos violentos entre los pobladores de 

los municipios de Santiago Yaitepec y Santa 

Catarina Juquila. 

 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a 

28 de febrero de 2019 

 

Dip. María del Carmen Bautista Peláez 

 

 

 

 

 
 

 



Enlace Parlamentario 59  

 

Jueves 28 de febrero de 2019 

DEL DIP. FRANCISCO JAVIER RAMÍREZ 

NAVARRETE CON PUNTO DE ACUERDO POR EL 

QUE SE EXHORTA AL GOBIERNO DEL ESTADO DE 

MÉXICO, PARA QUE SE REALICEN LAS 

GESTIONES NECESARIAS ANTE EL GOBIERNO 

FEDERAL, A FIN DE QUE LA RED CARRETERA 

FEDERAL, ESTATAL Y DE CAMINOS 

MUNICIPALES, ASÍ COMO LAS PARTES 

ARQUEOLÓGICAS DE LA ZONA SUR DEL ESTADO 

DE MÉXICO, SEAN OBJETO DE MEJORAS 

 

El que suscribe, Francisco Javier Ramírez 

Navarrete, diputado federal integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena de la LXIV Legislatura 

de la Cámara de Diputados del Honorable 

Congreso de la Unión, con fundamento en lo 

dispuesto en el numeral 1, fracción I, del artículo 

6 y numeral 2, fracción III, del artículo 79 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, me 

permito someter ante esta soberanía la siguiente 

proposición con punto de acuerdo con base en las 

siguientes: 

Consideraciones 

 

En el Estado de México se tienen 21 ejes 

turísticos divididos en cinco estatales-federales, 

nueve estatales y siete federales; 13 ejes 

industriales de jurisdicción estatal y 21 

principales ejes carreteros divididos en 14 libres 

de peaje y siete de peaje; aun así, no es suficiente 

para atender y cubrir las necesidades de una 

población creciente. 

 

El Distrito 36, es una región del Estado de 

México, en la cual convergen múltiples 

poblaciones y que viven condiciones de 

necesidad en diversas materias, como lo son: 

desarrollo social, económico y de infraestructura, 

a consecuencia del crecimiento poblacional, lo 

cual genera la exigencia de mayores y mejores 

servicios. 

 

Si bien aún se contempla como una zona de corte 

rural, también cuenta con los elementos para 

despuntar como una zona turística y de 

crecimiento económico, con miras a generar una 

zona de bienestar y prosperidad. 

En visita oficial del presidente Andrés Manuel 

López Obrador al Municipio de Tejupilco, el 

pasado 9 de febrero del año en curso; dejó en 

claro que las condiciones de la infraestructura 

carretera de la zona no son las adecuadas; por tal 

motivo, el presidente López Obrador estableció el 

compromiso de generar las condiciones para que 

los recursos lleguen y sean habilitadas cada una 

de las carreteras del país. 

 

Tal como es conocido de todos, las mejoras en la 

infraestructura carretera traen consigo las 

facilidades para que, los visitantes se acerquen a 

los prestadores de servicios dentro de la zona 

campirana y arqueológicas del Estado de México, 

así como la salida de productos del lugar hacia la 

población de áreas circunvecinas y con ello 

reactivar la economía y desarrollo mercantil de 

ese sector. 

 

Es por eso que hoy en el ánimo de poder atender 

la necesidad que hay en esta región del país y 

teniendo como sustento lo expresado por el 

Presidente López Obrador, es que se hace un 

exhorto al Lic. Alfredo del Mazo Maza, 

Gobernador Constitucional del Estado de 

México, para que instruya al secretario del ramo, 

para que se realicen las gestiones y trámites 

correspondientes con el fin de hacer y llevar las 

mejoras a la población de la entidad. 

 

Las estadísticas dejan entrever que, si bien, la 

mayor producción dentro de la zona es de pastos 

(forrajes), así como de maíz, la zona ha sido 

calificada como la que más aporta en la 

producción de carnes, viniendo a ser un mercado 

muy productivo, más no explotado al máximo por 

las condiciones en las que se encuentra la red 

carretera. 

 

Por lo anteriormente expuesto es que se solicita a 

esta soberanía, se exhorte al Gobierno del Estado 

de México para que se realicen las gestiones 

necesarias ante el Gobierno Federal, a fin de que 

la red carretera federal, estatal y municipal, así 

como la parte arqueológica de la zona sur del 

Estado, sean objeto de mejoras, con materiales de 
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alta tecnología y la infraestructura acorde a la 

zona; mediante el siguiente punto de acuerdo: 

 

Único: Con punto de acuerdo para exhortar al 

gobierno del Estado de México, para que se 

realicen las gestiones necesarias ante el Gobierno 

Federal, a fin de que la red carretera federal, 

estatal y de caminos municipales, así como las 

partes arqueológicas de la zona sur del Estado de 

México, sean objeto de mejoras, con materiales 

de alta tecnología y la infraestructura acorde a la 

zona, tal como lo expresó el presidente Andrés 

Manuel López Obrador. 

 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a 

28 de febrero de 2019 

 

Dip. Francisco Javier Ramírez Navarrete 

 
HTTPS://EDOMEX.QUADRATIN.COM.MX/TLATLAYA-TEJUPILCO-

LOS-MAYORES-PRODUCTORES-CARNE-LA-REGION/ 

HTTPS://MEXICO.PUEBLOSAMERICA.COM/L/MUNEST/MEXICO/T

EJUPILCO 

HTTP://WWW.MICRORREGIONES.GOB.MX/ZAP/DATGENERALES.

ASPX?ENTRA=ZAP&ENT=15&MUN=082 

 

 

 
 

 

DEL DIP. FRANCISCO JAVIER RAMÍREZ 

NAVARRETE CON PUNTO DE ACUERDO POR EL 

QUE SE EXHORTA RESPETUOSAMENTE AL 

GOBERNADOR DEL ESTADO DE MÉXICO PARA 

QUE A TRAVÉS DEL SECRETARIO DE SEGURIDAD 

DE ESTA ENTIDAD Y DENTRO DEL MARCO DE SUS 

ATRIBUCIONES DESARROLLE LOS PROGRAMAS Y 

ACCIONES NECESARIAS PARA GARANTIZAR LA 

SEGURIDAD DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y JÓVENES DE 

TODOS LOS PLANTELES EDUCATIVOS 

El que suscribe, diputado Francisco Javier 

Ramírez Navarrete integrante de la LXIV 

Legislatura del Congreso de la Unión y del Grupo 

Parlamentario de Morena, con fundamento en lo 

dispuesto en el artículo 6 numeral 1, fracción 1, 

artículos 79, numeral 2, fracción III del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a 

la aprobación del siguiente punto de acuerdo de 

conformidad a las siguientes: 

 

Consideraciones 

 

En los últimos años el tema de la seguridad ha 

tomado relevancia en nuestro país, como 

consecuencia diferentes instituciones, organismos 

públicos y privados suman sus esfuerzos, para 

mantener la seguridad en todos los ámbitos de la 

sociedad. 

 

Sin embargo, a pesar de este esfuerzo, la 

delincuencia continúa vendiendo su proyecto 

utópico de felicidad, siendo uno de los grupos 

vulnerables la población escolar, quienes en 

muchos de los casos no cuenta con las 

condiciones económicas, educativas, familiares, 

laborales, por señalar algunas de las más 

importantes, para rechazar la propuesta de 

involucrarse en actos ilícitos. Como consecuencia 

abandonan sus estudios y convencen a otros de 

dejarlos, lo que afecta a la escuela, además por 

los actos de vandalismo que estos grupos realizan 

a los planteles y a sus bienes. 

 

En el Estado de México son considerables los 

daños que la delincuencia provoca a muchas 

escuelas de diferentes niveles educativos, que van 

desde daños a la propiedad, robos de material 

educativo, actos vandálicos en contra de 

estudiantes y amenazas al personal que labora en 

las escuelas, acoso sexual y secuestro. 

 

La violencia es un terrible atentado de derechos 

humanos y un impedimento para el avance de los 

jóvenes en condiciones de igualdad y justicia. Por 

lo que es importante ajustar el lente con el que se 

mira el fenómeno de la violencia y apuntarlo 

hacia sectores específicos, para, en primer lugar 

perfilar programas y políticas públicas, que den 

respuestas a acciones adecuadas a la demanda de 

prevención y atención de la violencia; en segundo 

lugar, para contar con un espacio de participación 

social que permita al gobierno, Instituciones y 

personas interesadas, tomar o integrar 

información que coadyuven en la lucha de la 

violencia en los diferentes ámbitos. 

https://edomex.quadratin.com.mx/tlatlaya-tejupilco-los-mayores-productores-carne-la-region/
https://edomex.quadratin.com.mx/tlatlaya-tejupilco-los-mayores-productores-carne-la-region/
https://mexico.pueblosamerica.com/l/munest/mexico/tejupilco
https://mexico.pueblosamerica.com/l/munest/mexico/tejupilco
http://www.microrregiones.gob.mx/zap/datGenerales.aspx?entra=zap&ent=15&mun=082
http://www.microrregiones.gob.mx/zap/datGenerales.aspx?entra=zap&ent=15&mun=082
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Se pretende visibilizar este fenómeno producido 

en las diferentes instituciones escolares del 

Estado, partiendo de la premisa de que la 

violencia constituye una estrategia de dominación 

bajo una forma de normalidad y cotidianidad 

mediante la cual, suelen desgarrarse las 

frustraciones originadas en el ámbito social a 

través de coerción física, psíquica, económica o 

sexual utilizada por una persona, ubicada en un 

lugar privilegiado de mayor poder para controlar 

o someter a otro que se encuentra en posición de 

subordinación. Aun cuando todas las personas 

estamos expuestas a enfrentar situaciones 

violentas, son los jóvenes quienes con mayor 

frecuencia se encuentran expuestos a situaciones 

de violencia.  

 

Esta situación, obedece a la organización y 

cultura patriarcal que continúa muy arraigada en 

algunos municipios dando lugar a la construcción 

jerarquizada y auto excluyente de estos jóvenes, 

perpetuando patrones de desigualdad que juegan 

un papel fundamental en la producción de actos 

violentos. 

 

El día 30 de abril del 2014 se creó uno de los 

programas “El Plan Nacional de Desarrollo 2014 

– 2018”, que estableció entre una de sus metas 

nacionales, la denominada un México en Paz, 

mediante Poder Ejecutivo del Estado y la 

Secretaría General de Gobierno, creando el 

manual Programa Nacional para la Prevención 

Social de la Violencia y la Delincuencia 2014-

2018, el cual tiene como prioridad en términos de 

seguridad pública, abatir los delitos que más 

afectan a la ciudadanía mediante la prevención 

del delito y la transformación institucional de las 

fuerzas de seguridad, disminuyendo los factores 

de riesgo asociados a la criminalidad, fortalecer 

el tejido social y las condiciones de vida para 

inhibir las causas del delito y la violencia, así 

como, reducir la vulnerabilidad ante la violencia 

y la delincuencia de las poblaciones de atención 

prioritaria, generar entornos que favorezcan la 

convivencia y seguridad ciudadana. 

 

Aun conociendo los hechos por medios 

periodísticos, siguen persistiendo atentados 

contra estudiantes a las afueras de las escuelas de 

todos los niveles en el Estado de México en 

especial las de nivel mayor donde muchos de los 

alumnos tienen que recurrir a retirarse o llegar sin 

la compañía de sus padres como en el caso del 

nivel medio superior y superior. 

 

Como sustento de lo antes ya mencionado se 

tiene: 
 

Ciudad de México / 09.10.2018 17:57:41 

MILENIO 

 

La presidenta de la Comisión de Derechos 

Humanos del Distrito Federal (CDHDF), Nashieli 

Ramírez Hernández, aseguró que la violencia e 

inseguridad que se vive dentro y fuera de los 

planteles de educación media ha provocado que los 

alumnos de este nivel escolar abandonen sus 

estudios. 

 

Luego de participar en el seminario "Educación 

obligatoria en Ciudad de México: avances y retos", 

la presidenta de la CDHDF, aseguró que 

las autoridades locales descuidaron las 

instalaciones de los centros educativos. 

 

"No nada más la violencia dentro de la escuela, sino 

en torno de la escuela también está expulsando a los 

muchachos del nivel de educación media superior, 

durante más o menos el último mes y medio, hemos 

evidenciado que descuidamos a los planteles 

porque incluso dentro de los planteles mismos, hay 

violencia, hay acoso, hay venta de drogas y pues 

tenemos que recuperarlo", planteó. 

 

Por ello, aseveró que la CDHDF trabaja en 

coordinación con la Secretaría de Educación de la 

Ciudad de México, la Secretaría de Seguridad 

Pública, el Instituto de las Mujeres local, para 

recuperar los “senderos seguros, que se volvieron 

inseguros, para que los adolescentes puedan llegar 

a su escuela tranquilamente sin que los asalten, sin 

que los bulleen, sin que les estén vendiendo droga". 

 

Ramírez Hernández afirmó que la Ciudad de 

México tiene una oportunidad de caminar hacia la 

descentralización y que se haga cargo en su 

totalidad de todo el sistema educativo en el carácter 

metropolitano, pues dijo, un gran número de 

estudiantes son del Estado de México. 

 

"Yo creo que es la priorización de los recursos. Los 

recursos siempre van a ser limitados, pero como 

aquí también se dijo, se tienen que tomar decisiones 

en qué se gasta, en qué no se gasta. Entonces yo 
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creo que gastar en educación es lo mejor que puede 

hacer esta Ciudad y este país", expresó. (sic) 

  

En el Estado de México imperan actos de 

violencia física y moral, existen casos vivenciales 

de alumnos, padres de familia y personal 

educativo en el distrito 36 federal, no 

denunciados: 

 
 En la Universidad Autónoma del Estado de 

México extensión Tejupilco, se han suscitado casos 

de robo a mano armada, acoso sexual e incluso 

violaciones que no han sido denunciados por miedo 

a represalias. 

 En las preparatorias oficiales rurales y 

telebachilleratos; no cuentan con seguridad 

policiaca, se denuncia con mucha frecuencia a las 

autoridades educativas de presencia de personas 

ajenas a la comunidad o colonia con camionetas de 

lujo y armadas.  

 

No son los únicos casos, en todo el sur del Estado 

de México se ven este tipo de problemáticas de 

inseguridad y con mayor frecuencia en 

municipios como: Tlatlaya, Amatepec, Luvianos, 

Tejupilco, Valle de Bravo, Sultepec, San Simón 

de Guerrero y Temascaltepec. 

 

No obstante, este tipo de casos de violencia 

suceden en todas las entidades federativas del 

país. 

 

Por lo tanto, citando el artículo 4 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos: 
 

Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la 

ley. Esta protegerá la organización y el desarrollo 

de la familia.  

Toda persona tiene derecho a un medio ambiente 

sano para su desarrollo y bienestar. El Estado 

garantizará el respeto a este derecho. El daño y 

deterioro ambiental generará responsabilidad para 

quien lo provoque en términos de lo dispuesto por la 

ley.  

Párrafo adicionado DOF 28-06-1999. Reformado 

DOF 08-02-2012 
 

Como también Capítulo Tercero. - Competencia 

de las Dependencias del Ejecutivo de la Ley 

Orgánica de la Administración Pública del Estado 

de México el: 

 
Artículo 21 Bis. La Secretaría de Seguridad es la 

dependencia encargada de planear, formular, 

conducir, coordinar, ejecutar, supervisar y evaluar 

las políticas, programas y acciones en materia de 

seguridad pública.  

 

A la Secretaría le corresponde el despacho de los 

siguientes asuntos: 

I. (…) VII. (…) 

 

VIII. Ejercer el mando directo de las instituciones 

policiales del Estado, y cuando proceda de los 

municipios, en los términos de la ley de la materia y 

demás disposiciones jurídicas aplicables, a fin de 

salvaguardar la integridad física y los derechos de 

las personas, así como preservar las libertades, el 

orden y la paz públicos; 

 

IX. (…) XII. (…) 

XIII. Impulsar la coordinación de las instituciones 

policiales y proponer, en el ámbito de sus 

facultades, la adopción y aplicación de políticas y 

programas de cooperación en materia de seguridad 

pública, con la Federación, las entidades 

federativas y los municipios; 

 

Objetivo: 

 

Que las secretarías de Gobernación, Seguridad y 

de Educación Pública del Estado de México al 

coincidir que el país requiere impulsar y 

fortalecer un enfoque preventivo y formativo, 

como se especificó en el “El Plan Nacional de 

Desarrollo 2014 – 2018”, orientando así al 

desarrollo personal y profesional de la comunidad 

escolar para alcanzar los objetivos 

fundamentales:  

 
a) Construir ambientes de convivencia armónicos, 

pacíficos, inclusivos y libres de discriminación. 

b) Articular las acciones de los actores 

institucionales y sociales para crear ambientes libres 

de violencia en la comunidad educativa. 

c) Fomentar el análisis y desarrollo de acciones 

permanentes para fortalecer una política pública 

integral que comprometa e involucre a toda la 

sociedad: autoridades educativas y de los niveles de 

gobierno, seguridad, personal docente, padres y 

madres de familia, tutores, medios de comunicación 

y estudiantes, en la prevención y atención de 
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conductas violentas, tanto en el contexto familiar, 

escolar y social. 

d) Que la atención de hechos de acoso y violencia 

requieren de una respuesta inmediata para prevenir, 

controlar y superar, con la mayor rapidez y eficacia 

posibles, las situaciones de crisis que puedan llegar 

a presentarse. 

e) Asegurar una coordinación efectiva y sostenida 

entre dependencias y entidades estatales para 

diseñar, implementar y evaluar procesos de 

prevención social. 

f) Exista una unidad de vigilancia en cada plantel 

público educativo. 

 

Por lo expuesto y fundado, me permito someter a 

consideración de esta honorable asamblea el 

siguiente: 

 

Punto de Acuerdo: 

 

Único: la Cámara de Diputados del Honorable 

Congreso de la Unión exhorta respetuosamente al 

Sr. Gobernador del Estado de México para que a 

través del Secretario de Seguridad de esta entidad 

y dentro del marco de sus atribuciones desarrolle 

los programas y acciones necesarias para 

garantizar la seguridad de las niñas, niños y 

jóvenes de todos los planteles educativos. 

 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a 

28 de febrero de 2019  

 

Dip. Francisco Javier Ramírez Navarrete 

 

 

 

 

 

 
 

EL DIP. HÉCTOR JIMÉNEZ Y MENESES CON 

PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA AL 

INE, PARA QUE GARANTICE QUE LAS ACTAS DE 

INSTALACIÓN, CIERRE DE VOTACIÓN, DE 

ESCRUTINIO Y CÓMPUTO DEL PROCESO 

EXTRAORDINARIO DE PUEBLA, QUE SE  

ENTREGUEN A LOS REPRESENTANTES DE LOS 

PARTIDOS POLÍTICOS SEAN TOTALMENTE 

LEGIBLES 

Consideraciones 

 

La naturaleza jurídica atribuida al INE, de órgano 

constitucionalmente autónomo, trajo consigo el 

otorgamiento de diversas características acorde a 

la función encomendada, tales como: la 

especialización, la profesionalización y el 

cumplimiento de reglas técnicas, en el 

desempeño de sus labores. 

 

De esta manera, el órgano autónomo cuenta con 

las áreas técnicas especializadas y 

profesionalizadas para cumplir con su función 

acorde con los principios establecidos en el 

artículo 41 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

 

Con la reforma constitucional de 1996, para 

organizar las elecciones se establecieron los 

principios rectores de la función estatal: certeza, 

legalidad, independencia, imparcialidad y 

objetividad, y con la reforma en el año de 2014, 

se incluyó el de máxima publicidad. 

 

Es importante resaltar el orden en que se 

encuentran definidos en el texto constitucional, 

ya que al listar al inicio el principio de “certeza”, 

puede ser considerado como la causa necesaria 

para el cumplimiento de los demás principios. En 

este sentido los principios rectores deben ser 

considerados como fundamento, pero también 

como los ejes que le brinden coherencia a la obra 

continua y permanente de esta labor fundamental 

del Estado democrático mexicano. 
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Estos aspectos fundamentales serán 

reglamentados en la norma legal a fin de lograr 

su eficacia y, por ende, puntualizar su contenido 

en áreas y procedimientos específicos. 

Es importante establecer que los principios 

rectores deben garantizar en todas las partes 

normativas para alcanzar su eficacia, ya que la 

ausencia en alguno de ellos puede provocar la 

falta de credibilidad de cualquiera de las etapas 

del proceso electoral. En este contexto normativo, 

es importante considerar un punto específico que 

puede ser considerado la parte más importante de 

la documentación electoral y del propio proceso 

electoral, que serían las actas que se levantan en 

las mesas directivas de casilla. Estos documentos 

tienen por objeto registrar el funcionamiento de 

éstos órganos electorales, que son los más 

cercanos a la sociedad, ya que es ahí en donde se 

materializa la voluntad popular que se traducirá 

en la representación de nuestra nación; lo que 

permite comprender su importancia y relevancia 

para la legitimidad antes expresada. 

Para garantizar la certeza de los actos emitidos 

por las mesas directivas de casilla, los partidos 

políticos tienen el derecho a contar con una copia 

“legible” de las actas levantadas. 

 

Sin embargo, el calificativo de legible se 

encuentra aislado en la legislación, ya que, en 

ninguna parte de la normatividad electoral se 

ubica la exigibilidad al órgano responsable de 

aprobar las características de las actas que 

garanticen dicha legibilidad, ni el área encargada 

de proponer dichas características. 

 

Es usual encontrar copias entregadas a los 

partidos políticos en las que no se pueden 

apreciar los datos consignados en el acta original 

que se levanta y a la que tiene derecho, ya que las 

características y calidad de los formatos no 

garantizan que puedan ser producidos en cada 

tanto que se deba entregar y, que de no hacerlo, la 

etapa más relevante del proceso electoral y de la 

participación ciudadana, resultarían insuficientes 

para alcanzar los objetivos planteados con el 

establecimiento de los principios rectores. 

 

Las consecuencias de que los partidos políticos 

no cuenten con la información a la que tienen 

derecho, son múltiples, y aunque puedan estar 

vinculadas entre sí, por si solas implican un 

mayor esfuerzo por parte de las autoridades 

electorales, tanto administrativas como 

jurisdiccionales. La falta de credibilidad por la 

falta de información veraz, se puede evitar de una 

manera técnica, profesional y especializada. 

 

Una de ellas, la inequidad en el ejercicio de 

participación de los partidos políticos, quienes 

ante la ausencia de elementos que les permitan 

conocer los resultados oportunamente, tenderán a 

solicitar el recuento de todas las casillas en este 

tipo de situación. Una más vinculada a la 

anterior, es la puesta en duda de los resultados 

electorales, lo que conllevará a la descalificación 

del proceso electoral del que se trate y, por 

último, la necesidad de tener que recorrer la 

cadena impugnativa, para brindar la certeza que 

estos procesos requieren. 

 

Con este punto de acuerdo, se brindará la 

legalidad, imparcialidad, objetividad, 

independencia y máxima publicidad de los actos 

generados en las mesas directivas de casilla, al 

garantizar fehacientemente la certeza de la 

actuación del órgano comicial más importante en 

la elección. 

 

Proposición de obvia y urgente resolución 

 

Por los argumentos anteriormente expuestos, 

someto a la consideración de esta honorable 

soberanía, la siguiente propuesta con punto de 

acuerdo: 

 

Por el que se exhorta al INE, para que garantice 

que las actas de instalación, cierre de votación y 

de escrutinio y cómputo que se levanten, cuenten 

con las características necesarias a fin de que las 

copias que le sean entregadas a los representantes 

de los partidos políticos, acreditados ante las 

mesas directivas de casilla, en el proceso 
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electoral extraordinario para gobernador del 

estado de Puebla sean totalmente legibles.  

 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a 

28 de febrero de 2019 

Dip. Héctor Jiménez y Meneses 

 

 

 
 

 

 

DEL DIP. JUAN ÁNGEL BAUTISTA BRAVO CON 

PUNTO DE ACUERDO RELATIVO A LA CUENTAS 

PÚBLICAS DE 2015 Y 2016 DE LA SECRETARÍA DE 

SALUD EN EL ESTADO DE MÉXICO 

 

Quienes suscriben, diputado Juan Ángel Bautista 

Bravo e integrantes del Grupo Parlamentario de 

Morena de la LXIV Legislatura, con fundamento 

en la fracción I del numeral 1 del artículo 6o. y el 

artículo 79, numeral 1, fracción II, del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, someten 

a consideración de esta honorable asamblea la 

presente proposición con punto de acuerdo al 

tenor de lo siguiente: 

 
Consideraciones 

 
La Organización Mundial de la Salud (OMS) 

define a la salud como “el estado de completo 

bienestar físico, mental y social”. En México, el 

derecho a la salud está reconocido en el artículo 

cuarto de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, en el que se establece que 

toda persona tiene derecho a la protección de la 

salud, y garantiza el acceso de todos los 

mexicanos a este servicio fundamental. 

 
Los empleados del ISEM del Estado de México 

han evidenciado el desabasto de medicamentos, 

falta de insumos y personal además de 

infraestructura insuficiente, así como la falta de 

pago de prestaciones. 

 

La Auditoría Superior de la Federación (ASF) ha 

destacado anomalías ejercidas desde 2011 en el 

sector salud del Estado de México. Las 

observaciones son el pago a personas no 

registradas en la nómina, pagos no autorizados, 

transferencias inadecuadas y la falta de 

transparencia en la aplicación de los recursos 

asignados. 

 
Se identificó que el Instituto de Salud del Estado 

de México (ISEM) realizó en 2016, dos mil 92 

pagos con los recursos del FASSA por un monto 

total de 23 millones 639 mil 600 pesos, por 

concepto de pago de medidas de fin de año a 

personal del que no se encontró registro alguno 

en las nóminas del Fondo. 

 
También realizó pagos por concepto de Cuotas y 

Aportaciones Obrero-Patronales de Seguridad 

Social con recursos del FASSA 2016, por un 

monto total de 573 millones 661 mil de pesos, 

que incluyeron recargos y actualizaciones por 

nueve millones 113 mil pesos. 

 

La ASF instó al Servicio de Administración 

Tributaria (SAT) a que instruya una auditoria al 

ISEM, debido a que no entregó las retenciones 

por concepto de Impuesto Sobre la Renta de 

octubre, noviembre y diciembre de 2016, de las 

que se calculó un daño patrimonial a las finanzas 

nacionales por 414 millones tres mil 138 pesos. 

 
También solicitó al SAT una segunda auditoria 

para fiscalizar 84 millones 274 mil 991 pesos que 

fueron utilizados para el pago de recargos y 

actualizaciones generados por el pago 

extemporáneo del ISR. Así mismo, la ASF, llamó 

al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 

los Trabajadores del Estado (ISSSTE) para que 

aclare si recibió un pago por 59 millones 498 mil 

509 pesos por parte del Instituto de Salud del 

estado de México, correspondientes a las Cuotas 

y Aportaciones SAR-FOVISSSTE de sus 

trabajadores, que no fueron reportadas por 

instituto de salud del Estado de México en la 

auditoría 2016. 
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Para el caso del programa federal Prospera las 

irregularidades encontradas por los auditores son 

en torno a las dobles cuentas bancarias del 

Instituto de Salud del Estado de México (ISEM) 

para la recepción y manejo de los recursos del 

programa PROSPERA, y el manejo de otras 

fuentes de financiamiento. 

 
Estas observaciones derivaron en cinco 

promociones de responsabilidad administrativa 

sancionatoria y tres pliegos de observaciones. 

Esto llevó a la Auditoría Superior a dictaminar 

que el gobierno del Estado de México no realizó 

una gestión eficiente y transparente de los 

recursos del programa, y no se cumplieron sus 

objetivos ni metas. 

 
Motivo por el cual, la ASF hizo observaciones 

por 1,270 millones de pesos en el Fondo de 

Aportaciones para los Servicios de la Salud; 750 

millones en Recursos Federales Transferidos a 

través del Acuerdo de Coordinación entre la 

Secretaria de Salud y el Estado de México y en el 

componente de Prospera, 36. 6 millones de pesos. 

 
Adicionalmente la Asociación Nacional de 

Distribuidores de Insumos para la Salud (Andis), 

que congrega a los principales proveedores de 

medicinas, ha reiterado en diversas ocasiones los 

adeudos que presenta el sector salud, 

mencionando que son insostenibles, lo que podría 

provocar un desabasto de medicamentos 

catastrófico para el sector salud en el Estado de 

México, primordialmente en la zona sur de la 

entidad. 

 
La deuda del ISEM, según el reporte financiero 

del primer trimestre 2018 asciende a 9 mil 282 

millones 999 pesos, de los cuales 5 mil 674 

millones 608 mil pesos es con proveedores de 

medicamentos e insumos. En el Issemym, cerro 

el 2017 con una deuda de 3 mil 500 millones de 

pesos. 

 

Por lo anteriormente expuesto me permito 

someter al pleno de esta honorable asamblea la 

siguiente proposición con 

 

Puntos de Acuerdo 
 

Primero. La Cámara de Diputados del honorable 

Congreso de la Unión solicita a la Auditoría 

Superior de la Federación haga del conocimiento 

público la documentación justificativa y 

comprobatoria del estado que guarden las 

observaciones con impacto económico de la 

Secretaría de Salud del gobierno del Estado de 

México en los ejercicios fiscales 2015 y 2016 

 
Segundo. La Cámara de Diputados del honorable 

Congreso de la Unión exhorta a la Auditoría 

Superior de la Federación, en acatamiento a la 

Ley de Fiscalización y Cuenta Pública, y como 

parte fundamental del Sistema Nacional 

Anticorrupción, inicie los procedimientos 

administrativos y penales que correspondan, en 

uso de sus atribuciones legales, en los casos en 

que no se subsanen las observaciones con 

impacto económico realizadas por la Auditoría 

Superior en los informes a las cuentas públicas de 

los ejercicios fiscales 2015 y 2016 

correspondientes a la Secretaría de Salud del 

Estado de México. 

 

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable 

Congreso de la Unión exhorta a la Secretaría de 

Salud del Estado de México, a que atienda, y 

haga públicos los medios y mecanismos 

empleados sobre las observaciones emitidas por 

la Auditoría Superior de la Federación emitidas 

en su reporte del informe de la Cuenta Pública 

2015 y 2016. 

 
Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable 

Congreso de la Unión exhorta al gobernador del 

Estado de México y a la Secretaría de Salud del 

estado de México difunda detalladamente los 

motivos por los cuales han sido violentados los 

derechos laborales de los trabajadores del sector 

salud; sobre la retención de sus prestaciones. 

 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a 

28 de febrero de 2019 

 

Dip. Juan Ángel Bautista Bravo 
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DEL DIP. JUAN ÁNGEL BAUTISTA BRAVO CON 

PUNTO DE ACUERDO RELATIVO A DISEÑAR E 

IMPLEMENTAR POLÍTICAS PÚBLICAS PARA 

PROPORCIONAR COBERTURA UNIVERSAL 

EFECTIVA Y DE ALTA CALIDAD EN EL SECTOR 

SALUD EN EL ESTADO DE MÉXICO 

 

El que suscribe, diputado Juan Ángel Bautista 

Bravo, del Grupo Parlamentario Morena de la 

LXIV Legislatura, con fundamento en la fracción 

I del numeral 1 del artículo 6o. y el artículo 79, 

numeral 1, fracción II, del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, sometemos a 

consideración de esta honorable asamblea la 

presente proposición con punto de acuerdo al 

tenor de las siguientes: 

 

Consideraciones 

 

La OMS define a la salud como “el estado de 

completo bienestar físico, mental y social”. En 

nuestro país, el derecho a la salud está reconocido 

en el artículo 4° de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en el que se establece 

que toda persona tiene derecho a la protección de 

la salud, y garantiza el acceso de todos los 

mexicanos a este servicio fundamental. 

 

Sin embargo, el sistema de salud pública en 

México se encuentra en crisis, los sistemas de 

salud deberían contar con recursos suficientes 

para salvaguardar y promover la cobertura 

universal de salud y para satisfacer las 

necesidades de salud de sus poblaciones. 

 

El Segundo Estudio de la OCDE sobre el Sistema 

de Salud de México 2016, destaca la desigualdad 

e ineficiencia del sector salud en nuestro país. 

Según el reporte demuestra que el nivel del gasto 

público de México en este rubro es 

comparativamente bajo a diferencia de otros 

países de la OCDE, lo que se traduce en una 

limitada capacidad de respuesta del sistema para 

proporcionar una cobertura efectiva y de alta 

calidad. 

 

Por los motivos antes señalados, el gasto del 

bolsillo de los mexicanos para obtener una mejor 

atención en el sector salud privado es bastante 

alto, representado en diversos casos por 

enfermedades crónicas, se eleva hasta del 45%. 

En la última década, a pesar de los esfuerzos por 

mejorar la calidad y atención del servicio, el 

gasto del bolsillo no ha disminuido, afectando 

gravemente a la población más vulnerable.  

 

 
 

Datos del Instituto Mexicano para la 

Competitividad A.C., informa que el gasto del 

bolsillo para enfermedades como la hipertensión, 

diabetes mellitus, hepatitis viral, leucemia entro 

otras enfermedades crónicas, puede condicionar a 

una familia a caer en pobreza, ya que cubrir los 

gastos ocasiona endeudamiento hasta la venta el 

patrimonio familiar.  

 

En cuestiones de cobertura es insuficiente, según 

los indicadores de la OCDE en el Panorama de la 

Salud 2017, la mayoría de los países alcanzo la 

cobertura universal de los costos de cuidado de la 

salud, exceptuando por 6 países, incluyendo 

México.  

 

Aproximadamente 16 millones de mexicanos 

carecen de algún tipo de protección para los 

cuidados de la salud, de igual manera, el 

desabasto de medicamentos es un problema en 

incremento en el sector, alrededor del 61% de la 
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población se abastece con los medicamentos 

completos dentro de los servicios públicos. 

 

El número de mexicanos que asisten a los 

servicios privados de salud es bastante alto, de 

hecho, un dato relevante es que México muestra 

una proporción desorbitante de hospitales 

privados a comparación de los públicos, con 11.4 

hospitales públicos y 28.6 hospitales privados por 

cada millón de habitantes. 

  

Lo anterior es derivado de la baja inversión en el 

sector y de la corrupción que impera en el campo 

de la salud pública. Mariclaire Acosta, presidenta 

del Comité de Participación Ciudadana del 

Sistema Nacional Anticorrupción menciono que 

el sector salud representa “un caldo de cultivo” 

para la corrupción, el desvió de recursos, la falta 

de personal preparado y servicios, así como la 

nula transparencia y rendición de cuentas. 

  

El comisionado de la Naciones Unidas para los 

Derechos Humanos en México, Jan Jarab, estimó 

que cada año se pierden 200 mil millones de 

dólares por corrupción en el cuidado de la salud a 

nivel mundial. En México existe una deficiencia 

hasta del 20% en los servicios de salud, 

dependiendo de la región dicho porcentaje puede 

variar. 

 

En el caso del Estado de México, el INEGI 

declaró que es la entidad con mayor número de 

actos de corrupción, por ejemplo, los pagos 

carentes de documentación comprobatoria, 

contratos celebrados con empresas fantasma, 

sobreprecios pagados por los estados y no 

entregar el ISR retenido a los trabajadores del 

sector salud. Son irregularidades que destacan. 

Adicionalmente, los informes de la ASF, indican 

que cada año muestran grandes inconsistencias 

presupuestales en dos ramos, el seguro popular y 

el Fondo de Aportaciones en Servicios de Salud 

(FASSA). Los reportes muestran una serie de 

prácticas indebidas para la desviación de recursos 

que se replica de manera sistemática año con año.  

 
El último informe de la ASF, identifico pagos 

con los recursos del FASSA por 23 millones 639 

mil 600 pesos a personal que no se encuentra 

registrado en nómina, de igual manera realizo 

pagos por concepto de Cuotas y Aportaciones 

Obrero-Patronal de Seguridad Social por un 

monto de 573 millones 661 mil pesos que incluye 

recargos y actualizaciones por 9 millones 113 mil 

pesos. En el caso de PROSPERA, se encontró la 

duplicidad de cuentas bancarias del Instituto de 

Salud del Estado de México (ISEM) para la 

recepción y manejo de recursos. Se hicieron 

observaciones por 1,270 millones, 750 millones y 

36. 6 millones de pesos en el Fondo de 

Aportaciones para los Servicios de la Salud, 

Recursos Federales Transferidos a través del 

Acuerdo de Coordinación entre la Secretaria de 

Salud y el Estado de México y PROSPERA 

respectivamente. 

 

Aunando a lo anterior expuesto, existe una crisis 

de desabasto de medicamentos, materiales de 

curación e insumos básicos para la atención de 

calidad. Además de la crisis de salud por la que 

atraviesa del sector salud en el Estado de México, 

en los últimos años se ha convertido en crisis 

financiera. La deuda del sector salud asciende a 

más de 9 mil millones de pesos, de los cuales 
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aproximadamente el 60% es con proveedores de 

insumos. 

 

De acuerdo con el análisis del Centro de 

Investigación Económica y Presupuestaria 

(CIEP), el Estado de México registra el gasto 

público en salud más bajo a nivel nacional, con 2 

mil 55 pesos por persona al año, a comparación 

con Aguascalientes de 25 mil 641 pesos per 

cápita. El promedio nacional es de 6 mil 206 

pesos. 

 

 
 

El gasto total promedio en salud es de 8 mil 194 

pesos; de los cuales 6 mil 206 son gasto público, 

mil 987 gasto de bolsillo, y una aproximación del 

gasto privado de 2 mil 338; es decir, una 

composición 73/27 de gasto público y gasto de 

bolsillo en términos generales. En el Estado de 

México la composición es 59/41.  

 

 
 

Otro rubro que destaca en los altos índices de 

corrupción es el Hospital Regional de Alta 

Espacialidad de Zumpango (HRAE). Dichos 

hospitales representan para la mayoría de los 

mexicanos el único acceso a medicina 

especializada. En el reporte de Salud Deteriorada, 

se presentó un análisis minucioso que desnuda la 

alta corrupción estructural y sistemática que 

existe en el sector salud del el Estado de México. 

 

En primer lugar, se analizó la ubicación de dichos 

hospitales, la conclusión es que se basaron en 

criterios políticos, no técnicos, ni en base a las 

necesidades de la población. Por ende, remite a 

diversas inconsistencias y a la subutilización de 

los recursos destinados.  Resulta que la ocupación 

promedio del HRAE es menor al 50%, un dato 

impactante es que los primeros dos años no 

alcanzaron ni el 20% de ocupación. En el ámbito 

de la tecnología, los resultados son deficientes. A 

pesar de contar con equipos especializados, como 

el sistema de cirugía robótica llamado Sistema 

Da Vinci, su promedio de utilidad es de tan solo 

del 7.6%. En cuestión de mastografías y 
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resonancias, se realzan alrededor de .86 y 1.06 

diarias respectivamente. 

 

EL HRAE de Zumpango tiene el peor desempeño 

en la oferta para el tratamiento de diversas 

enfermedades crónicas, la pésima gestión del 

sector salud ha dado como resultado la muerte de 

miles de mexiquenses que no pudieron acceder a 

los servicios básicos, por la exclusión de millones 

de familias a la pobreza que no pudieron acceder 

y carecieron de servicios especializados por los 

gastos generados por enfermedades crónicas.  

 

Por lo anteriormente expuesto, me permito 

someter al pleno de esta honorable asamblea la 

siguiente proposición con: 

 

Punto de acuerdo 

 

Primero. - La Cámara de Diputados del 

Honorable Congreso de la Unión exhorta 

respetuosamente al Gobernador del Estado de 

México a que instruya a las dependencias 

involucradas en el sector salud, a trabajar de 

manera conjunta, con el fin de establecer políticas 

públicas y estrategias urgentes para proporcionar 

una cobertura universal efectiva y de alta calidad. 

 

Segundo. - La Cámara de Diputados del 

Honorable Congreso de la Unión exhorta 

respetuosamente a la Secretaría de Salud del 

Estado de México a implementar una política 

integral que incluya la selección, compra, abasto 

y principalmente uso racional de medicamentos, 

además hacer públicas las estrategias y 

mecanismos que realizaran para cumplir con el 

abasto de insumos básicos para el sector salud. 

 

Tercero. - La Cámara de Diputados del 

Honorable Congreso de la Unión exhorta 

respetuosamente al gobernador de Estado de 

México, Alfredo del Mazo Maza y a la Secretaría 

de Salud del Estado de México a revisar el 

contrato de Asociación Público – Privada (APP) 

del HRAE Zumpango, para mejorar las 

condiciones estipuladas con la empresa y hacer 

públicos los mecanismos y medios que 

implementaran para eficientar los gastos.  

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a 

28 de febrero de 2019 

 

Dip. Juan Ángel Bautista Bravo 

 

 

 

 
 

 

 

DEL DIP MANUEL LÓPEZ CASTILLO POR EL QUE 

SE EXHORTA A LA TITULAR DEL PODER 

EJECUTIVO DEL ESTADO DE SONORA; ASÍ COMO 

A LOS TITULARES DE LOS 72 MUNICIPIOS QUE LO 

COMPRENDEN; A LA SEMARNAT Y 

CONAGUA, PARA QUE, EN EL ÁMBITO DE SUS 

RESPECTIVAS FACULTADES Y COMPETENCIAS, 

COADYUVEN EN LA CREACIÓN DE LOS 

MECANISMOS E INSTRUMENTOS OPORTUNOS 

QUE RESUELVAN EFECTIVAMENTE LA 

PROBLEMÁTICA DE ESCASEZ DE AGUA POTABLE 

 

El que suscribe, Manuel López Castillo, diputado 

federal de la LXIV Legislatura de la Cámara de 

Diputados del Honorable Congreso de la Unión, 

integrante del Grupo Parlamentario de Morena, 

de conformidad por lo establecido en los artículos 

6, numeral 1, fracción I y 79, numeral 1, fracción 

II del Reglamento de la Cámara de Diputados, 

someto a escrutinio de esta Asamblea Legislativa 

de lo Federal, la siguiente Proposición con Punto 

de Acuerdo, al tenor de las siguientes: 

 

Consideraciones 

 

Generalidades sobre la escasez de agua 

 

La ONU indica que el agua es: 

 
El epicentro del desarrollo sostenible y es 

fundamental para el desarrollo socioeconómico, la 

energía y la producción de alimentos, los 

ecosistemas saludables  y para la supervivencia 

misma de los seres humanos.1 

                                                 
1 ONU. (2016). Agua. Febrero 22, 2019, de United 

Nations Sitio web: 
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El agua cubre aproximadamente el 75% de 

nuestro planeta, a esta capa se le conoce como 

hidrósfera y se estima que su área de distribución 

cubre 510 millones de km2, en donde el volumen 

total de agua de la tierra es aproximadamente de 

1390 millones de km3. Cabe señalar que sólo el 

0.26% del agua situada en nuestro planeta y la 

proveniente de los fenómenos atmosféricos es 

utilizable de manera directa para la especie 

humana.2 

 

Sin embargo, a pesar de que este recurso natural 

es  indispensable para la vida del ser humano, no 

se ignora el hecho de que en el mundo la mayoría 

de los países sufren de la escases de este vital 

líquido, para ello, es imprescindible mencionar 

que en países como Kuwait, Egipto, Emiratos 

Árabes Unidos, Somalia, Hungría y Nigeria 

carecen de manera extrema del acceso al agua y 

de sus servicios de saneamiento, al respecto, 

diversos organismos internacionales como la 

OMS y la UNICEF denuncian que cerca de 2.1 

millones de personas carecen de los servicios de 

agua potable y un aproximado de 4.5 millones de 

personas carecen de los servicios de saneamiento 

de la misma.3 La escasez de agua ya afecta a 4 de 

cada 10 personas en el mundo, y cerca de 350 mil 

niños menores de cinco años mueren cada año 

por enfermedades diarreicas e intestinales debido 

a la insalubridad de las aguas que ingieren y usan 

para uso cotidiano. La OMS prevé que entre los 

años 2025-2030 la mitad de la población mundial 

vivirá en zonas con escasez de agua. 

 

La meta número 6 de los Objetivos de Desarrollo 

Sostenible para el año 2030 insta a los 193 

Estados miembros a que atiendan y desarrollen 

                                                                                 
http://www.un.org/es/sections/issues-

depth/water/index.html 
2 Hiriart, M. (2010). El agua como recurso. Octubre 

8, 2018, de Instituto de Ecología de la UNAM Sitio 

web: 

http://www.comoves.unam.mx/assets/revista/54/el-

agua-como-recurso.pdf 
3  OMS. (2017). Escasez de agua - Datos y Cifras. 

febrero 22, 2019, de World Health Organization 

Sitio web: 

http://www.who.int/features/factfiles/water/water_fa

cts/es/index4.html 

las políticas necesarias para lograr el acceso 

universal y equitativo al agua potable.4 

 

Escasez de agua en México 
 

En México el promedio por concentración-

volumen de agua potable disponible cada año es 

de 476 km3, considerado como una cantidad 

sumamente mengua, ello si volteamos la mirada a 

países como Brasil, Birmania, India, Canadá y 

Estados Unidos que cuentan en promedio de 

1000 a 3000 km3 anualmente. 

 

El agua de uso doméstico, la utilizada para beber, 

la de los servicios públicos, la de los 

establecimientos comerciales y de las propias 

viviendas, concentran el 10% del agua dulce en 

México, mientras que en el mundo el promedio 

es de 8%. Si a lo anterior le sumamos que, en las 

ciudades con mayor concentración de población 

del país, el 40% de agua potable que les llega, se 

desperdicia debido a los carentes servicios de 

abastecimiento y distribución, la falta de cultura 

cívica, así como a las fugas por el mantenimiento 

deleznable que tienen las represas y contenedores 

de agua de México. Para el año 2030, México y 

muchas de sus entidades con mayor afluencia 

poblacional sufrirán la peor de sus crisis de estrés 

hídrico en la historia. 

 

Escasez de agua potable y servicios de 

saneamiento en Sonora 

 

El Consejo Consultivo del Agua A.C., y el Fondo 

para la Comunicación y la Educación Ambiental 

A.C., indican que las zonas en donde existe 

menor concentración de agua potable es el norte 

y centro del país, así mismo, se deja en claro que 

la escasez de este recurso afecta a las 

demarcaciones más pobladas. 

 

                                                 
4 PNUD. (2018). Objetivo 6: Agua limpia y 

saneamiento. Febrero 26, 2019, de Programa de la 

Naciones Unidas para el Desarrollo Sitio web: 

http://www.undp.org/content/undp/es/home/sustaina

ble-development-goals/goal-6-clean-water-and-

sanitation.html 
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Sonora recibió en 2017 una de sus peores alertas 

en materia de recursos naturales, ello tras 

publicarse un estudio realizado por la ONU en 

correlación al Programa de la Naciones Unidas 

para el Medio Ambiente (PNUMA), donde se 

vislumbró que para el año 2030 la región 

noroeste del país se encontrara en situación de 

intensa escasez de agua física. 

 

 
Si lo anterior no bastare, la propia representante 

para México en el PNUMA, Dolores Barrientos 

Alemán, señalo en conferencia impartida ante el 

Colegio de la Frontera Norte en Tijuana, que: 

 
No habrá agua en la región Norte de México, por 

más que haya millones y millones de pesos no habrá 

agua, estos modelos son para el 2030, se prevé 

escasez física total, el Noroeste de México y parte 

del Sur de Estados Unidos tienen escasez física de 

agua. 

 

La región noroeste del país es una zona que por 

geografía y asentamiento es bajo en 

disponibilidad natural de agua y dentro de 10 

años el volumen por habitante caerá a dos mil 

cuatrocientos m3.  

 

El vocal ejecutivo de la Comisión Estatal de 

Agua (CEA) en Sonora, el Ing. Sergio Ávila 

Ceceña, indicó que a pesar de lo emitido por los 

expertos internacionales sobre la situación del 

agua en la entidad para el año 2030, dicha 

problemática ya se encuentra en vísperas de 

manifestarse. 

 

Como se puede notar, la situación de escasez del 

agua potable en el estado de Sonora no es un 

tema que debe quedarse fuera de las prioridades a 

atender por parte de los tres órdenes de gobierno, 

ya que esta coyuntura afecta la vida de más de 2 

millones de sonorenses, de igual manera se ve 

mermado el desarrollo de actividades productivas 

como son la ganadería, la agricultura y la 

industria. 

 

Sonora exige soluciones al estrés hídrico que está 

sufriendo y que a futuro se estima empeorara con 

creses, la extracción-recarga de agua potable 

debe ser sustentable para todos, debemos crear 

nuevos mecanismos que combatan la escasez de 

agua y mejorar los ya existentes, para así cumplir 

con la obligación constitucional del artículo 4º, 

sobre el derecho de acceso, disposición y 

saneamiento del agua. 

 

Por los argumentos esgrimidos con anterioridad 

someto a consideración de las y los legisladores 

que integran esta Cámara Baja el siguiente: 

 

Punto de acuerdo 

 

Único. - La Cámara de Diputados del H. 

Congreso General de los Estados Unidos 

Mexicanos exhorta respetuosamente a la Titular 

del Poder Ejecutivo del Estado de Sonora; así 

como a los titulares de los 72 municipios que lo 

comprenden; a la Secretaría de Medio Ambiente 

y Recursos Naturales (Semarnat) y a la Comisión 

Nacional del Agua (Conagua), para que en el 

ámbito de sus respectivas facultades y 

competencias coadyuven en la creación de los 

mecanismos e instrumentos oportunos que 

resuelvan efectivamente la problemática de 

escasez de agua potable que está sufriendo dicha 

entidad. 
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Palacio Legislativo de San Lázaro a los 26 días 

de febrero de 2019 

 

Dip. Manuel López Castillo 
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